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Introducción : 





Caminando en la 
incertidumbre 


Por: Fernán E. González* 


El momento actual del país, entre las elecciones para el Congreso que acaban de transcurrir y la 
campaña presidencial que inicia su etapa decisiva, refleja la polarización que existe en materia 
social y política. Las consultas internas, de la derecha y de la izquierda, han clarificado las candi- 
daturas presidenciales. Sin embargo, las elecciones para el Congreso no ofrecen un panorama claro: 
se registra un avance considerable de las curules de Cambio Radical, una mejor posición de los 
grupos cercanos a Fajardo, un cierto estancamiento del crecimiento del Centro democrático, algún 
declive moderado de los partidos liberal y conservador, la aparición de un sector cercano a Petro, 
el mantenimiento de las fuerzas del Polo Democrático y de Mira, junto con una escasa presencia 
electoral del partido de los desmovilizados de las FARC. 


ST, on el ánimo de contribuir a 
* la clarificación de esta con- 

fusa situación, la dirección 
, del Cinep/PPP ha resuelto 

Lu elaborar esta edición de la 
revista, que se divide en dos grandes 
secciones. La primera gira en torno a 
las dificultades y los problemas que en- 
cuentran los acuerdos de paz de La Ha- 
bana para su implementación, mientras 
que la segunda inicia un acercamiento, 
todavía provisional, sobre algunos as- 
pectos que se destacan en las propues- 
tas de los candidatos presidenciales. 

La primera sección inicia con el ar- 
tículo de Fernando Sarmiento, “La paz 
de los políticos”, que muestra la incerti- 
dumbre que produce la manera como los 
candidatos asumen la paz como bande- 
ra política en la implementación de los 
acuerdos. De este modo, se parte de la 
propuesta de paz de Belisario Betancur 
(1982-1986) hasta llegar a los dos go- 
biernos de Santos (2010-2018), pasando 
por los diálogos de Pastrana (1998-2002) 


en El Caguán y la doctrina de la segu- 
ridad democrática de Uribe (2002-2010). 
Ese recorrido histórico le sirve de base 
al autor para explorar los matices de las 
posiciones de los actuales candidatos, 
especialmente en los temas de la justicia 
transicional, la participación política de 
los desmovilizados y el reconocimiento 
del narcotráfico como delito conexo. Y 
termina, finalmente, con un llamado a 
superar los sesgos partidistas y las di- 
ferencias de concepción que subyacen 
a ellos para apostar a una paz nacio- 
nal, que evite que la lucha política sea 
la continuación de la lucha armada por 
otros medios. 





Este recorrido histórico de Sarmiento 
lleva a Fernán González a preguntarse 
en su artículo, “Entre Hobbes, Montes- 
quieu y Maquiavelo: la implementación 
de los acuerdos de La Habana frente a 
la Realpolitik”, por el contexto político 
del difícil encuentro de los acuerdos con 
la vida política realmente existente. Así, 
intenta mostrar los problemas de fondo 
que subyacen a la derrota del referendo, 
como la inexistencia de consenso sobre 
la naturaleza y el origen del conflicto, y 
la concepción bipolar de la sociedad con 





su contraposición amigo/enemigo, que 
conducen a una interpretación complo- 
tista de la historia. 

Según el autor, ese enfoque interpre- 
tativo produce una interpretación distor- 
sionada de los acuerdos, que se ve refor- 
zada por la irrupción política de grupos 
religiosos de corte fundamentalista, tan- 
to evangélicos como católicos, que pro- 
fundiza la polarización de la sociedad 
colombiana. Pero, además de estos pro- 
blemas de fondo, el autor señala cómo la 
coyuntura electoral del momento actual 
complica aún más los problemas de la 
implementación de los acuerdos porque 
los enfrenta al mundo real de la vida 
política colombiana, con su sistema de 
controles institucionales que bloquean 
los intentos reformistas del ejecutivo y 
dificulta la participación política de los 
desmovilizados, inexpertos en las lides 
concretas de la política. 

Estas cuestiones más generales sobre 
la implementación de los acuerdos de La 
Habana se complementan luego con tres 
artículos sobre temas más concretos, 
el primero sobre la participación social 
en el tema de la paz; el segundo sobre 
los asesinatos de líderes, que evidencia 
uno de los problemas más graves de los 
acuerdos y otro dedicado a las vicisitu- 
des de las negociaciones entre el Estado 
colombiano y el ELN. 

Así, Erika Parrado y Laura Henao ana- 
lizan la movilización en torno al proceso 
de paz en su artículo “La participación 
de la sociedad civil en los procesos de 
paz: algunas lecciones aprendidas”, 
mostrando sus variaciones, de acuerdo 
con los cambios de las demandas y acla- 
rando qué se entiende por movilización 
social. Antes de las negociaciones de paz 
en La Habana, las propuestas buscaban 
promover alternativas para la búsqueda 
de paz y denunciar las violaciones a los 
derechos humanos y el derecho inter- 
nacional humanitario. En cambio, en el 
contexto del actual proceso de paz, se 
han desarrollado mecanismos innovado- 
res como los foros de víctimas y la plata- 
forma para enviar propuestas sobre los 
acuerdos. 

Por otra parte, Camila Carvajal, en su 
artículo “Fenómeno de fenómenos. Co- 
mentarios sobre los contextos de insegu- 


ll 


En este laberinto, el ELN está 
adoptando una opción de resisten- 
cia que implica una renuncia a la 
toma del poder por la vía armada, 


pero que a su vez, dada la indefi- 
nición que mantiene entre comba- 
tientes y no combatientes, pone en 
peligro de victimización a sus su- 
puestas o reales bases sociales. 


Le 





ridad para el liderazgo social” se acerca 
a otro aspecto del tema de manera te- 
rritorial y temporalmente diferenciada 
para enmarcar las agresiones contra los 
líderes en las condiciones de sus zonas y 
sugerir estrategias más apropiadas para 
mitigar el problema. 

Por su parte, Andrés Aponte presen- 
ta una aproximación al momento actual 
de estancamiento de los diálogos con 
el ELN, en su artículo “En el laberinto 
eleno: perspectivas de guerra y paz”. El 
autor señala los problemas originados 
en el poco interés en la opinión públi- 
ca, el escaso conocimiento del Gobier- 
no sobre la realidad concreta del ELN y 
la resistencia de buena parte del propio 
ELN a la negociación, favorecida por los 
problemas de la implementación de los 
acuerdos con las FARC. 

Además, Aponte señala problemas 
internos del grupo, como la debilidad 
estructural de su organización, la esca- 
sa representatividad del liderazgo de su 
comandancia y el poco olfato político. 
Esto se evidencia en la inoportuna decla- 
ración de un supuesto paro nacional y el 
desencadenamiento de una serie de aten- 
tados terroristas, que mostraban tanto las 
limitaciones de su accionar militar como 
una imagen distorsionada de sus reales 
posibilidades. En este laberinto, el ELN 
está adoptando una opción de resistencia 
que implica una renuncia a la toma del 
poder por la vía armada, pero que a su 
vez, dada la indefinición que mantiene 
entre combatientes y no combatientes, 
pone en peligro de victimización a sus 
supuestas o reales bases sociales. 
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Estas características  Organizativas 
y sus consiguientes expresiones en lo 
político plantean serios desafíos para la 
contraofensiva del Estado, cuyas estrate- 
glas estaban diseñadas para el estilo de 
funcionamiento de las FARC, pero que 
no funcionan en este caso. Así, la estra- 
tegia estatal debería concentrarse, según 
Aponte, en la recuperación integral del 
territorio para reemplazar las ofertas de 
seguridad que esa guerrilla proporciona- 
ba a los pobladores. 

La segunda parte de esta publicación 
dedica algunas líneas a las propuestas de 
los candidatos presidenciales más opcio- 
nados en algunos de los problemas sen- 
tidos por la población, como la situación 
económica, los impuestos, la tensión 
entre el extractivismo y la protección 
del medio ambiente, los problemas de 
la salud y educación, y la actitud frente 
a la movilización social y participación 
ciudadana. 

Así, en primer lugar, el tema econó- 
mico es analizado desde dos perspecti- 
vas diferentes que evidencian la diversi- 
dad de las posiciones de los candidatos 
en esta materia: tanto las propuestas 
tributarias, estudiadas por Jorge Iván 
González y Federico Corredor, como 
los dilemas frente al extractivismo, pre- 
sentadas por Martha Cecilia García, nos 
permiten acercarnos a la manera como 
cada candidato se acerca al ámbito eco- 
nómico. 

Corredor y González empiezan por 
anotar la reticencia con que los candida- 
tos se refieren a sus verdaderas intencio- 
nes en materia tributaria y los supuestos 
inexactos de la mayoría de las propues- 
tas. El artículo muestra, contrariamente 
a lo que se suele afirmar, que la tribu- 
tación real en Colombia no es tan alta 
—comparada con las tasas de Europa y 
América Latina—, que ningún gobierno 
colombiano ha podido eliminar las altas 
exenciones y la evasión y tampoco es 
claro el efecto de propuestas de rebaja 
de impuestos como sostiene Trump en 
los Estados Unidos, pues no favorecen 
necesariamente la inversión empresarial 
sino que pueden estimular el consumo 
de lujo y el depósito de dinero en paraí- 
sos fiscales. 


No. 92 | Enero - Marzo 2018 


Cien 


VISTOS POR CINEP/PPP 





Después de esta introducción, los au- 
tores presentan un cuadro comparativo 
de las propuestas de los candidatos, en 
este se refleja la tendencia a seguir in- 
sistiendo en los impuestos indirectos, a 
pesar de su carácter no progresivo. To- 
dos, excepto Petro, proponen reducir los 
impuestos a las empresas y aumentar el 
impuesto a los dividendos. Esto implica- 
ría consolidar la doble tributación y gra- 
var más a las remesas y a los latifundios 
improductivos. Por su parte, de la Calle y 
Fajardo proponen aumentar el impuesto 
al patrimonio con criterios de progresivi- 
dad y desarrollar una gestión internacio- 
nal contra los paraísos fiscales. 

En cuanto al IVA, Vargas Lleras pro- 
pone aumentarlo, pero exceptuando 
bienes básicos; Duque lo eliminaría du- 
rante seis días al año y lo reduciría por- 
que la factura electrónica disminuye la 
evasión; Fajardo coincide en el uso de la 
factura digital. En cambio, de la Calle la 
reduciría al 16 %, que era la tarifa ante- 
rior, pero con deducciones a los pobres. 

Sobre la modernización del catastro 
y del impuesto predial, los autores con- 
trastan el silencio de Vargas Lleras sobre 
los impuestos al suelo y el urbanismo, 
frente a la propuesta de Duque de con- 
gelar el predial durante 36 meses y a 
las propuestas de de la Calle y Petro de 
aumentar los impuestos prediales, que 
se mueven en una línea cercana a los 
acuerdos de La Habana sobre el tema. 

Aunque tanto Vargas Lleras como 
Fajardo y de la Calle están de acuerdo 
con la necesidad de ampliar la base 
gravable, dada la concentración de los 
impuestos en pocas personas —en lo 
que coinciden con la misión de expertos 
tributarios—, los autores sostienen que 
esa concentración solo refleja la enorme 
desigualdad de ingresos de la sociedad 
colombiana. 

Otra cara de las posiciones de los 
candidatos en materia económica es 
presentada por Martha Cecilia García 
en su artículo “Extractivismo sí, extrac- 
tivismo no, he ahí el dilema”, centrado 
en la manera como los candidatos se 
refieren al medioambiente. La autora 
muestra el contraste entre quienes pro- 
ponen la profundización del modelo ex- 
tractivista, como Vargas Lleras y Duque, 
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y los que proponen su cambio, como 
Rodrigo Londoño y Gustavo Petro. Por 
su parte, de la Calle y Fajardo reconocen 
los impactos negativos del extractivismo 
y proponen un desarrollo sostenible que 
permita tanto el desarrollo económico 
general del país como el desarrollo so- 
cial de las poblaciones afectadas por las 
actividades de esas explotaciones. 

Obviamente, estas posiciones reflejan 
diversas concepciones del desarrollo: la 
Fuerza Alternativa del Común propone 
imponer límites a las economías extrac- 
tivas, buscar formas de energía distin- 
tas de la fósil e impulsar un desarrollo 
agrícola sostenible. De otro lado, Petro 
propone un modelo de desarrollo articu- 
lado en torno al manejo del agua, para 
enfrentar la devastación que produjo el 
modelo extractivista, el cual necesita 
una mayor regulación social y reconsi- 
derar el uso de la técnica del fracking. 
En este sentido, su propuesta económica 
se basa en la agricultura y la industria, 
pero impulsadas por energías limpias, 
con el fin de superar la dependencia de 
la renta petrolera y de los precios del 
mercado extranjero. 

Fajardo coincide con Petro en la nece- 
sidad de superar la dependencia de las 
exportaciones básicas por medio de la 
modernización del aparato productivo, 
industrial y agropecuario. En materia 
ecológica, propone estimular la econo- 


mía verde con incentivos como pago por 
servicios ambientales. También apoya 
“la buena minería” con explotaciones 
que protejan el medio ambiente, pero 
que respeten a las comunidades locales 
y la inversión extranjera y nacional en 
el sector. 

Por su parte, de la Calle aboga por 
un desarrollo sostenible que vincule los 
aspectos social, ambiental y económico. 
El candidato sugiere impulsar el turismo 
ecológico y el desarrollo rural, aprove- 
chando la biodiversidad y la multiplici- 
dad de ecosistemas. Además, sostiene 
que la minería no puede ser la única 
apuesta económica del país, aunque no 
se pueden desechar los proyectos mine- 
ro-energéticos, siempre y cuando cum- 
plan con criterios de responsabilidad 
social y ambiental. 

En contraste, Vargas Lleras considera 
imprescindible el desarrollo de los re- 
cursos minero-energéticos como el ver- 
dadero motor de la economía; por eso, 
al lado del turismo ecológico, se debe 
recuperar el dinamismo de estos secto- 
res como generadores de rentas fiscales 
para apoyar la construcción e impulsar 
la infraestructura, generando confianza 
entre los inversionistas y empresarios. 
Para ello, es necesario crear un ambien- 
te favorable a la inversión, que destrabe 
obstáculos y rebaje impuestos: propo- 
ne excluir de regalías a los municipios 
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que prohiban las actividades extractivas 
e incentivar a las regiones que las per- 
mitan, solucionar los problemas de la 
propiedad de la tierra, la titulación de 
proyectos mineros y la regulación de las 
consultas previas. Finalmente, piensa 
promover una reforma constitucional 
para que el manejo de los proyectos de 
interés nacional, incluidos los energé- 
ticos, sea del manejo exclusivo del go- 
bierno nacional. 

Duque también se refiere a la con- 
fianza inversionista. Siguiendo a Uribe 
Vélez, hace énfasis en las garantías de 
estabilidad jurídica y los estímulos a los 
inversionistas, para lograr una econo- 
mía dinámica de mercado con sentido 
social, que aproveche las ventajas de los 
tratados de libre comercio y se base en 
la agroindustria, asociada con los pe- 
qgueños productores. El candidato garan- 
tiza que el desarrollo minero se llevará 
a cabo con los estándares más altos de 
responsabilidad ambiental, buscando la 
sostenibilidad ambiental de la pequeña 
y mediana minería, pero combatiendo 
la minería ilegal y el uso del mercurio. 

Todos los candidatos se muestran 
preocupados por la amenaza del cam- 
bio climático, pero con diferencias: de 
la Calle, Fajardo y Petro lo relacionan 
con la deforestación promovida por la 
desigualdad, mientras que Duque, Var- 
gas Lleras y la FARC no mencionan el 
tema. Para Duque, hay que concientizar 
a la población sobre la riqueza de la 
biodiversidad e insistir en el manejo del 
agua, en lo que coincide con Fajardo, 
Petro, de la Calle y Vargas. 

Consiguientemente con sus posicio- 
nes sobre el medioambiente, los candi- 
datos divergen entre sí con respecto a 
las consultas previas. Para Vargas Lle- 
ras, representan una grave amenaza 
para el sector minero-energético y están 
lejos de beneficiar a las poblaciones. Por 
eso, propone reglamentarlas para rede- 
finir las competencias de los gobiernos 
nacional, regional y local, de manera 
que sean más ágiles y tengan un carác- 
ter excepcional, esto es, que no sean la 
regla general. 

En cambio, para de la Calle las con- 
sultas son necesarias y válidas, pues la 
discusión sobre el uso del suelo y sub- 


suelo será uno de los puntos centrales 
de la agenda nacional, pero acepta que 
es necesario corregir algunos vicios, ba- 
sarse en un inventario real de las comu- 
nidades étnicas y estabilizar su jurispru- 
dencia. En ese punto coincide Fajardo, 
para quien las consultas son legítimas y 
necesarias, y deben ser reconocidas por 
el Estado como medio de participación 
y de acercarse a los territorios. 

Para Duque, el problema reside en la 
falta de confianza, que obliga a mejo- 
rar la información y a fortalecer la ins- 
titucionalidad del sistema nacional del 
ambiente, el cual debería tener la capa- 
cidad para escuchar a las comunidades. 
Y, según Petro, las consultas han de- 
mostrado lo equivocadas que están las 
concepciones dominantes de desarrollo 
y democracia, al tiempo que plantean 
preguntas sobre quién es el dueño del 
territorio y del Estado: la reticencia a las 
consultas es la resistencia a la demo- 
cracia. Por su parte, para Londoño, su 
apoyo a las consultas se basa en que la 
participación ciudadana es la esencia de 
su programa, el cual tiene al medioam- 
biente como una de sus prioridades. 

La discusión sobre las consultas po- 
pulares abre el camino al siguiente ar- 
tículo de Ana María Restrepo, “Perlas y 
preguntas sobre la movilización social 
y la participación ciudadana en las pro- 
puestas de los candidatos presidencia- 
les”, que parte de afirmar que las pro- 
puestas concretas de los candidatos en 
esta materia no guardan relación con los 
puntos de los acuerdos de La Habana. 

Sin embargo, sus posiciones sobre el 
tema son bastante claras: para Martha 
Lucia Ramírez, el derecho a la réplica de 
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Todos los candidatos se mues- 
tran preocupados por la amenaza 
del cambio climático, pero con di- 
ferencias: de la Calle, Fajardo y Pe- 


tro lo relacionan con la deforesta- 
ción promovida por la desigualdad, 
mientras que Duque, Vargas Lleras 
y la FARC no mencionan el tema. 
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los movimientos sociales, contemplado 
en la ley de garantías a la participación 
ciudadana y movilización social, per- 
mitiría la expropiación de licencias, fre- 
cuencias y equipos de comunicación en 
la instauración de un régimen de cen- 
sura. Por su parte, Vargas Lleras ha ve- 
nido criticando, como se vio antes, los 
abusos de las consultas previas, cuyo 
alcance debe delimitarse y castigar a 
los municipios que prohíben la minería. 
Además, Vargas Lleras llegó a afirmar 
que la propuesta de despenalización de 
la protesta social, que se pensaba trami- 
tar por “fast track”, hacía parte de una 
estrategia política para incendiar el país, 
haciéndolo ingobernable por medio de 
la profundización del conflicto. Sin em- 
bargo, garantiza la protesta cuando se 
desarrolle sin violencia, ni afectación de 
los derechos de terceros. 

De otro lado, Rodrigo Londoño apoya 
la movilización social contemplada en 
los acuerdos de La Habana, pero la ex- 
periencia histórica de las FARC frente a 
la autonomía de las comunidades hace 
que el tema necesite mayor reflexión. 
Algo semejante sucede con de la Calle, 
supuestamente comprometido con los 
acuerdos, cuya propuesta “primero los 
pobres”, mantiene un cierto sabor asis- 
tencialista y no tiene en cuenta lo étnico 
como factor de exclusión. 

En cambio, Sergio Fajardo tiene más 
en cuenta el papel de la movilización 
social para crear cultura de la legalidad, 
pero desconoce los condicionamientos 
estructurales del problema: esto redu- 
ciría la participación a consultas sobre 
necesidades sentidas; además, el re- 
cuerdo de su gestión como alcalde no 
parece ser coherente con su propuesta 
de relación con la movilización social. 
Finalmente, Petro apuesta por un pacto 
social y político que tendría en cuenta 
todas las formas de participación políti- 
ca, pero no es clara su posición sobre el 
papel de la participación en su modelo 
de Estado. 

Después de estos análisis generales 
sobre las propuestas de los candidatos, 
nuestra publicación cierra con dos estu- 
dios sobre problemas específicos como 
la salud, a cargo de Mauricio Torres-To- 
var, y la educación, a cargo de Luis 
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Guillermo Guerrero Guevara, director 
actual del Cinep/PPP. 

En primer lugar, Torres Tovar parte 
de enmarcar la propuesta de Petro en su 
programa general para criticar el modelo 
imperante de salud de las EPS, centrado 
en la intermediación financiera privada 
y el enfoque curativo y no preventivo de 
la enfermedad, que ha producido un sis- 
tema con “pacientes-clientes” mal aten- 
didos. Por ello, propone la contratación 
directa de los hospitales con el Estado y 
la eliminación progresiva de las EPS y 
ARL, para garantizar el derecho funda- 
mental a la salud. 

Luego el autor se refiere a la propues- 
ta de salud de de la Calle, enmarcada en 
su visión de la paz en marcha, que parte 
de reconocer los problemas generados 
por un sistema politiquero y corrupto de 
salud. Como respuesta, propone regula- 
rizar el sistema de autorizaciones para 
garantizar el acceso de todos y sacar a 
los hospitales y prestadoras de salud de 
las manos de los políticos locales. En 
sentido similar, Fajardo enmarca su pro- 
puesta en la lucha contra la corrupción, 
el clientelismo y la corrupción, para in- 
sistir en la recuperación del rol central 
del Estado en la salud pública, de modo 
que se garantice el acceso de toda la 
población a los servicios de salud. Para 
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eso, hay que fortalecer las capacidades 
de la Superintendencia de salud, forta- 
lecer el control de precios a los medi- 
camentos y reconocer la heterogeneidad 
regional y local. 

También Iván Duque reconoce los 
abusos y problemas del sistema, pero 
no acepta que esté en crisis, insistien- 
do en su éxito en la ampliación de su 
cobertura, que sobrepasó el desarrollo 
de la infraestructura existente. Propone 
enfocarse en la prevención y en la for- 
malización del trabajo para asegurar la 
contribución de todos, de modo que los 
subsidios sean solo para los más vulne- 
rables. Finalmente, insiste en una admi- 
nistración profesional para la despoliti- 
zación de la salud, que no puede estar 
en manos de politiqueros. 

En contraste, Vargas Lleras parte de re- 
conocer la crisis recurrente del sector sa- 
lud, aunque acepta sus logros indudables 
en la ampliación de su cobertura. Y pro- 
pone algunas reformas encaminadas a la 
recuperación de la salud pública, su orien- 
tación hacia la prevención, a la igualación 
entre el sistema contributivo y subsidiado, 
el acceso accesible a los medicamentos y 
el aumento de especialistas. 

Por su parte, Rodrigo Londoño en- 
marca su propuesta en la idea de un go- 
bierno de transición hacia la paz, donde 


cesen los paseos de la muerte y la salud 
sea un derecho vital, en vez del nego- 
cio en los que la convirtieron las EPS y 
el capital privado. Por eso, propone un 
sistema único descentralizado de salud 
con un seguro nacional. 

Esta publicación concluye con las 
consideraciones de Luis Guillermo Gue- 
rrero en su artículo “Y de la educación 
qué? Un tema sin debate entre los candi- 
datos presidenciales”, que comienza pre- 
cisamente por señalar que las propuestas 
de los candidatos a la presidencia en esta 
materia no salen de los lugares comunes, 
con algunos matices, pero sin grandes di- 
ferencias. Todos consideran la educación 
como motor de equidad y movilidad so- 
cial: Vargas Lleras invita a un pacto na- 
cional por la educación, mientras de la 
Calle la considera necesaria para cerrar 
la brecha entre lo urbano y lo rural; Fa- 
jardo presenta como problema central de 
la educación la falta de oportunidades, 
Petro propone una educación superior 
gratuita y el fortalecimiento financiero 
de la educación pública y Duque, Marta 
Lucía Ramírez y Ordóñez insisten en la 
educación técnica. 

Sin embargo, ninguno habla de una 
visión estratégica que explicite las ca- 
racterísticas de la calidad educativa que 
se quiere implementar, aunque parecen 
coincidir en la tradicional aproximación 
estatista al tema. Y no tienen en cuen- 
ta el problema de la financiación, que 
implicaría una reforma tributaria es- 
tructural, aunque no hay seguridad de 
que mayores recursos y salarios para los 
maestros garanticen una mejor calidad 
de la educación. 

Además, señala el autor, los candida- 
tos no se refieren a los problemas de la 
relación entre educación, política y de- 
sarrollo. Finalmente, el autor se refiere 
al desconocimiento de los candidatos 
de la búsqueda que el país ha realizado 
para lograr propuestas educativas, como 
el esfuerzo de la Misión de los Sabios, 
cuyas recomendaciones para la moder- 
nización de la educación duermen el 
sueño de los justos, en opinión del au- 
tor. Y este vacío de propuestas educati- 
vas es todavía más grave en las circuns- 
tancias de polarización política y social 
que el país está afrontando. 
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Na paz de los politicos 

Incertidumbre en la implementación 
de los acuerdos durante la contienda 
electoral 2018 


En estos tiempos electorales se requiere reconocer la forma política que 
toma el tena de la paz. Las posiciones adoptadas por los contendores 
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respecto a la paz determinan en gran medida las posibilidades de Las visiones de la paz, con 
colgarse o no la banda presidencial. En esta ocasión, lo que marca el las teorías de cambio que 
punto de la discusión es la implementación de los acuerdos entre el le son propias, son múlti- 
Gobierno Santos y las ahora desmovilizadas Farc-EP. Colombia, que ples y, en ocasiones, anta- 
ha sido signada por la tensión constante entre guerra y paz, ha asis- gónicas. El asunto aquí es 


tido de forma repetida cada cuatro años a escenarios semejantes. Así que los discursos de los actuales candi- 
como la guerra?, dadas las actuales circunstancias, la paz es también datos a la Presidencia de la República 


un asunto con cualidad D olítica contienen un asunto de especial inte- 
rés para la opinión pública en materia 


de paz: esto es, la aproximación o dis- 
tanciamiento por parte de las distintas 
campañas políticas a los acuerdos de 
paz. La política consiste en la búsqueda 
del poder, como bastión para el control 
de los recursos disponibles. Desde esta 
perspectiva, el asunto de la paz no es un 
discurso vacío ni una ilusión utópica; 
por el contrario, expresa en el debate la 
puja de banderas partidistas que buscan 
establecerse en el poder y con ello ins- 
talar o dar continuidad a los modelos de 
Estado, de sociedad y del desarrollo que 
cada una de ellas representa. Este es el 
debate de fondo. 


La paz se toma repetidamente 
como bandera política 


En esta ocasión, como lo ha sido al 
menos desde las elecciones presidencia- 
les de 1982, las campañas incorporan en 
sus discursos el asunto de la paz. En la 
campaña de entonces, el conservador 
Belisario Betancur enarbolaba la con- 
signa ganadora: “la paz no es liberal, 
ni conservadora, sino nacional”, como 
contrapeso a la de su adversario Alfon- 
so López, que afirmaba con vehemencia 
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que “la paz es liberal” (Pizarro, 2017, 
p. 77). De allí en adelante, abiertas las 
puertas de las negociaciones con la in- 
surgencia, los periodos posteriores de 
elección presidencial, con alguna ex- 
cepción, incluyeron en sus banderas los 
asuntos de la paz; lo hacían por vía po- 
sitiva, dando posibilidad a la búsqueda 
de la paz, o por vía negativa, tendiendo 
más hacia una salida militar del conflic- 
to armado. 

Cuatro años después, la gesta electoral 
del año 1986 se libró entre el liberal 
Virgilio Barco, el conservador Álvaro 
Gómez y el candidato de la opción 
alternativa de la UP, Jaime Pardo Leal. 
Para entonces, el gobierno de Betancur 
no había logrado concretar los acuerdos 
con la insurgencia, salvo arreglos 
parciales como el cese al fuego, a la vez 
que enfrentaba grandes presiones por 
parte de la fuerza pública y las fuerzas 
políticas nacionales. A estas dificultades 
se sumaron eventos como la toma del 
Palacio de Justicia por parte del M-19, 
la tragedia de Armero y la campaña 
de fuerzas oscuras de exterminio de 
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líderes políticos de la UP. El gobierno de 
Betancur culminó con saldo en rojo en 
materia de paz. 

De allí que la campaña electoral de 
1986 tuviera ese matiz crítico respecto 
a las posibilidades de avanzar hacia el 
logro de acuerdos con la insurgencia. 
Dado que el candidato liberal se im- 
puso con un margen amplio sobre sus 


La política consiste en 
la búsqueda del poder, 
como bastión para el 
control de los recursos 


contendores, logró, sin mayores tropie- 
zos, darle a la política de paz de sus 
antecesores el viraje propuesto durante 
su campaña; de este modo, la política 
de paz no se centraba en lo que se pu- 
diera acordar o no con la insurgencia 
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sino en una política de Estado. Ello se 
concreta en la creación de la Consejería 
Presidencial para la Reconciliación, la 
Normalización y la Rehabilitación, que 
sustituía la Comisión de Paz que venía 
operando (Pizarro, 2017, pp. 132-133). 
De este modo, el país se inclinó en las 
elecciones por un discurso de “mano 
tendida y pulso firme”, como lo expre- 
só Barco, frente a posiciones que fue- 
ron asociadas por la opinión pública al 
sectarismo político del Frente Nacional, 
como le sucedió a Gómez Hurtado o a 
candidaturas que se consideraban direc- 
tamente asociadas con la insurgencia, 
que fue el caso de Pardo Leal (El Espec- 
tador, 2015). No obstante estos dos últi- 
mos elevaban discursos democráticos y 
progresistas, se impuso la propaganda a 
favor del liberalismo. 

En cambio, en las elecciones del si- 
guiente cuatrienio, en 1990, el clima 
político favorecía los avances en mate- 
ria de paz; claramente estaba abierto el 
escenario por los acuerdos de paz con 
el M-19 y subsecuentemente con el PRT 
y el MAQL. Ello no obstante el periodo 
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convulsionado por los asesinatos de lí- 
deres políticos de gran calado nacional, 
como Luis Carlos Galán, Bernardo Ja- 
ramillo Ossa y el mismo Jaime Pardo 
Leal. Incluso, en plena campaña fue 
asesinado Carlos Pizarro, recién des- 
movilizado y candidato presidencial 
por la AD-M19. El partido liberal ganó 
la contienda con César Gaviria, a quien 
le fueron entregadas las banderas de su 
partido tras el asesinato de Luis Carlos 
Galán. La candidatura de última hora 
de Gaviria, más de carácter simbólico 
en medio del dolor por la muerte de 
Galán, representaba un rechazo a la 
violencia —proveniente tanto del con- 
flicto armado con la insurgencia como 
de fuerzas asociadas al narcotráfico y 
las élites políticas. 

Sin embargo, se trató de un triunfo 
exiguo, con mucha menor votación que 
su antecesor. El favoritismo parecía in- 
clinarse más hacia Pizarro, cuya fuerza 
no logró ser sostenida por Antonio Na- 
varro Wolf, quien asumió la candidatura 
del nuevo partido tras el asesinato de su 
primer candidato. Los conservadores re- 
petían candidatura con Álvaro Gómez, 
quien no logró librarse de su imagen 
elitista y de ultraderecha, considerada 
muy sectaria en el ambiente de paz y 
apertura de ese momento. Por su parte, 
la UP, favorable a avanzar en la salida 
negociada al conflicto armado, se vio 
obligada a abandonar la contienda tras 





el asesinato consecutivo de sus candida- 
tos Pardo Leal y Jaramillo Ossa. 

Finalizando el gobierno de Gaviria, 
los avances en paz fueron importantes, 
pues se logró una carta política nueva 
firmada en 1991, lo mismo que acuerdos 
cerrados con las guerrillas del MAQL, el 
PRT, buena parte del EPL y un sector 
disidente del ELN, la CRS. Por contras- 
te, la declaratoria de “guerra integral” 
desdibujaba las posibilidades de diálo- 
go con Farc-EP y ELN, que eran el saldo 
en materia de acuerdos. Esto hizo que 
cuentas cerradas y saldos pendientes 
marcaran la contienda por la presiden- 
cia en 1994. 

En aquel momento, la continuidad de 
los procesos parecía ser ya un asunto de 
necesidad entre la opinión pública na- 
cional y una exigencia para los gobier- 
nos entrantes. Tanto que incluso el mis- 
mo conservatismo tuvo que refrescar su 
imagen y su discurso en esta materia: 
Andrés Pastrana llega con tal aire. Así, 
las distintas fuerzas políticas del país 
se alinean en la búsqueda de la paz. La 
candidatura del liberalismo, en manos 
de Ernesto Samper, representaba una 
continuidad tanto en materia de políti- 
ca económica como en política de paz. 
Un tercer candidato de la contienda, 
Antonio Navarro Wolf, que representa- 
ba también el respaldo a los procesos 
de paz, pierde fuerza electoral al desdi- 
bujar las banderas del M-19 en lo que 
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denominó “Compromiso Colombia”, 
coalición con organizaciones indígenas 
y fuerzas políticas de izquierda. 

Samper resultó ser el ganador, pero 
su gobierno inició con una sombra de 
desprestigio por la acusación que le 
hizo Pastrana de haber recibido dineros 
del narcotráfico para la campaña. Fue 
el caso conocido como Proceso 8.000. 
Samper buscó, en vano, avances con las 
Farc-EP y con el ELN. Creó la figura del 
Comisionado de Paz para adelantar las 
negociaciones. Al final de su mandato 
también se creó el Consejo Nacional de 
Paz y durante su gobierno se suscribie- 
ron los tratados del DIH. Fue un periodo 
en el que a la vez se incrementó y exten- 
dió, a lo largo y ancho del país, el para- 
militarismo. La confrontación militar y 
la situación de violación de DDHH en 
los territorios se agudizaron, esto hizo 
necesario avanzar de manera urgente en 
el logro de la paz. 

En las elecciones al Congreso de 
1997 la ciudadanía emite en las urnas 
su “Mandato Ciudadano por la Paz, la 
Vida y la Libertad”. Este hecho marcó 
prácticamente la alineación de los dis- 
cursos de los candidatos a la presiden- 
cia del año siguiente. La competencia se 
orientó a quien mostrara mayor capaci- 
dad para retomar los diálogos con la in- 
surgencia y concretar acuerdos de paz. 
En esa carrera, las Farc-EP ayudaron a 
dar un empujón a favor de Pastrana, ya 
que lo consideraban con mayores po- 
sibilidades de llegar a la presidencia y 
abrir un proceso de paz (Pizarro, 2017). 
En ello los medios de comunicación hi- 
cieron también lo suyo, orientando a la 
amplia opinión pública favorable a la 
paz a votar por el candidato del partido 
Conservador. 

Horacio Serpa lo intentó abierta- 
mente con su discurso proacuerdos de 
paz, pero no fue suficiente. Otros dos 
candidatos que jugaron en este momen- 
to fueron Noemí Sanín y el general en 
retiro Harold Bedoya. Vale destacar acá 
la candidatura de este último, quien al 
comienzo de las encuestas mostraba 
un favoritismo importante. Este general 
representó en su momento una fuerte 
oposición al gobierno de Samper y sus 
políticas. Blandió, durante su campaña, 
un discurso orientado a la confrontación 
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militar y a buscar vencer por esta vía 
a las guerrillas. Esto podría verse aho- 
ra como un augurio de lo venidero en 
el cuatrienio siguiente. Una fuerza re- 
primida políticamente durante las dos 
décadas anteriores y que empezaba a 
abrirse campo a través de estas prime- 
ras expresiones. 

El fracaso de El Caguán, el fortale- 
cimiento de la fuerza pública a través 
del Plan Colombia y la situación de in- 
seguridad en el país, combinado en lo 
que se ha considerado una frustración 
nacional frente a las posibilidades de la 
paz y el desengaño con las Farc-EP y el 
ELN respecto al logro de acuerdos, mar- 
can la polaridad de los discursos de los 
candidatos presidenciales en torno a la 
paz durante el 2002. 

Por eso, el discurso del candidato Ál- 
varo Uribe Vélez fue abiertamente an- 
ti-Farc y antiproceso de paz. En el otro 
extremo, el discurso de Horacio Serpa 
promovía la continuidad de los diálogos, 
salvando los ajustes que se requerían. 
Por vía negativa, en este caso, el asunto 
de la paz vuelve a darle abiertamente las 
posibilidades a un candidato para alle- 
garse a la presidencia. Como algunos lo 
afirman, “El triunfo de Uribe fue el resul- 
tado directo del fracaso de las conversa- 
ciones de paz” (Pizarro, 2017, p. 326). Se 
abre con ello la victoria amplia de Uribe 
y el asentamiento de una política de se- 
guridad basada en la confrontación mili- 
tar contra la insurgencia, aunque intentó 
acuerdos con ELN y Farc-EP. Vale anotar 
que Uribe adelantó al final de su primer 
mandato el proceso de desmovilización 
de los paramilitares a través de la Ley de 
Justicia y Paz (2005). 

Esta misma política de seguridad lo 
ratificó como presidente en 2006 con 
unas mayorías abrumadoras —62,35 
%— frente a los otros candidatos. Aun- 
que para tal ocasión, reaparecen con 
fuerza, alternativas de izquierda, como 
la de Carlos Gaviria —segundo en vo- 
tación—, que abogaba por la paz, o la 
insistencia de Horacio Serpa por acceder 
a la presidencia sosteniendo el discurso 
de la paz como en las ocasiones ante- 
riores, ninguno de ellos logra minar el 
amplio bloque político del uribismo ya 
consolidado. 
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La misma línea política y de argu- 
mentación del uribismo se sostuvo para 
las presidenciales de 2010, cuando Juan 
Manuel Santos fue postulado como can- 
didato del gobierno. Una amplia gama 
de candidatos se postuló: se cuenta 
principalmente a Antanas Mockus, por 
el Partido Verde y contendor para la 
segunda vuelta; Germán Vargas Lleras, 
por Cambio Radical; Gustavo Petro, por 
el Polo; Noemí Sanín, por el conserva- 
tismo; y Rafael Pardo, por el Partido Li- 
beral. Apenas unos tímidos asomos del 
tema de la paz se dejaban entrever en 
este juego. Si en ocasiones anteriores el 
discurso a favor de la paz daba ventaja, 
a esta altura era sinónimo de debilidad 
en medio de un discurso que había prio- 
rizado la seguridad y la mano dura con- 
tra la insurgencia. Prácticamente, se po- 
dría afirmar que en ese año el discurso 
por la paz estaba proscrito del escenario 
electoral. 


Pero una vez electo Santos, cuando 
en su discurso de posesión expresa la 
intención de abrir diálogos con la gue- 
rrilla de las Farc-EP al declarar: “yo ten- 
go la llave de la paz” (Presidencia de la 
República de Colombia, 2014), se reac- 
tiva el debate de la opinión pública en 
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torno al tema. Abiertos los diálogos en 
2012 y tras el desarrollo de las negocia- 
ciones en La Habana, el panorama polí- 
tico se agudiza entre los promotores de 
los acuerdos y los adversarios del mis- 
mo. Esto expresaría la polarización que 
se había venido profundizando desde 
finales de los años 90. El debate electo- 
ral del 2014 es una expresión de lo mis- 
mo. Por un lado, una amplia fuerza del 
uribismo que gana en la primera vuelta 
con Oscar Iván Zuluaga y, por el otro, 
un respaldo al proceso de paz impulsa- 
do por Santos. La balanza, de nuevo, se 
inclina levemente por la promoción de 
la paz frente a un posible retroceso a 
buscar salidas por la vía de la confron- 
tación armada. 

Santos es reelegido, pero el peso del 
uribismo se hace sentir en el Congreso 
y en las regiones del país, haciendo eco 
de un discurso de insatisfacción frente a 
las concesiones que se hacen a la guerri- 
lla en La Habana. Este peso relativo se 
reafirma con el No en el Plebiscito por 
la paz del 2016. Los descontentos son 
de fondo, aun en medio de opiniones 
superfluas que rotan en las redes socia- 
les, buscando consolidar la masa crítica 
en contra de los acuerdos, que incluye 
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además un rechazo visceral a la guerri- 
lla. El modelo de Estado, de sociedad e 
incluso del desarrollo que recogen los 
acuerdos de paz con las Farc-EP subya- 
ce al rechazo de la oposición al proceso 
de diálogo promovido por Santos. Las 
posiciones a favor o en contra son las 
banderas que enarbolan en la actual co- 
yuntura los candidatos a la presidencia. 


Teorías de cambio en juego 


Todo proceso de paz lleva implícita 
una pretensión de cambio de los facto- 
res generadores del conflicto, pero a la 
vez expresa un reajuste de hecho de las 
correlaciones de poder de las fuerzas 
políticas y los agentes de la violencia. 
En realidad, hay quienes se benefician 
de tal pretensión de cambio, pero tam- 
bién quienes se perjudican. Es así que 
la resolución de un conflicto conlleva, 
por múltiples medios, la generación de 
nuevas conflictividades. La paz, en esta 
perspectiva, viene siendo un escenario 
de conflicto. 

El punto básico de las nuevas con- 
flictividades reside en que los acuerdos 
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de La Habana (OACP, 2016) promulgan 
unos lineamientos o estrategias para 
establecer la paz, que en el fondo re- 
presentan un modelo de Estado, de 
sociedad y de desarrollo. Los actuales 
candidatos expresan las diversas posi- 
ciones de los sectores políticos respecto 
a esos modelos proclamados. Este es el 
contexto en el que se mueve Colombia 
tras la firma de los acuerdos de paz y 
que se expresa en el debate electoral ac- 
tual. ¿Qué están planteando, entonces, 
los actuales candidatos a la presiden- 
cia respecto a la implementación de los 
acuerdos de paz? ¿Qué están poniendo 
en juego respecto a la visión de paz y las 
estrategias para lograrlo? 

Más allá de una clasificación bipolar, 
es más interesante explorar los matices 
en el abanico de los distintos sectores 
políticos respecto a asuntos centrales 
del debate por la paz en la coyuntura 
actual. Timochenko, Petro, de la Calle, 
Fajardo, Vargas Lleras, Duque y Mar- 
ta Lucía han expresado sus posiciones 
frente al acuerdo. Pero básicamente se 
han referido a tres aspectos: la imple- 
mentación de los acuerdos de paz, las 
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inquietudes sobre la justicia transicional 
y la reticencia frente a la participación 
política de la Fuerza Alternativa Revolu- 
cionaria del Común (Farc). Las posicio- 
nes respecto a los acuerdos se han ve- 
nido moderando a medida que avanza 
el debate. Las posiciones más cerradas 
de la derecha se han venido abriendo y 
las del otro extremo han venido incor- 
porando algunas consideraciones de re- 
visión de los mismos. Esto responde a 
la intención de unos y otros de atraer 
a la mayor gama de electores, jugando 
políticamente con el discurso. 

Así, respecto a la implementación de 
acuerdos, en primer lugar, Marta Lucía 
Ramírez la ha calificado como inconve- 
niente para el Estado y más bien venta- 
joso para las Farc-EP. Incluso en su carta 


Todo proceso de paz lleva im- 
plícita una pretensión de cambio 
de los factores generadores del 
conflicto, pero a la vez expresa 
un reajuste de hecho de las corre- 
laciones de poder de las fuerzas 
políticas y los agentes de la vio- 


lencia. 


del 26 de septiembre del 2017 pide que 
el proceso en curso en el Congreso se 
detenga (RCN Radio, 2017). Ya desde 
el año anterior, con el proceso de paz 
aún en marcha, ella proponía revisiones 
y ajustes en los acuerdos (Cárdenas, 
2016). Una posición semejante tiene 
Duque, cuando afirma que “no se tra- 
ta de hacer trizas los acuerdos, sino de 
modificar aquellas cosas que afectan el 
Estado de Derecho” (Manetto, 2018); lo 
mismo dice Vargas Lleras: “no se trata 
de hacer trizas los acuerdos” (Noticias 
Caracol, 2017b), pero sí revisar puntos 
sobre los que tiene reparos de fondo, 
relacionados con narcotráfico, participa- 
ción y JEP. De la Calle ha manifestado 
preocupaciones respecto a posibles obs- 
trucciones a la implementación de los 
acuerdos por parte de sectores políticos 
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de derecha, en particular Duque y Var- 
gas Lleras, a quienes calificó de “peli- 
gros potenciales” para la paz (Agencia 
Efe, 2018). 

De la Calle es claramente un candi- 
dato alineado con la implementación de 
los acuerdos, su campaña se denomina 
“La Paz en Marcha”. Sin embargo, ha es- 
tado concentrando sus discursos en sus 
propuestas programáticas más amplias, 
dejando un poco de lado el rol de defen- 
sor acérrimo de los mismos, que fue su 
papel durante el proceso de paz, pero 
que ahora, como candidato presiden- 
cial, no le es del todo favorable. Entre- 
tanto Fajardo, igualmente alineado con 
la implementación de los acuerdos, los 
enmarca en su apuesta por la reconcilia- 
ción, asumiendo como alianza “el com- 
promiso de consolidar la paz territorial 
y defender la implementación...” (Coa- 
lición Colombia, 2018) siempre y cuan- 
do, para él y su alianza, se haga bajo 
los marcos constitucionales (Sánchez, 
2016). Petro, por su parte, aunque tam- 
poco centra su campaña en los acuer- 
dos, establece su posición en la línea de 
favorecer la implementación; “se trata 
de un acuerdo ya firmado, nos guste O 
no nos guste; lo que vamos a hacer es la 
era de la paz” (Noticias caracol, 2017a), 
ha dicho al respecto, enmarcando su 
posible periodo como una “presidencia 
del posconflicto”. En el caso de Timo- 
chenko, en el primero de sus 10 puntos 
centrales se refiere, como es obvio, a 
afirmar que su gobierno “será garantía 
del cumplimiento del Acuerdo de la Es- 
peranza...” (Publimetro, 2018). 

Un segundo tema sobre el que se ha 
discutido mucho en el debate electoral y 
sobre el que más reparos han expresado 
la mayor parte de los candidatos es lo 
relacionado con la JEP. Timochenko no 
se refiere a los temas de justicia en su 
programa de gobierno. Por su parte, Pe- 
tro dejó entrever su preocupación ante 
las dificultades del trámite de la JEP en 
el Congreso hacia finales del año ante- 
rior, cuando expresó que “si no conta- 
mos con la JEP para establecer quiénes 
estarían habilitados para hacer política, 
nos enfrentamos a un vacío peligroso” 
(Noticias Caracol, 2017a), denotan- 
do que el paso por esta jurisdicción es 
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condición para la participación en polí- 
tica. Para Fajardo, la JEP es fruto de la 
negociación y tiene como positivo haber 
logrado quitarle las armas a las Farc-EP; 
con ello, es importante para esta coali- 
ción la reparación a las víctimas; en uno 
y otro caso, todo ello va a depender de 
la capacidad del Estado para hacer la 
implementación (El Tiempo, 2017). Para 
de la Calle, la JEP es la ruta de justicia 
que se debe aplicar (Agencia Efe, 2018), 
conforme a lo acordado, para avanzar 
en el proceso de paz. 

Los mayores reparos los tienen los 
candidatos de la derecha. Vargas Lleras 
ha expresado, por ejemplo, puntos pro- 
blemáticos respecto al trato a reinciden- 
tes en comisión de delitos, consideran- 
do que ante todo tipo de reincidencia, 
sin distinción, se debe aplicar la pérdida 
de beneficios; también ha expresado 
preocupaciones respecto a que la JEP no 
aplicará a todas las partes del conflicto, 
refiriéndose a las Fuerzas Militares, y 
que parecería que fuera solo para bene- 
ficiar a la insurgencia, criticando así a la 
JEP como un sistema para lavar delitos 
que no son objeto de amnistía o indulto 
(Noticias Caracol, 2017b). El candidato 
del Centro Democrático afirma que las 
modificaciones a los acuerdos se deben 
hacer para “romper con la impunidad”, 
dado que considera que este sistema de 
justicia “es un mecanismo de impuni- 
dad que permite la elegibilidad política 
de los criminales de lesa humanidad” 
(Manetto, 2018). En el mismo sentido lo 
ha expresado la candidata conservado- 
ra, quien también califica a la JEP como 
un sistema de impunidad (Fuertes Mar- 
ta Lucía, (s.f.). 


Otras posiciones más abiertas 
consideran importante que los ex- 
combatientes hayan entregado las 
armas y estén dispuestos a competir 
en las urnas, siendo este el camino 
deseable en el marco de la democra- 
cia. 
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Estas últimas declaraciones expresan 
a la vez los reparos de algunos candida- 
tos respecto al tercer punto, la participa- 
ción política de la Farc. Quizá este es el 
punto central del debate: para algunos de 
ellos, es necesario cerrar todo margen de 
posibilidad a los exguerrilleros de entrar 
en la arena política. Otras posiciones más 
abiertas consideran importante que los 
excombatientes hayan entregado las ar- 
mas y estén dispuestos a competir en las 
urnas, siendo este el camino deseable en 
el marco de la democracia. Iván Duque 
cierra su posición en que el sometimien- 
to a la justicia debe ser condición de la 
insurgencia para aspirar a elecciones pú- 
blicas, como se anotó anteriormente, por 
lo cual no acepta la participación de ex- 
guerrilleros en cargos de elección popu- 
lar. Vargas Lleras, por su parte, reconoce 
la importancia de la desmovilización y la 
consecuencia de ello en la participación 
política de la insurgencia; sin embargo, 
criticó en su momento que los acuerdos 
puedan generar ventaja para la insurgen- 
cia frente a otros candidatos dados los 
beneficios que recibirá ahora como par- 
tido político (Noticias Caracol, 2017b). 
Fajardo, por el contrario, recalca que es 
importante que los enfrentamientos que 
ha vivido la sociedad colombiana por 
más de 40 años deben darse ahora en la 
arena política (El Tiempo, 2018). Como 
se puede notar, unos más abiertos a la 
participación, otros menos dispuestos a 
permitirlo. 


La paz, una bandera nacional 


Si bien los discursos aquí expuestos 
de forma sucinta son una expresión 
coyuntural de los candidatos en su carrera 
por ganar electores, deben ser leídos en 
perspectiva de más largo plazo; se trata 
de dar continuidad a proyectos políticos 
de mayor envergadura o pujar por la 
posibilidad de instalar nuevas apuestas 
de orden social, político y económico; la 
condición es estar asentados en el poder. 
Por lo pronto, como ha sido la historia del 
país en los últimos 35 años, los partidos 
recurren a un tema que es sensible 
para la opinión pública nacional, y que 
ha determinado en buena medida las 
elecciones presidenciales: la paz. 
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Quizá la rueda del tiempo permita 
considerar la posibilidad de romper 
los sesgos partidistas o ideológicos que 
subyacen a las posturas de los sectores 
políticos en juego, para considerar la 
necesidad de buscar una apuesta de 
unificación nacional de las fuerzas 
políticas, sociales y económicas, como 
lo proclamaba Betancur a comienzos de 
los años 80, y no un juego de intereses 
sectarios y polarizantes: la paz, en este 
caso, no es ni liberal, ni de izquierda, 
ni conservadora. La paz tampoco es de 
los políticos. Pero la realidad puede, 
en estos tiempos, más que el deseo. 
Por lo pronto tenemos en el escenario 
una lucha por el poder, en el que los 
discursos a favor o en contra de la 
Farc marcan la diferencia. Se trata, por 
ahora, de dar continuidad a la guerra 
por la vía de la política. 
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ntre Hobbes, 
Montesquieu y Maquiavelo: 
la implementacion de los 
acuerdos de La Habana 
frente a la realpolitik 


Para cualquier observador externo de nuestra realidad, resulta sorprendente el contraste que existe 
entre la admiración que despiertan los logros de la negociación con las FARC en La Habana entre 
los analistas y expertos internacionales, y los sentimientos de escepticismo y desesperanza que 
dominan buena parte de la sociedad colombiana tanto frente a los acuerdos como a su implementa- 
ción. Así, muchos analistas se encontraron muy sorprendidos por el triunfo, así fuera por estrecho 
margen, de los partidarios del No, que no era esperado ni siquiera por sus promotores. Más de un 
estudioso de nuestra realidad alcanzó a hablar de devolver su diploma de politólogo, al percibir lo 
lejos que estaban sus análisis de lo que estaba ocurriendo en nuestra sociedad. 








Por: Fernán E. González* 


espués de esta sorpresa 
inicial, se fueron descu- 
briendo algunas manio- 
bras de propaganda sucia 
desarrolladas por medio 
de las redes sociales, que apelaban más 
a las emociones que a los argumentos 
racionales. Así, en esos medios prolife- 
raban rumores acerca de los eventuales 
efectos de los beneficios económicos 
para los guerrilleros desmovilizados 
en los programas estatales de seguri- 
dad social, el manejo del fantasma del 
castrochavismo y la tergiversación de la 
insistencia sobre la dimensión diferen- 
ciada según el género para asimilarla a 
una supuesta ideología de género, que 
se expresaría en el apoyo al matrimonio 
homosexual y la adopción de niños por 
parejas del mismo sexo. 





Fotografía: Archivo Cinep/PPP 
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Un problema de fondo: 
disenso en torno a la 
naturaleza del conflicto 


Pero, luego de esta reacción inicial, 
empezaron a aparecer análisis que mos- 
traban problemas más de fondo, origi- 
nados en un profundo desacuerdo sobre 
la naturaleza y el origen del conflicto 
armado colombiano y en las diferentes 
percepciones de la población sobre los 
efectos de la violencia según estuviera 
ubicada en el mundo urbano o rural, en 
el centro integrado del país o en su peri- 
feria, que respondían a la manera direc- 
ta O indirecta como el conflicto armado 
afectaba la cotidianidad de sus vidas. 

Estas diferentes percepciones obede- 
cen, como ha señalado Hernando Gó- 
mez (UNDP, 2003, pp. 23-43), al hecho 
de que las FARC nacieron de remanen- 
tes de luchas campesinas en zonas de 
colonización como un proyecto revolu- 
cionario muy marginal en términos geo- 
gráficos y políticos, pero resultado de 
una interacción compleja con las con- 
diciones sociales de los territorios más 
integrados del país. 

Obviamente, estos desacuerdos y di- 
ferentes percepciones del conflicto ar- 
mado obedecían también, como mues- 
tra Eduardo Posada Carbó (2001), a las 
dificultades para la conceptualización 
de la violencia colombiana, que algunos 
califican de guerra civil no declarada, 
otros la reducen al terrorismo y la delin- 
cuencia, mientras que algunos hablan 
de violencia generalizada y otros la con- 
sideran una guerra contra la sociedad. 
Por nuestra parte, tratamos de enmar- 
carla en el conflictivo proceso de inte- 
gración territorial y de construcción de 
Estado en Colombia (F. González, 2014) 
Por su parte, los grupos insurgentes se 
consideran como combatientes rebeldes 
contra un Estado represor que represen- 
ta a las clases dominantes y al capitalis- 
mo nacional y mundial, en una “guerra 
justa”, en favor de las masas populares 
y campesinas . 

Las consecuencias de estas com- 
prensiones contrapuestas del conflicto 
colombiano se hacen evidentes en al- 
gunos análisis de sectores de derecha 
como el analista estadounidense Tho- 


ll 


Después de esta sorpresa inicial, 
se fueron descubriendo algunas 
maniobras de propaganda sucia 


desarrolladas por medio de las re- 
des sociales, que apelaban más a 
las emociones que a los argumen- 


tos racionales. 


mas Marks, especialista en guerras irre- 
gulares y seguridad nacional. Según él, 
las FARC lograron convertir su derrota 
militar en victoria política por medio de 
una estrategia mediática que logró pre- 
sentar como “guerra civil” la actividad 
de un grupo relativamente pequeño, 
que se apoyaba en actividades crimi- 
nales como la extorsión y el secuestro, 
pero que no gozaba de popularidad ni 
de legitimidad política. Así, su narrati- 
va presentaba esa actividad como un 
proyecto de búsqueda de justicia social 
en pro de las poblaciones marginadas, 
desde la Violencia de los años cincuenta 
hasta nuestros días, cuando en realidad 
las FARC solo llegaron a ser una entidad 
viable cuando su involucramiento en 
acciones criminales les permitió ignorar 
la necesidad política del apoyo popular 
para funcionar como un contra-Estado 
(Marks, 2017). 

Estas dificultades de comprensión 
del conflicto colombiano se vieron re- 
forzados por análisis teóricos como los 
de Paul Collier (2001; Collier y Hoeffler, 
2004) y Mary Kaldor (2001), que condu- 
cen a una mirada despolitizada y desi- 
deologizada del conflicto, que se redu- 
ciría a la búsqueda codiciosa de lucro 
económico. 

Esta mirada dicotómica y deslegiti- 
madora del conflicto aparece asociada 
con frecuencia a una concepción bipolar 
de la sociedad, en la que se contraponen 
enemigos absolutos e irreconciliables, 
sin un campo común de entendimien- 
tos, que conciben a la política como la 
confrontación amigo/enemigo (Schmitt, 
2001), como un choque entre el Bien 
y el Mal absolutos, sin matices grises, 
en vez de una lucha entre adversarios 
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que se enfrentan entre sí para construir 
soluciones colectivas a los problemas 
sentidos, como caracteriza Norbert Le- 
chner la política del mundo moderno 
(2014/2015). 


Una lectura complotista y 
apocalíptica del conflicto 


Por otra parte, la contraposición entre 
el Bien y el Mal, un lenguaje cercano a la 
mentalidad de la Guerra Fría, se enmar- 
ca en una interpretación de la Historia 
basada en la combinación de tres enfo- 
ques mitológicos: el mito de la edad de 
oro perdida, el mito de la conspiración o 
complot y el mito del salvador o caudi- 
llo mesiánico, que puede ser individual 
o colectivo. En esta concepción se supo- 
ne que en el pasado hubo una época de 
armonía entre los seres humanos cuan- 
do los valores morales eran respetados, 
pero que fue destruida por el complot 
de tenebrosos conspiradores que obe- 
decían a un plan maligno preconcebido 
para destruir ese orden idílico; por eso 
se hace necesario la intervención acti- 
va de un caudillo carismático que salve 
a la sociedad del caos producido por la 
conspiración y restaure el orden pedido 
de la unidad perdida. 

Así, Raoul Girardet ha señalado, a 
partir de autores clásicos como Mircea 
Eliade, Georges Dumezil, Claude Le- 
vi-Strauss y Gaston Bachelard, la impor- 
tancia de estos conjuntos político-me- 
todológicos para la interpretación de la 
historia política (Girardet, 1999). Este 
esquema interpretativo está en la base 
de todas las persecuciones de la histo- 
ria, desde los emperadores romanos 
contra los cristianos y de los empera- 
dores romanos cristianizados contra los 
considerados paganos, hasta la inquisi- 
ción de la Iglesia contra los herejes, la 
persecución de los masones contra los 
jesuitas y la lucha del nazismo contra 
los judíos. 

Para el caso colombiano, es evidente 
la presencia de los esquemas interpre- 
tativos de este corte en su concepción 
política, lo mismo que la lectura política 
basada en la dicotomía amigo/enemigo, 
que caracteriza la política de seguridad 
democrática de su gobierno (2002- 
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2010). Esa política se benefició política- 
mente de los fracasos de los intentos de 
salida negociada al conflicto de algunos 
de sus antecesores como Belisario Be- 
tancur (1982-1986), que reconocía que 
la violencia obedecía a factores objeti- 
vos como la pobreza y la desigualdad, 
pero que no logró conseguir apoyo de 
los grupos de poder. La convicción casi 
general de que las guerrillas aprovecha- 
ban las negociaciones para fortalecerse 
militar y políticamente se hizo aún ma- 
yor con el fracaso de las negociaciones 
del presidente Pastrana en El Caguán 
(1998-2002), que profundizó aún más 
el rechazo generalizado de la opinión 
pública a la salida negociada del con- 
flicto. En ese sentido, su exitosa cam- 
paña en pro de la recuperación militar 
del territorio para salvar al país del caos 
al que lo habían conducido sus antece- 
sores lo catapultaron como el caudillo 
mesiánico que el país necesitaba. 

Este prestigio se vio fortalecido con 
el éxito de la ofensiva militar contra la 
guerrilla, que logró la recuperación del 
control estatal de las regiones integra- 
das del centro del país al tiempo que 
obligaba a las FARC a replegarse hacia 
sus zonas tradicionales de refugio y las 
regiones fronterizas con Ecuador, el an- 
dén del Pacífico nariñense y los ríos de 
la Amazonia y Orinoquia. Además, tra- 
jo como consecuencia la convicción de 
buena parte de la población colombiana 
de que las guerrillas eran militarmente 
vencibles y que su derrota militar estaba 
próxima. 

Estas  preconcepciones aparecen 
igualmente en su oposición a los acuer- 
dos de La Habana, basada en su ne- 
gativa al reconocimiento del conflicto 
armado y su reducción al ataque de nar- 
coterroristas contra Estado plenamen- 
te legítimo y una sociedad totalmente 
democrática, su concepción de la paz 
se reduce al sometimiento de los insur- 
gentes a la justicia, con una concesión 
benevolente de amnistía del Estado a los 
guerrilleros rasos, pero con una pena de 
prisión a los máximos responsables, que 
no podrían participar de la vida política 
sino después de haber pagado esa pena. 

Esta misma interpretación complotis- 
ta aparece en algunos de sus seguidores 
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ll 


En el campo nacional, la pro- 
¡ICI AS El 
beneficiada por el cambio en la 
correlación de fuerzas, producida 
por los esfuerzos de recuperación 


territorial por parte de las fuerzas 
estatales de seguridad bajo los go- 
biernos de Pastrana y Uribe. 


Y 


como Plinio Apuleyo Mendoza y Vicen- 
te Torrijos. Así, Plinio Apuleyo Mendoza 
(2013) se refiere al tema de las reservas 
campesinas para develar “la estrategia 
secreta de las FARC”, que respondía, se- 
gún él, a que los ataques militares exi- 
tosos del Gobierno habían convencido a 
Alfonso Cano de la inviabilidad de la lu- 
cha amada para acceder al poder. Esto lo 
había llevado a diseñar el Plan Renacer, 
el cual aprovechaba los nexos políticos 
de los grupos cercanos al partido comu- 
nista, su influencia en las comunidades 
afrocolombianas e indígenas, los recur- 
sos del narcotráfico y la minería ilegal, y 
su captura de los movimientos sociales 
por medio de su penetración en sindica- 
tos, Organizaciones sociales y organiza- 
ciones de campesinos desplazados. 

Esa campaña política se beneficiaría, 
según él, del desprestigio de los partidos, 
la debilidad del Estado, la corrupción y 
el clientelismo. Y aprovecharía su “arma 
más inquietante”, su infiltración en la 
rama judicial que ha creado gran zozo- 
bra en las fuerzas armadas. Además, el 
apoyo continental de los gobiernos del 
socialismo del siglo XXI reforzaría ese 
poder de las FARC, cuya presencia en 
el mundo político representaría un pe- 
ligro mayor que la lucha armada, dado 
su influjo en amplias zonas del territorio 
colombiano. 

La misma lectura complotista apare- 
ce en Vicente Torrijos (2013). Este autor 
pretende presentar las líneas maestras 
de la estrategia de las FARC, que parti- 
rían del apoyo a la reelección de Santos 
en 2014 y el aumento de su presencia 
en el Congreso por medio de las cir- 
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cunscripciones especiales de paz, para 
lograr la legitimación de los movimien- 
tos sociales afines a la causa revolucio- 
naria —“la insurgencia no armada”— y 
desembocar en una asamblea consti- 
tuyente que fuera más allá de la mera 
refrendación de los acuerdos para llegar 
a “la auténtica refundación del Estado” 
según los parámetros del socialismo del 
siglo XXI. 

De ahí la sorpresa que produjo la po- 
sición de Santos (2010-2018), que partía 
del reconocimiento explícito de la exis- 
tencia de un conflicto armado vinculado 
a la no resolución del problema agrario: 
leyes de víctimas y de restitución de tie- 
rras. Obviamente, su propuesta de salida 
negociada del conflicto se beneficiaba 
de cambios favorables en el contexto in- 
ternacional y continental como el fin de 
la Guerra Fría, la mejoría de relaciones 
con Venezuela y Ecuador, y del rechazo 
de la mayoría de la intelectualidad de 
la izquierda, nacional e internacional, 
a la vigencia de la lucha armada como 
instrumento de cambio. En el campo 
nacional, la propuesta de negociación 
se veía beneficiada por el cambio en la 
correlación de fuerzas, producida por 
los esfuerzos de recuperación territorial 
por parte de las fuerzas estatales de se- 
guridad bajo los gobiernos de Pastrana 
y Uribe. Y, también, del involucramiento 
de sectores de la clase política, los gre- 
mios económicos y de la presencia de 
los militares en las negociaciones 

Obviamente, las reacciones frente a la 
propuesta oscilaban entre el escepticis- 
mo de la mayoría y la esperanza mode- 
rada de unos pocos, al lado del rechazo 
de quienes se oponían a cualquier inten- 
to de paz negociada. Subsistían proble- 
mas subjetivos, como las desconfianzas 
mutuas por el síndrome del Caguán y el 
recuerdo del genocidio de la UP. Y, de 
mayor gravedad eran la tendencia cre- 
ciente de resistencia al reconocimiento 
del delito político y los delitos conexos 
—secuestros extorsivos, narcotráfico—, 
el imaginario del mundo urbano de un 
Estado relativamente consolidado, inca- 
paz de entender los problemas del mun- 
do rural que son el escenario de la lucha 
armada. Además, muy poco propicio al 
reconocimiento de la necesidad de re- 
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formas en materia agraria y política, y 
a concesiones políticas y legales a los 
insurgentes. 

En cambio, la comprensión del con- 
flicto armado llevaría a un acercamiento 
más histórico al proceso de la integra- 
ción de los territorios y sus poblaciones, 
propio de un Estado en construcción, 
donde la presencia del Estado y de sus 
instituciones es muy diferenciada según 
sus relaciones con poderes locales y re- 
gionales, el grado de inserción económi- 
ca y el tipo de organización social. 


Mitos y realidades en torno a 
los acuerdos de La Habana 


Estas diferencias de percepción lleva- 
rían a una percepción distorsionada de 
los acuerdos de La Habana, especialmen- 
te en los temas de reforma agraria y la di- 
mensión de género: en el primer caso se 
presentó como un problema que afecta- 
ba la propiedad privada de la tierra y en 
el segundo, se trató de identificarlo con 
la ideología de género, cuyos supuestos 
voceros serían Humberto de la Calle y 
Gina Parody, quienes promovían, según 
el exprocurador Alejandro Ordóñez, el 
aborto, la eutanasia y la destrucción de 
la familia (Ordóñez, 2018). 

También se refiere Ordóñez a los te- 
mas de la justicia, participación política 
de los cabecillas de la FARC para in- 
sistir en que deben pasar primero por 
La Picota antes de aspirar al Congreso, 
pues no tienen derecho alguno a gober- 
nar al pueblo colombiano. Por último, 
se opone a cualquier concesión a nar- 
cotraficantes e insiste en acabar con la 
bendición que el presidente Santos ha 
supuestamente otorgado a los dineros 
de esos bandidos. 

La aparición del exprocurador Ordó- 
ñez en la arena política representa una 
situación que el país creía haber supera- 
do: la agresiva participación política de 
grupos religiosos de corte fundamenta- 
lista, algunos pertenecientes a sectores 
evangélicos, pero también a miembros 
de la jerarquía y del clero de la Iglesia 
católica, con sus seguidores, para hacer 
que las leyes del país se ajusten a sus 
ideas morales y religiosas. 


ll 


El cometido de los comisiona- 
dos era bosquejar una carta de na- 
vegación y trazar en ella los rum- 
bos principales para impulsar una 
política de educación pertinente a 
las necesidades del país, en la bús- 
queda de un nuevo proyecto civi- 


lizador para nuestra patria. Pero 
como decían los comisionados en 
entrevistas realizadas en el año 
2016, después de 20 años de su tra- 
bajo, si hoy nos pusieran la terea 
que nos invitaron a realizar, diría- 


mos lo mismo. 


En sentido similar al de Ordóñez, la 
candidata Vivian Morales sostiene que 
no es la hora de la desesperanza sino la 
de “construir desde la fe, desde la ética 
y desde los valores”. En esa línea había 
presentado una propuesta de referendo 
sobre la limitación a la adopción de ni- 
ños por parejas homosexuales (Morales, 
2018). Estas posiciones de corte con- 
fesional contrastan con las propuestas 
sobre el reconocimiento del pluralismo 
religioso y de la libertad de cultos, que 
los grupos habían reivindicado tradicio- 





“e y. WN : 


Fotografía: Archivo Cinep/PPP 


Cien 


VISTOS POR CINEP/PPP 





nalmente y defendido en la constituyen- 
te de 1991. 

Sin embargo, estas posturas fun- 
damentalistas no aparecen con igual 
importancia entre los opositores a los 
acuerdos de La Habana, sino que son 
los temas de la justicia transicional, 
participación política de los desmovi- 
lizados y el tratamiento diferenciado 
al narcotráfico los puntos centrales del 
desacuerdo entre defensores y críticos 
de los acuerdos de La Habana. En ese 
sentido, Germán Vargas Lleras (Rueda, 
2017) critica la política del gobierno 
Santos en materia de erradicación vo- 
luntaria de cultivos y se muestra preo- 
cupado por el control que “las llamadas 
disidencias de las FARC” tienen de las 
principales regiones de producción y de 
los corredores de su exportación, insi- 
nuando que podría existir un acuerdo 
expreso o tácito entre los que pasaron 
a la legalidad y los que no. También se 
muestra preocupado por el tema de los 
bienes y los testaferros, y teme que la 
jurisdicción de la Justicia Especial para 
la Paz sobre los terceros involucrados 
permita extender su alcance a los 48 mi- 
llones de colombianos. 

Sin embargo, una mirada desapa- 
sionada de la realidad de los acuerdos 
muestra que la mayoría de las preocupa- 
ciones de los opositores no encuentran 
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asidero en los textos. Es más, el carácter 
moderado de lo acordado ha suscitado 
muchas críticas de parte de sectores de 
izquierda más radical, que opinan que 
las FARC cedieron demasiado a cambio 
de promesas vagas, que el Gobierno no 
iba a cumplir. El problema es que las di- 
laciones e ineficiencia tradicionales de 
las agencias estatales encargadas de la 
implementación de los acuerdos pare- 
cerían dar la razón a estos críticos más 
radicales. 

Así, en el tema agrario las FARC fue- 
ron pasando, como muestra Juan Cami- 
lo Restrepo (Restrepo y Bernal, 2014), 
de posiciones maximalistas de expro- 
piación de los latifundios y del capital 
internacional en el agro a un acuerdo 
mucho más ponderado, centrado en la 
aceptación de un modelo mixto de agri- 
cultura, donde convivirían la agricultu- 
ra tradicional campesina con latifundios 
tradicionales y modernos, junto con 
proyectos agroindustriales y la creación 
de un fondo nacional de tierras para 
garantizar el acceso a la propiedad de 
campesinos sin tierras. Al lado de pro- 
puestas de desarrollo rural integral, de 
formalización de la propiedad y la crea- 
ción de un catastro multipropósito, se 
impulsaban propuestas alternativas de 
sustitución de los cultivos de uso ilícito, 
junto con un sistema de tratamiento pe- 
nal diferenciado para los involucrados 
que beneficiaba a cultivadores y cose- 
cheros, el eslabón más débil de la ca- 
dena productiva del narcotráfico. A esto 
se añadía el reconocimiento de la nece- 
sidad de modificar la política mundial 
antidrogas, con el reconocimiento de la 
responsabilidad de los países consumi- 
dores. 

Pero tal vez, el punto fundamental 
del desacuerdo reside en el sistema di- 
ferenciado de justicia transicional de 
enfoque restaurativo y prospectivo y 
no meramente punitivo, con especial 
reconocimiento para las víctimas. Ob- 
viamente, el desacuerdo en este punto 
responde a concepciones distintas de 
sociedad y de vida política, que se re- 
flejan en la diversidad de percepciones 
e interpretaciones del conflicto, como 
hemos venido señalando. 
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Otro punto central de los acuer- 
dos es el referente al establecimiento 
de una Comisión de la Verdad para el 
acercamiento de las causas y responsa- 
bilidades del conflicto, con la meta de 
procurar la reconciliación futura de los 
colombianos. Curiosamente, este punto 
ha despertado menos controversia, tal 
vez porque los resultados de esa cormi- 
sión no tienen efectos penales. Sin em- 
bargo, no faltaron comentarios adversos 
a algunos de sus componentes, al con- 
siderar que no daban garantías de obje- 
tividad. 

Además, los acuerdos contemplaban 
también la creación de una comisión es- 
pecial de investigación sobre los para- 
militares, una serie de garantías para los 
desmovilizados y la delimitación de las 
áreas veredales de concentración de los 
desmovilizados. 

Sin embargo, a pesar del carácter 
bastante moderado de los acuerdos, se 
produjo una gran polarización de la so- 
ciedad colombiana, hasta aparecer di- 
vidida casi en dos mitades, en torno a 
las concepciones de paz: para unos, de- 
bería ser la paz como rendición incon- 
dicional de los alzados en armas, con 
concesiones de buena voluntad para los 
vencidos que facilitaran su inserción a 
un sistema político, económico y social, 
considerado legítimo, y sujeción a la 
legalidad institucional por parte de los 
insurgentes, con condiciones que facili- 
ten esa inserción. Para otros, la paz se 
imaginaba como una negociación entre 
dos partes relativamente simétricas, sin 
vencedores ni vencidos, para construir 


ll 


Obviamente, la mayoría de estas 
aclaraciones eran innecesarias e in- 
cluso estaban explícitamente con- 


templadas en los acuerdos, pero 
había que evitar malos entendidos 


y tergiversaciones. 


Y 
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o reformar una nueva institucionalidad, 
que supondría la aceptación de las res- 
ponsabilidades de ambas partes en el 
origen y el desarrollo del conflicto, y la 
necesidad de crear oportunidades para 
sectores y regiones marginadas. 

Entre estas posiciones extremas, se 
presentaban posiciones intermedias en 
la discusión después del triunfo del No, 
que llevó a algunas aclaraciones como 
las referentes a las garantías constitu- 
cionales y legales a la propiedad priva- 
da de la tierra y las precisiones sobre el 
sentido del enfoque de género, que no 
equivalía a la supuesta ideología de gé- 
nero, Además, se aclaraba que las FARC 
no tendrían candidatos en las circuns- 
cripciones de paz y que las garantías a 
la movilización social solo se aplicaban 
a protestas pacíficas. Y se garantizaba 
también que el Gobierno no renunciaba 
a instrumentos efectivos de erradica- 
ción —incluso aspersión— cuando no 
funcionara la erradicación voluntaria. 
Por último, se insistía en la obligación 
de incluir a los milicianos en las listas 
de las FARC. 

Obviamente, la mayoría de estas 
aclaraciones eran innecesarias e incluso 
estaban explícitamente contempladas 
en los acuerdos, pero había que evitar 
malos entendidos y tergiversaciones. No 
obstante, el desacuerdo fundamental en- 
tre las partes quedaba sin tocar, porque 
representaba la esencia de los acuerdos 
logrados: la posibilidad de acceder a la 
vida política sin pagar penas de prisión 
es precisamente la base del acuerdo de 
renunciar a las armas como instrumento 
de lucha política. 


Una coyuntura electoral adversa 


Para complicar aún más la situación 
de la implementación de los acuerdos, 
la coyuntura electoral lleva a varios sec- 
tores a posicionarse como opuestos, to- 
tal o parcialmente, a la implementación 
de los acuerdos: la evolución de Cambio 
Radical y sectores del conservatismo. 
Algunos de ellos tienen reparos a algu- 
nos puntos específicos de los acuerdos 
mientras que otros buscan, de manera 
oportunista, aprovechar la oportunidad 
de legitimación política de los acuerdos 


20 


para vender caro su apoyo, que se refle- 
ja en la difícil transición de los acuerdos 
en el Congreso, cuando el Gobierno tie- 
ne ya poco que ofrecer a los políticos 
profesionales a cambio de su apoyo. 
Además, esta situación evidencia la 
escasa popularidad del presidente San- 
tos, debido a las particularidades de su 
elección y reelección: fue elegido con 
los votos de Uribe, que lo apoyó a rega- 
nadientes, pues desconfiaba de él y pre- 
fería a Arias como candidato, pero tuvo 
que aceptarlo por el triunfo de Noemí 
Sanín en la consulta del conservatismo. 
Y fue reelegido gracias al apoyo de mu- 
chos partidarios de mantener las nego- 
ciaciones de paz con las FARC, sin que 
eso significara un apoyo a su persona y 
al resto de sus políticas, ya que algunos 
sectores más progresistas desconfiaban 
de él. Además, también gozó del apoyo 
oportunista de algunos sectores que vo- 
taban en favor de sus políticas a cambio 
de acceso a la burocracia y al gasto pú- 
blico estatal, sin estar totalmente con él. 
Así, la necesidad de asegurar la go- 
bernabilidad atentaba a veces contra la 
búsqueda de una estrategia más integral 
para garantizar el apoyo a la paz. A esto 
habría que añadir su escasa capacidad 
de comunicación y la falta de pedago- 
gía adecuada para divulgar los acuerdos 
y prever los problemas eventuales que 
podrían presentarse en torno a su imple- 
mentación. Estas dificultades evidencia- 
ban su poca capacidad administrativa y 
gerencial, que contrasta con la habilidad 
mediática de sus adversarios y la hábil 
campaña de desinformación sobre el al- 
cance de los acuerdos y el recuerdo de 
la capacidad de microgerencia de Uribe. 


Obviamente, muchos de estos pro- 
blemas administrativos no eran debi- 
dos a su persona, sino que reflejaban 
la normal incapacidad administrativa 
del Estado colombiano, cuya lentitud 
y descoordinación interna conspiraban 
para el rápido y eficaz desempeño de 
sus funciones, especialmente para so- 
lucionar problemas urgentes relaciona- 
dos con el equipamiento de las zonas 
veredales de concentración. E hizo 
así evidente la descoordinación de las 
agencias estatales de la nación y la tra- 
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Todos estos aspectos evidencian 
las dificultades que encuentra la 
implementación de los acuerdos 
de La Habana en la vida política y 
la sociedad colombiana realmente 
existentes, donde el poder presi- 


dencial lejos de ser absoluto, se en- 
cuentra frenado por el sistema de 
pesos y contrapesos de la política 
tradicional, que ha operado como 
freno a varias de las reformas mo- 


dernizantes del ejecutivo. 


3) 


dicional desarticulación de los niveles 
nacional, regional y local del poder. A 
lo que se añade la debilidad de las ins- 
tituciones del nivel local y regional para 
ejecutar esas tareas. 





Preocupaciones más de fondo 


Pero, a este doloroso encuentro con 
la realidad concreta del Estado colom- 
biano se sumaban problemas más de 
fondo, como la permanencia de la resis- 
tencia de la opinión pública y de la cla- 
se política tradicional frente al tema de 
los derechos humanos, que sigue siendo 
estigmatizado como un discurso de iz- 
quierda. La introducción de inhabilida- 
des para la elección de los magistrados 
de la justicia especial para la paz, im- 
pulsado por algunos congresistas con- 
servadores y de Cambio Radical, pero 
refrendado por las mayorías, buscaba 
eliminar a los abogados con experiencia 
en derechos humanos y que hubieran 
litigado en contra del Estado en esas 
materias, por considerarlos incapaces 
de neutralidad. 

Otro tema preocupante es la evidente 
renuencia de los organismos estatales y 
de los gremios a la movilización social, 
que despierta la desconfianza que se- 
alaba Plinio Apuleyo Mendoza en su 
columna antes citada. Pero estas resis- 
tencias son más ampliamente comparti- 
das, como muestra una intervención de 
Germán Vargas Lleras en la que alerta 
sobre la necesidad de unirse contra la 
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estrategia política de las FARC, uno de 
cuyos puntos era la tramitación de la ley 
de despenalización de la protesta social 
por la vía del “fast track”. Se trataría, 
según Vargas Lleras, de una estrategia 
para “incendiar el país”, profundizar 
el conflicto para hacer ingobernable al 
país (El Nuevo Siglo, 2017). 

Todos estos aspectos evidencian las 
dificultades que encuentra la implemen- 
tación de los acuerdos de La Habana en 
la vida política y la sociedad colombia- 
na realmente existentes, donde el poder 
presidencial lejos de ser absoluto, se en- 
cuentra frenado por el sistema de pesos 
y contrapesos de la política tradicional, 
que ha operado como freno a varias de 
las reformas modernizantes del ejecuti- 
VO. 


Entre Hobbes, Montesquieu 
y Maquiavelo 


Este sistema de equilibrio de poderes, 
diseñado para frenar los abusos de po- 
der de los gobernantes, dista mucho de 
las ideas de Montesquieu y se mueven 
entre Hobbes y Maquiavelo. Un par de 
politólogos estadounidenses, Ronald Ar- 
cher y Matthew Sober Shugart (2002), 
interesados en el estudio del presiden- 
cialismo en América Latina, se referían 
al caso colombiano señalando cómo los 
amplios poderes presidenciales en Co- 
lombia se veían contrarrestados por la 
enorme fragmentación de los partidos 
que respaldan nominalmente al presi- 
dente en el Congreso. Así, señalan que 
existe una dicotomía entre los teórica- 
mente vastos poderes del presidente y 
su debilidad real a la hora de implemen- 
tar reformas, dado que el modelo del 
equilibrio de poderes entre las ramas 
del poder termina por favorecer al statu 
quo, que representa los intereses clien- 
telistas de los congresistas 

Al final de este artículo, publica- 
do inicialmente en 1997, los autores 
se preguntaban sobre los efectos de la 
nueva constitución de 1991 para modi- 
ficar esta situación, pero su conclusión 
no era muy alentadora: el Congreso no 
parecía que fuera a estar a la altura de 
su misión, ya que era más un sitio de 
asignación de patronazgo que una arena 
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política para la articulación de las polí- 
ticas públicas. 

Por eso, el nuevo partido surgido de 
la desmovilización de las FARC está des- 
cubriendo que una cosa es negociar con 
la rama ejecutiva del poder, que no re- 
presenta del todo al conjunto del Estado 
colombiano y otra cosa es enfrentar las 
limitaciones legales que introducen las 
Cortes y el juego político de las faccio- 
nes en el Congreso. Obviamente, esas 
diferencias obedecen a las diferentes 
concepciones del conflicto, la paz y la 
justicia transicional: para las Cortes y la 
fiscalía, y lógicamente para los gremios 
empresariales, los acuerdos representan 
un arreglo político para la integración 
política de los combatientes directos 
pero no para la reconciliación con terce- 
ros indirectamente participantes. 

En ese sentido, los miembros de la 
FARC están enfrentando las contradic- 
ciones y tensiones de nuestro mundo 
político, que reflejan cierto agotamiento 
del modelo tradicional de interacción en- 
tre un centro más o menos reformista y 
los políticos regionales. Cada vez más se 
evidencia la incapacidad de mecanismos 
políticos de corte oligárquico y clientelis- 
ta, dominantes en los cuerpos represen- 
tativos, para responder a los cambios de 
una sociedad crecientemente urbanizada 
y lejana de los problemas rurales. 

En el pasado, esa dicotomía se so- 
lucionó mediante la política de moder- 
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nización selectiva del Estado, como 
mostraron Ana María Bejarano y Renata 
Segura (1996), que combinaba un re- 
formismo tecnocrático en el ejecutivo 
con una negociación pragmática de los 
intereses de los políticos regionales y 
locales. Pero el problema es que la au- 
tonomización creciente de esos poderes 
frente a las estructuras centrales de los 
partidos y la creciente desarticulación 
de los niveles de poder, terminaron pro- 
duciendo “la democratización anóma- 
la” de la que habla Francisco Gutiérrez 
(2007), que condujo a la derrota de la 
“política virtuosa” por los políticos efi- 
caces, cuyo apoyo es necesario para 
aprobar las reformas y triunfar en las 
elecciones presidenciales. 

Por otra parte, el estilo político del 
nuevo grupo surgido de la insurgencia 








21 


tampoco ayuda mucho a moverse hábil- 
mente en este tortuoso laberinto. En el 
dilema entre la necesidad de mantener 
la cohesión e identidad o de abrirse a 
los sectores progresistas, que se refleja 
en tensiones internas, el grupo decidió 
mantener la sigla con otro contenido, 
Fuerza Alternativa del Común y seguir 
mostrando cierto contraste entre un len- 
guaje ortodoxamente marxista leninista 
y un lenguaje reformista gradual. 

A esto se añade cierta tendencia a la 
sobreestimación de su apoyo real en el 
mundo urbano y en sus supuestas bases 
rurales, al lado de la subestimación del 
rechazo generalizado de buena parte de 
la población, que no se puede reducir 
al resultado de la manipulación de los 
medios masivos de comunicación, que 
también existe, sino de la indignación 
por los crímenes cometidos. No pare- 
ce haber conciencia de la importancia 
de ganarse la opinión pública mediante 
actos verdaderos de reconocimiento de 
responsabilidad y de petición de perdón 
por crímenes atroces, ni solamente de 
explicar las motivaciones de las opera- 
ciones criticadas. 

En ese sentido, se han producido al- 
gunos avances como las reuniones de 
algunos directivos de la Farc con vícti- 
mas del atentado en el club El Nogal, 
en las que Carlos Lozada reconoció que 
ese acto terrorista había sido “la mayor 
equivocación” de las FARC en sus 53 
años de vida”, Sin embargo, sostiene 
que hay que tener en cuenta el contexto 
en que se realizó y afirma que fue algo 
atípico en su historia, que no se ajusta 
a su tradicional actividad militar en el 
campo y en la ciudad, pues no fue pre- 
meditado ni planificado por la dirección 
nacional sino que obedeció “a dinámi- 
cas locales”. Pero señala la importancia 
de que las FARC hayan reconocido su 
responsabilidad y termina pidiendo la 
oportunidad de hablar con las víctimas 
que se resisten a la paz como “el punto 
de entrada para lograr ese proceso de re- 
conciliación (El Espectador, 2018) 


*Fernán E. González 
S.J. Tutor del área Conflicto, Estado y Desarrol- 
lo del Cinep/PPP. 
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procesos de paz: 


algunas lecciones 


aprendidas 


“La paz no se siente tan cercana, nuestras paces son nuestras luchas” 


Por: Erika Parrado* y Laura Henao** 


onstrucción de paz y socie- 

dad civil son dos categorías 

amplias y multidimensiona- 

les sobre las que conviene 

hacer algunas  claridades. 
La primera de ellas es reconocer que 
en la coyuntura actual nos encontra- 
mos ante el inminente peligro de que 
la paz se convierta en un concepto 
etéreo, ambiguo e incluso incierto, 
asociado a tantas formas de definirla 
como discursos posibles. Esto llevaría 
a una especie de “utilitarismo coyun- 
tural”, donde la palabra paz se use 
como adjetivo, sustantivo e incluso 
verbo (pacificar). La instrumentaliza- 
ción del discurso de la paz, por par- 
te de diversos actores, nos propone 
una actitud reflexiva y crítica ante la 
utilización del concepto, y a su vez, 
nos invita a visibilizar las apuestas te- 
rritoriales. Esto, su vez, implica una 
vocación de trabajo constante en pro 
de la transformación de las relaciones 
conflictivas. 

La participación de la sociedad ci- 
vil en los procesos de paz que se han 
dado en el país ha variado de manera 
significativa, bien sea en defensa de los 
procesos de negociación o en rechazo 


- Procesos de paz: 





¡Na participación de la sociedad civil en los 
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Líder, Fundación Sumapaz, Medellín, 2017. 


de los mismos. De igual manera, esta 
ha tomado diversos matices y ha repre- 
sentado los intereses tanto de quienes 
hacen exigencias a los gobiernos de tur- 
no, como de aquellos que reclaman el 
no reconocimiento de sus intereses. La 
transformación de las demandas y los 
motivos de la movilización dan cuenta 
de los cambios a nivel coyuntural y de 


los escenarios que emergen Ejemplo de 
esto es que en la década de los noventa 
y hasta mediados de los 2000, muchas 
de las acciones colectivas tenían como 
finalidad la protesta de la sociedad civil 
contra las violaciones de derechos hu- 
manos, las mismas que, recientemente 
se asocian a un discurso mucho más 
cercano a los agenciamientos estatales. 
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Hablar entonces de la relación que 
existe entre la sociedad civil y los acuer- 
dos de paz, implica plantearse las si- 
guientes preguntas: ¿cuál es o debería 
ser el papel de la sociedad en el marco 
de un proceso de negociación e imple- 
mentación de unos acuerdos? Y ¿qué 
estamos entendiendo por movilización 
social por la paz? 

Esta última pregunta parte del 
hecho de reconocer el rol que ha 
representado la ciudadanía, mediante 
acciones colectivas por la paz, pero 
hace la salvedad de diferenciar entre 
participación social y movilización 
social. A este aspecto quisiéramos 
dedicarle algunas líneas, ya que, a 
pesar de reconocer que movilización y 
participación tienen sus particularidades, 
entender la primera como una forma de 
hacer efectiva la segunda nos permite 
reconocer que la sociedad civil ejerce 
presión e incidencia en una negociación 
a través de diversas formas, entre ellas 
las marchas y manifestaciones, como 
ocurrió luego de la victoria del No, en el 
plebiscito del 2 de octubre ?. 


Algunas experiencias 
previas de negociación 


La participación en tanto incidencia 
directa en la mesa de negociación es un 
aspecto cuya importancia se destaca en 
el actual proceso de paz con las Farc, 
pero hay que recordar que también se 
había realizado en los diálogos del Go- 
bierno y el ELN, en Puerta del Cielo, 
alrededor de temáticas propuestas tanto 
por el Comité Nacional de Paz como por 
la insurgencia, las cuales solicitaron el 
acompañamiento permanente de la so- 
ciedad civil. Además, se hace manifiesta 


...Se llevaron a cabo expre- 
siones por parte de la socie- 
dad civil, cuya finalidad fue 
promover alternativas para la 
búsqueda de la paz. 


la importancia de un espacio como la 
Asamblea Permanente de la Sociedad 
Civil por la Paz, lo mismo que la gene- 
ración de espacios para que desde la so- 
ciedad civil se exija el cumplimiento de 
las garantías políticas y libertades ciuda- 
danas (El Tiempo, 1998a.)?. 

Años después, en 2005 y 2006, sur- 
gleron iniciativas de seguimiento al 
proceso de negociación entre las Auto- 
defensas Unidas de Colombia (Auc) y 
el Gobierno nacional —de Álvaro Uribe 
2002-2006—, y mesas de diálogo con 
motivo de los acuerdos humanitarios en 
departamentos como Valle del Cauca, 
Cauca, Meta, Caquetá, Huila y la Cos- 
ta Atlántica. Ahora bien, luego de esta 
aclaración, es importante reflexionar 
sobre el papel que debería jugar hoy la 
sociedad civil, a partir de algunas lec- 
ciones aprendidas obtenidas de las ex- 
periencias previas?, particularmente nos 
centraremos en dos marcos jurídicos de 
negociación: la Ley 975 de 2005 —Ley 
de Justicia y Paz— y el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Du- 
radera (2016). 

En el periodo comprendido entre el 
2003 y el 2006, posterior a las negocia- 
ciones de Santafé de Ralito, se observa 
un incremento en el número de acciones 
colectivas por paz del año 2003 al 2004, 
que se mantiene relativamente constan- 
te en los dos años siguientes. Esto pone 
en evidencia que, en este corte tempo- 
ral, también se llevaron a cabo expresio- 
nes por parte de la sociedad civil, cuya 
finalidad fue promover alternativas para 
la búsqueda de la paz. 

Este registro coincide con una dis- 
minución de las infracciones al DIH 
en esos años, lo que de alguna manera 
contribuyó a la visibilización de la mo- 
vilización en un tema tan controvertido 
como la paz. No obstante, en ese mismo 
periodo se presentaron 6.364 infraccio- 
nes al DIH (Cinep/PPP, 2018), lo cual 
pudo incidir en que la movilización por 
rechazo de asesinatos, masacres y desa- 
pariciones tuviera un peso significativo 
—12 %—. Esto es comprensible porque 
en el periodo 2003-2007 se continuaban 
llevando a cabo acciones en contra de la 
población por parte de los paramilitares, 
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Figura 1 
Comparativo de acciones colectivas 
por la paz 
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como las ocurridas el 22 de octubre de 
2003 por parte del Bloque Sur Putuma- 
yo, en la vereda las Brisas, del munici- 
pio de Orito. A esta se suman masacres 
como la de Zabaletas, en el municipio 
de Buenaventura, en el año 2003, o la 
masacre de Urumita, en el año 2004 
(CNMH, 2018). 

Esta persistencia de las acciones vio- 
lentas en el marco de los acercamien- 
tos entre el Gobierno y las AUC, dista 
mucho de lo sucedido con las FARC, en 
donde la mayoría de acciones colectivas 
realizadas tuvo como motivo el debate 
y/o apoyo a procesos de paz y negocia- 
ción, y la consolidación de acuerdos de 
paz. 


La participación en el 
actual proceso de paz 


Las ventajas del actual proceso de 
paz entre el Gobierno colombiano y las 
FARC no se pueden negar. Se logró es- 
tablecer un diálogo alrededor de prin- 
cipios y valores fundamentales para la 
sociedad colombiana. Además, se logró 
entender la importancia de una refor- 
ma rural integral (Ocampo, 2014; OACP, 
2016) o de una reforma a la participación 
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con políticas incluyentes que salda- 
ran una deuda histórica. Al menos en 
el papel quedó. A un año de la imple- 
mentación de los acuerdos encontramos 
varios obstáculos para materializarlos, 
pero también evidenciamos un porcen- 
taje de implementación ejecutada nada 
despreciable: según el Instituto Kroc de 
Estudios Internacionales de Paz (2017), 
el 45 % de las disposiciones del acuerdo 
han empezado a implementarse en el 
primer año. 

Incluso, algunos de los mecanismos 
creados para generar mayor participa- 
ción de la sociedad civil en el acuerdo 
han sido reconocidos como innovadores 
frente a otros procesos a nivel interna- 
cional (Herbolzheimer, 2016). Los foros 
realizados por las Naciones Unidas y la 
Universidad Nacional para aportar en el 
tema de víctimas, así como la visita de 
estas últimas a la Mesa de La Habana, 
O la plataforma virtual creada para en- 
viar propuestas sobre los acuerdos, son 
algunos de ellos. Esto permitió la par- 
ticipación de al menos 3.000 personas, 
así como la visión de apertura frente 
a la ciudadanía de unos diálogos entre 
dos actores en conflicto. Esto, sin duda, 
incidió en cambios sustanciales en los 
acuerdos. Pero, ¿qué tanto de lo que 


www.cinep.org.co 


vimos en participación respondió a ac- 
ciones motivadas por la ciudadanía y 
qué tanto a una postura Estatal de legi- 
timación de los acuerdos? 

En la base de datos sobre moviliza- 
ción por la paz del Cinep (Datapaz) se 
han registrado al menos 4.494 Acciones 
Colectivas por la paz, entendiendo estas 
como eventos realizados por un colecti- 
vo social que considera explícitamente 
su acción como una iniciativa orientada 
a la paz, o con la pretensión de rechazar 
expresiones de violencia (García, 2006). 
De estas casi 4.500 acciones entre 1980 
y 2017, al menos el 13 % ha sido con- 
vocada por la institucionalidad, con una 
respuesta favorable de la ciudadanía en 
términos de movilización. Ahora bien, 
mientras que las acciones convocadas 
por la institucionalidad en un proceso 
de paz como el del Gobierno colombia- 
no con las Auc representaron el 1 % 
del total, aquellas registradas durante 
el proceso de paz con las Farc represen- 
taron el 6 % del total y casi un cuarto 
del total de las acciones en esos cuatro 
años”. 

Asimismo, mientras que en el pro- 
ceso con las AUC las organizaciones de 
víctimas tuvieron un peso relativo den- 
tro de la movilización, siendo uno de 
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los tres actores principales de la misma, 
no lograron visibilizarse como un movi- 
miento ciudadano capaz de hacer exi- 
gencias frente a los acuerdos, en parte 
por el carácter proscrito que el discurso 
de la paz tuvo en la escena pública y por 
la arbitraria asociación de la moviliza- 
ción con la guerrilla (Cinep/PPP, 2016). 
Mientras que, durante La Habana, como 
parte de la importancia de la centralidad 
de las víctimas en un proceso de paz, 
estas fueron visibilizadas y tomadas en 
cuenta para la construcción del punto 5 
de los acuerdos. No obstante, esta parti- 
cipación no se corresponde con el auge 
de la movilización entre 2012 y 2016, la 
cual tuvo como principales actores a las 
instituciones estatales del orden muni- 
cipal y nacional, y a las ONG y funda- 
ciones. 

Ahora bien, si en ambos momentos 
se hizo evidente la participación de la 
sociedad civil —con diversos motivos, 
eso es claro—, pero con un número 
de acciones colectivas por la paz 
relativamente similar, ¿por qué tiende a 
considerarse que la movilización social 
por la paz resurge con los diálogos 
con las Farc? Respecto a esto tenemos 
algunas respuestas. En primer lugar, por 
el hecho de considerar que el concepto 


paz no fue tan instrumentalizado por 
parte del Gobierno en las negociaciones 
con los paramilitares”, de modo que, 
incluso, no se hablaba de un acuerdo 
de paz con las Auc, sino de la firma de 
una ley, dándole un sentido totalmente 
distinto al hecho. A esto se suma que, 
desde el 2012, cuando comienzan los 
acercamientos con las Farc, el Estado 
es quien hace hincapié en la paz como 
una bandera, de manera particular en el 
2016, momento en el que es claro cómo 
la paz se convierte en la insignia del 
Gobierno. Esto, en efecto, llevó a que 
desde la estatalidad se direccionara una 
campaña de respaldo a los acuerdos, 
la cual tuvo repercusiones tanto en 
medios de comunicación como en la 


sociedad civil, haciendo más evidente 
esta premisa. 


Es evidente que la movilización social 
por la paz ha estado presente a lo largo 
de la historia de los acuerdos de paz y 
diálogos con las insurgencias en el país. 
Sin embargo, esta ha tenido matices y ha 
partido de premisas distintas, e incluso, 
se ha visto asociada más a ciertas 
categorías que a otras. Ejemplo de ello 
es que el proceso con los paramilitares, 
el cual se pensó más en perspectiva 
de justicia, mientras el actual proceso 
de paz con las FARC, se asoció más al 
discurso de la paz sin impunidad”. Si 
bien esto es interesante, no es lo más 
relevante dentro de la reflexión, en 
tanto que actualmente nos enfrentamos 
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a un proceso de implementación de los 
acuerdos de paz que requiere no solo 
un seguimiento constante por parte de 
las plataformas de la sociedad civil, 
las ONG, cooperación internacional y 
movimientos sociales, sino que, además 
nos plantea hacer un llamado de atención 
sobre la situación que diariamente 
viven los líderes y lideresas sociales, 
que desde sus diversos territorios son 
quienes le apuestan a la construcción 
de la paz, y hoy se encuentran ante la 
amenaza inminente de perder sus vidas. 
Hasta el año 2017 170 líderes y lideresas 
han sido asesinados — según cifras de 
Indepaz (El Tiempo, 2018), y en lo 
que va del año 2018, al 31 de enero, 21 


líderes sociales más perdieron su vida. 
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La participación no puede limitarse entonces a la acción del voto, 
sino que esta es multidimensional y se asocia a los ámbitos social y 
económico. Lo anterior significa que el acto de participar no involucra 
únicamente la relación individuo/colectividad y Estado. 

A esto se suman experiencias previas como el Mandato Ciudadano por la 


paz, que, a través de estrategias de incidencia, logró posicionar puntos 
claves en la agenda de negociación (El Tiempo, 1998b.; Cinep/PPP, 
2016). 

Aquí es pertiente resaltar el papel que la sociedad civil ha tenido en 
otros procesos de paz a nivel internacional, como es el caso de las plata- 
formas generadas por parte de la Conferencia de obispos líderes religi- 
osos musulmanes (Ulama) en Filipinas, como un espacio de recolección 
de voces para la creación de una agenda de paz (García, 2010). 

Este 25 % representa casi el doble del promedio de acciones registradas 
en casi 30 años. 

Entre 2002 y 2006 las acciones de la sociedad civil duplicaban a aquellas 
convocadas por la institucionalidad, mientras que entre 2012 y 2016 la 
relación disminuyó a 1.6, creciendo la participación del Estado como 
convocante de acciones. 

Muchas de las acciones colectivas por la paz fueron convocadas por 
la misma institucionalidad a través de foros, campañas educativas, 
encuentros, entre otros. 

Si bien se habló bastante sobre justicia en este acuerdo, este no se asoció 
únicamente a lo punitivo. La paz sin impunidad es la bandera de todos 
los candidatos —de entonces y de ahora. 
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Nenómeno de fenómenos: 


Comentarios sobre 
los contextos de 
inseguridad para el 
liderazgo social 


Por: Camila Carvajal Oquendo* 


Lo que se sabe del tema 


ada día empeoran las agre- 

siones contra líderes y lide- 

resas sociales. Aunque no 

todos son vulnerables de la 

misma forma ni por las mis- 
mas razones, su indefensión depende 
de condiciones concretas que han veni- 
do siendo descritas y denunciadas por 
organizaciones sociales, observatorios, 
instituciones del Estado y medios de co- 
municación. 

Además, el seguimiento a los casos 
muestra que el fenómeno está relati- 
vamente concentrado territorialmente 
-aunque haya habido asesinatos en casi 
todo el territorio nacional— y que con- 
tinúa intensificándose. Así, la reciente 
oleada de crímenes comenzó a ser visi- 
ble en la agenda pública hace dos años, 
cuando los asesinatos selectivos aumen- 





Partiendo de considerar las características conocidas de las agre- 
siones a líderes sociales, se subraya aquí la importancia de com- 
prender los contextos en los que estas personas son vulnerables 
y las modalidades de violencia ejercidas en su contra. En ese 
sentido, se sugieren algunos razonamientos útiles para compren- 
der los diferentes fenómenos que subyacen a dichas agresiones. 
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taron en regiones como Cauca, Antio- 
quia, Nariño, Valle, Chocó, Córdoba y 
Norte de Santander, mientras los ho- 
micidios asociados al conflicto armado 
continuaban en descenso, como conse- 
cuencia de los gestos de desescalamien- 
to previos al cese al fuego definitivo en- 
tre el Gobierno y las Farc. 

Al dirigir la mirada a la situación de 
seguridad de los líderes, se evidenció 
que las amenazas son constantes y 
reiteradas. También que estas ocurren 
con mayor frecuencia que los asesina- 
tos selectivos, y que se realizan por 
medio de panfletos, llamadas y mensa- 
jes intimidantes. Aunque varios de los 
líderes fueron amenazados y contaban, 
al momento de su muerte, con medidas 
de protección otorgadas por la Unidad 
Nacional de Protección, muchos de 
ellos no habían recibido advertencias 
previamente. 

En las amenazas se señala a los lí- 
deres, estigmatizándolos. Los panfletos 
también anticipan, en algunos casos, 
la comisión de homicidios por intole- 
rancia social y anuncian otras medidas 
de control de la población como toques 
de queda. También se sabe de casos en 
los que líderes comunales amenazados 
fueron extorsionados y presionados por 
teléfono para entregar dinero y medi- 
camentos (Entrevista a líder del Ariari, 
2017), en zonas antes controladas por 
las Farc y donde persisten hoy distintas 
expresiones de criminalidad. Las agre- 
siones son tan variadas como los perfi- 
les de los líderes vulnerados. 

Volviendo a la violencia letal, se des- 
conoce la identidad de los homicidas 
en la mayoría de los casos. A pesar de 
que existen capturas asociadas a estos 
crímenes, en general no se apunta a los 
responsables de su autoría intelectual 
(Guevara, 2018). 

Teniendo en cuenta que los líderes 
vulnerados ejercen su labor en diferen- 
tes sectores y que los homicidas son 
en su mayoría sicarios, no es posible 
establecer un patrón atado a un plan 
nacional orquestado por un único actor 
como la causa primera de estos hechos. 
Al parecer, la sistematicidad del fenó- 
meno no radica en las motivaciones de 
las agresiones, dada la aparente multi- 


causalidad de estos asesinatos, ni en el 
perfil de los liderazgos vulnerados, dada 
su diversidad. 

Queda entonces observar las formas 
de victimización y los patrones de vio- 
lencia que se evidencian, así como los 
contextos en los que tienen lugar estos 
hechos. Cierto es que no hay consenso 
sobre este aspecto y que el infecundo 
debate público que se generó sobre la 
naturaleza sistemática del fenómeno, 
descentró por varios meses la necesidad 
prioritaria de comprender sus caracte- 
rísticas en la localidad y, de este modo, 
frenar la matanza. 

El punto es que líderes sociales están 
siendo agredidos en algunas regiones 
donde el conflicto armado desescaló, y 
el desarrollo del crimen organizado ha 
desatado nuevas formas de violencia. 
Ambos fenómenos —conflicto armado y 
crimen organizado— si bien de natura- 
leza distinta, se superponen en los terri- 
torios (Shink, Wallan y Kalyvas, 2015) 
como consecuencia del reacomodo de 
distintos grupos armados en función de 
sus actividades económicas y demás in- 
tereses estratégicos. 

Los aspectos mencionados no solo se 
traducen en el incremento de la violen- 
cia selectiva, sino que además han ve- 
nido atizando crisis humanitarias, por 
ejemplo, en zonas del andén pacífico, 
producto de la disputa territorial que 
existe entre diferentes estructuras arma- 
das: desplazamientos forzados, recluta- 
miento de menores y diversas formas de 
confinamiento se agravan día a día pese 
a los esfuerzos del gobierno y de la fuer- 
za pública para detentar el monopolio 
de la fuerza en las zonas dejadas por 
las Farc. 

Mientras tanto, las economías ile- 
gales y legales se desarrollan de forma 
ininterrumpida en las regiones donde 
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El punto es que líderes sociales 
están siendo agredidos en algunas 
regiones donde el conflicto armado 


desescaló 
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persisten estas formas de violencia orga- 
nizada, así como las campañas para los 
comicios legislativos y presidenciales, 
que también hoy se adaptan con flexi- 
bilidad a estos contextos cambiantes de 
seguridad. Esta 'normalidad anormal”, 
actualmente enmarcada en nuevas con- 
diciones de orden público, muestran 
con mucha claridad las manifestaciones 
de la anomalía que define a nuestro sis- 
tema político, y refuerzan la intuición 
según la cual la violencia política se 
encuentra incorporada a la vida pública 
en el régimen democrático colombiano 
(Gutiérrez, 2012). 


Sobre los contextos 
de inseguridad 


El énfasis dado al hecho concreto en 
la investigación de los casos de asesina- 
tos ha resultado poco eficaz al momento 
de delimitar sus móviles (Verdad Abier- 
ta, 2017). Ante ese escenario, parece un 
acierto insistir en la comprensión de los 
contextos en los cuales estas formas de 
violencia tienen lugar. Esta perspectiva 
insta a reflexionar, a partir de las con- 
diciones específicas de los territorios y 
las interacciones de los actores que allí 
habitan, cuáles serían las alternativas 
de protección realmente viables para los 
líderes y las comunidades a las que per- 
tenecen, y cuyos intereses en principio 
defienden o representan. 

Partir de la observación de estas in- 
teracciones entre los actores de la loca- 
lidad, invita a no ceder a la tentación de 
generalizar sobre fenómenos temporal 
y geográficamente limitados. Esta invi- 
tación parte, por lo menos, de dos pre- 
misas: la primera es que las formas de 
violencia organizada en Colombia han 
sido una expresión de cómo los espacios 
regionales se han venido configurando y 
articulando entre sí, cohesionándose in- 
ternamente e integrándose a la vida polí- 
tica y económica nacional . La segunda, 
es que la violencia puede ser empleada 
por los civiles como recurso de media- 
ción y trámite de conflictos concretos 
(Cubides, 2008; Kalyvas, 2010; Ortíz, 
2001, como se cita en González, 2015). 

En otras palabras, desde esta pers- 
pectiva, no se asume a priori un carácter 
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pasivo de los civiles en estos contextos, 
sino que más bien se exploran aquellos 
escenarios de oportunidad en los cua- 
les la violencia tiene lugar (González, 
2015). Esto implica, además, reconocer 
que la existencia de “profesionales de la 
violencia” disponibles en estos territo- 
rios, constituye la oferta de servicios de 
seguridad que puede ser utilizada por 
quien lo demande y pueda pagarlo, ase- 
gurando, para este último, la posibilidad 
de lograr conseguir un interés estratégi- 
co a un costo relativamente bajo. 

Obviamente, este reconocimiento es 
incompatible con la afirmación de que 
los asesinatos de los líderes se dan “por 
líos de faldas y linderos”, ni equivale 
a negar su carácter sistemático. Estas 
premisas invitan a recordar que un te- 
rritorio en el que “el Estado tiene serias 
dificultades para penetrar y regular la 
vida social, es terreno fértil para la ger- 
minación de disputas violentas por su 
control, y para que predominen vías no 
estatales de solución de los conflictos” 
(CNMH, 2016, p. 84). 

De este modo, el énfasis en los con- 
textos parte de suponer que los móviles 
de las agresiones contra los líderes se 
inscriben en las condiciones de las zo- 
nas donde (i) los órdenes regulatorios 
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(...) cuáles serían las alternativas 
de protección realmente viables para 
los líderes y las comunidades a las 
que pertenecen 


Y 


han sido recientemente alterados, (11) la 
violencia es un recurso relativamente a 
la mano para resolver conflictos, y (111) 
existen disputas estructurales no resuel- 
tas que han sido causa del conflicto y de 
su prolongación en la localidad (Gam- 
betta, 2007), que se hacen manifiestas 
luego del desescalamiento de la violen- 
cia asociada al conflicto armado (Revis- 
ta Semana, 2015). 

Ahora bien, los incumplimientos 
en la implementación de los acuerdos 
de paz, las fallas en las primeras fases 
del proceso de reincorporación de los 
excombatientes -que en parte explican 
la consolidación de varios grupos 
disidentes- y el reacomodo -en función 
de las economías ilegales- de los demás 
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grupos armados organizados existentes 
en las zonas antes controladas por 
las Farc, remiten a las dimensiones 
económica y política de las problemáticas 
en cuestión, cuya principal expresión 
ha sido la imbricación entre ciertas 
actividades políticas y productivas, y las 
demandas de seguridad privadas que 
estas exigen para su funcionamiento. 

Parece necesario apuntar, entonces, 
a las condiciones que generan 
estos contextos de vulnerabilidad, 
para comprender los escenarios de 
oportunidad en los cuales la violencia 
política se manifiesta. 


Los liderazgos más vulnerables, 
los escenarios de oportunidad 
y los repertorios de violencia 


Si se miran los perfiles de los líderes 
agredidos y los repertorios de violencia 
usados, surgen dos preguntas: ¿En qué 
momento y por qué razón un líder so- 
cial se convierte en objetivo militar? Y 
¿qué nos dicen las formas en las que se 
materializan las agresiones no letales de 
las que los líderes son víctimas? 

Existe un consenso relativamente 
generalizado entre quienes hacen segui- 
miento a esta ola de violencias. n que 
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últimamente los líderes más propensos 
a sufrir algún tipo de agresión son los 
que (i) denuncian la presencia de gru- 
pos armados en sus territorios, proveen 
información sobre su accionar o lo con- 
trovierten públicamente, (ii) impulsan 
la sustitución de cultivos ilícitos o la 
implementación de los acuerdos de La 
Habana, (iii) se oponen a las economías 
extractivas, y/o (iv) reivindican sus de- 
rechos sobre el territorio. 

Es decir que no son los líderes socia- 
les en general o en abstracto quienes 
son más vulnerables, sino aquellos que, 
independientemente del tipo de lideraz- 
go que ejerzan, cuestionan los intereses 
de los adversarios que compiten en la 
actualidad por la construcción de un 
nuevo orden local en las zonas actual- 
mente disputadas. 

También parece haber un consenso 
en que las maneras en que se mate- 
rializan las agresiones evidencian una 
tendencia, unos patrones de violencia 
que convergen independientemente de 
quién sea el actor responsable de los he- 
chos. En ese sentido, es importante no 
perder de vista que la persecución de la 
que son víctimas los líderes no implica 





únicamente el uso de violencia letal, y 
es por eso que aquí se insiste en que 
hacer énfasis en este tipo de violencia 
resulta insuficiente para definir los pa- 
trones de estas agresiones. 

Por otro lado, la declaración de un 
objetivo militar denota la existencia de 
una intención y lleva a presuponer que 
la violencia en contra de la víctima es 
ordenada y estratégica. También vale la 
pena tener en cuenta que los patrones 
de violencia convergen entre actores 
que tienen incentivos análogos; los re- 
pertorios y las técnicas de la violencia 
dependen de la ideología, los objetivos 
y la estructura organizacional de los ac- 
tores armados (Wood y Gutiérrez, 2016). 


Multicausalidad no equivale a intrata- 
bilidad. Analizar en los contextos locales 
las causas y tendencias de estas formas 
de violencia puede dar luces para mejo- 
rar el diseño de estrategias para mitigar 
la problemática. Lo anterior, sin obviar 
que el desempeño de las instituciones 
depende del contexto social e histórico 
en el que ellas operan, así como el he- 
cho de que existen aspectos derivados de 
estas capacidades reales de las institucio- 
nes que explican las fallas en las estrate- 
glas hasta ahora utilizadas para prevenir 
nuevas afectaciones. 

Por supuesto, esto no resta respon- 
sabilidad a las autoridades competentes 
de atender estos casos, sino que, más 
bien, invita a pensar en cambiar las es- 
trategias de protección que han sido im- 
plementadas como fórmulas repetidas, 
a pesar de sus estrepitosas, evidentes y 
reiteradas insuficiencias; comenzar por 
fortalecer las estrategias de protección 
colectiva y los mecanismos de resolu- 
ción de conflictos en la localidad, po- 
drían ser alternativas útiles. 
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Por otro lado, no es coincidencia que 
existan estos patrones de violencia en 
el escenario del posacuerdo. Además 
de las condiciones derivadas del reaco- 
modo de los actores armados, la partici- 
pación de los líderes en los escenarios 
diseñados en los acuerdos de La Haba- 
na los ha hecho más visibles al generar 
nuevos canales de comunicación entre 
comunidades históricamente excluidas 
y el Estado. Esto, a su vez, ha aumenta- 
do los riesgos de los líderes que partici- 
pan de estos espacios. 

Resta decir que se trata de un proble- 
ma sistémico que hace necesario diseñar 
soluciones sistémicas y progresivas: más 
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Son varios los informes que han denunciado y de- 
scrito las características y consecuencias de esta 
oleada de asesinatos. Además de los emitidos por 
el programa Somos Defensores, Indepaz, Cinep/ 
PPP, la CCJ, el Observatorio de Restitución y Reg- 
ulación de Derechos de Propiedad Agraria, la De- 
fensoría del Pueblo ha emitido numerosas alertas 
tempranas y dos informes consolidados a propósi- 
to de la problemática. 

Cauca, Antioquia, Norte de Santander, Nariño, Valle 
del Cauca y Chocó (Defensoría del Pueblo, 2018). 
Siendo marzo de 2018, la organización Somos Defen- 

sores lleva un registro de 18 casos de líderes ase- 

sinados, Indepaz de 24 y la Fundación Paz y Rec- 

onciliación de 17 (Semana, 2018; Indepaz, 2018). 
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casos, las características de los contextos 
en los que estos tienen lugar y las conse- 
cuencias que tienen estas agresiones en 
la vida de los líderes, sus familias, comu- 
nidades y organizaciones. Este ejercicio, 
más que contribuir con la naturalización 
de estas formas de violencia, podría ser 
una contribución en la lucha contra la in- 
diferencia y la creciente opacidad moral 
que también se encuentra en las raíces 
de esta ya tradicional sangría. 


Investigadora del Equipo Conflicto, 
Estado y Desarrollo del Cinep/PPP. 


(Cerac) indica que en el 2015 los asesinatos selec- 

tivos aumentaron un 35 % con respecto al 2014. 

Más de la mitad de los asesinatos cometidos entre 
2009 y 2016 registrados por el programa Somos 
Defensores, sucedieron en zonas rurales (54 %) 
y ocurrieron mientras los líderes se desplazaban 
o estaban en sus casas (33 % y 25 % respectiva- 
mente). 

En el año 2017 el programa Somos Defensores reg- 
istró 370 casos de amenazas a líderes y lideresas 
(Somos Defensores, 2018). 

De los 51 líderes asesinados reportados por el 
SIAADHH entre enero y junio de 2017, 9 fueron 
amenazados previamente (Somos Defensores, 20 
y) 

76% según la Fiscalía (El País, 19 de febrero de 2018). 

De los 253 casos reportados —entre 2016 y el 9 de 
febrero de 2018— se ha logrado el esclarecimiento 
PRESEN A NIE 
condenatorias en la jurisdicción ordinaria, 4 en la 
jurisdicción especial indígena, 44 se encuentran 
en juicio, 25 en etapa de investigación, 15 en in- 
dagación con orden de captura vigente y un caso 
fue archivado por conducta atípica (El Espectador, 
2018). 

Esto permite construir explicaciones a la variabili- 
dad en la intensidad y modalidades de la violencia 
(González, 2014). 

Ejemplos de esto han sido la agroindustria y la 
colonización empresarial, en disputa por tierras 

y territorios con la colonización campesina en 
las zonas de frontera agraria; el narcotráfico y las 
diferentes etapas de su cadena productiva que, 
además, tienen expresiones regionales diferentes; 
y finalmente, la minería ilegal, el contrabando, la 
gasolina y la explotación ilegal de los oleoductos 
(CNMH, 2016). 

Observatorio de Restitución y Regulación de Dere- 
chos de Propiedad Agraria presentó una base de 
datos en la cual se registran episodios de violen- 
cia letal contra líderes rurales entre 2005 y 2015. 
A partir del análisis de la información compilada, 
el Observatorio sostuvo que dicha violencia está 
asociada a las siguientes variables a nivel munic- 
ipal: presencia de grupos herederos del paramili- 
tarismo, desigualdad en la tenencia de la tierra y 
Necesidades Básicas Insatisfechas, así como con 
economías políticas legales e ilegales y un con- 
junto de variables relacionadas con herencias del 
conflicto armado como lo son el acumulado de 
secuestros y masacres. 
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perspectivas de 


Por: Andrés Aponte* 


a ha transcurrido más de un 

año desde que el Ejército de 

Liberación Nacional -ELN, 

de ahora en adelante- y el 

gobierno presidido por Juan 
Manuel Santos decidieron entablar una 
ronda de diálogos en Quito, Ecuador, 
para llegar a una solución negociada y a 
la terminación del conflicto armado. 

No obstante, con el paso del tiempo, 
y si tenemos en cuenta que el proceso 
con las FARC duró más de seis años, se 
observa que el desarrollo de estos diá- 
logos está más que naufragando porque 
carga a cuestas problemas estructurales y 
coyunturales que hoy ponen en tela de 
juicio su viabilidad. De paso, este desa- 
rrollo parece, por una parte, confirmar la 
retórica elena según la cual es imposible 
negociar con el gobierno a pesar de su 
“inquebrantable disposición y buena vo- 
luntad”. Y por otra, validar el argumento 
de la derecha, que se resume en la idea 
de que el ELN carece de voluntad para 
buscar una salida negociada del conflicto 
y no renuncia a su estrategia tradicional 
de seguir conversando indefinidamente 
sin concretar acuerdo alguno. 

Pero conviene ahora preguntarse cómo 
se llegó a este punto y cuáles son las cau- 
sas que lo explican. A propósito de la 
muerte de la Mesa de Quito, aludiendo al 
escenario más pesimista, o a su aparen- 
te agonía, ¿cuáles serían las perspectivas 
militares y políticas del ELN en el territo- 
rio nacional? ¿Qué explica la ambiguedad 
de esta guerrilla en materia de paz? ¿Cuá- 
les serían sus capacidades organizativas 
e institucionales para afrontar este nuevo 


guerra y paz 


escenario? Y, por consiguiente, ¿cuál sería 
la postura del poder central en materia 
contrainsurgente? 

A estas preguntas pretende dar res- 
puesta el presente artículo cuya estructu- 
ra se propone en tres partes. La primera 
habla de los problemas estructurales y 
coyunturales de la Mesa de Quito; la se- 
gunda trata de explicar la posible postura 
que asumirá el ELN de cara al futuro y 
los retos que ello le plantea para su or- 
ganización interna; y la tercera y última 
se refiere a las implicaciones que tendría 
para esta guerrilla seguir en armas; afron- 
tar la intervención directa del Estado en 
sus zonas de influencia, luego de que el 
principal enemigo del Estado —Las Fuer- 
zas Armadas Revolucionarias de Colom- 
bia -(FARC-EP)— dejaran las armas. 


Los problemas de la Mesa 


Con el inicio de la ronda de conver- 
saciones entre el ELN y la administra- 
ción Santos, el entusiasmo que suscitó 
la Mesa dentro de amplios sectores de la 
opinión pública fue escaso, por no decir 
nulo. No solo había un cansancio de ella 
frente al proceso de la Habana, sino que 
también el tema del conflicto armado 
había dejado de ser una preocupación 
central dentro los marcos cognitivos de 
los colombianos. Sobre todo, porque se 
trataba de negociar con un grupo cuyo 
impacto y accionar se había reducido, 
en los últimos años, a zonas periféri- 
cas del país: Chocó, Pacífico Nariñense, 
Arauca, Catatumbo, etc. 

A este poco interés se sumó la equí- 
voca e incierta estrategia del Gobierno 





para negociar: no solo mostró escaso co- 
nocimiento de qué es realmente el ELN, 
es decir qué tipo de guerrilla es, cuál su 
estructura interna y organizativa y cuá- 
les sus mecanismos de toma decisiones, 
etc., sino que, además, replicó la misma 
estrategia de negociación implementada 
con las FARC-EP. El mejor ejemplo es el 
carácter “cerrado” de la Mesa, una es- 
trategia que resultó en La Habana, pero 
en Quito muestra una evidente contra- 
dicción con el carácter asambleísta y po- 
pulista de esta guerrilla que quiere que 
toda la “sociedad civil” haga parte de la 
negociación. 

Por otra parte, no todo el ELN estuvo 
de acuerdo con la lectura que hacían los 
partidarios de la negociación. Una buena 
parte del grupo se distanció, tanto de la 
evaluación que habían hecho de la situa- 
ción interna de la guerrilla, como de la 
realidad del país. Este hecho explica que 
si bien el voto por la paz ganó al interior 
del Comando Conjunto Central (COCE), 
fue una victoria pírrica, ya que el margen 
fue igual de estrecho que el de la victoria 
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del No en el Plebiscito: —51 % a favor 
vs. 49 % en contra—, lo anterior según 
cálculos de Carlos Velandia, anteriormen- 
te conocido como “Felipe Torres” (Cinep/ 
PPP, 2017). 


En este orden de ideas, el sector gue- 
rrerista se ha posicionado como un palo 
en la rueda a la hora de plantear avances 
y acuerdos, esto por dos razones. En pri- 
mer lugar, los delegados de esta guerrilla 
se han visto obligados a consultar cada 
paso y movimiento, ello ha evidenciado 
las dificultades que tiene este grupo en 
lo concerniente a la acción colectiva. Esto 
se debe a la precariedad estructural de su 
liderazgo y a los problemas de represen- 
tatividad de la comandancia. 

En segundo lugar, para estos secto- 
res duros dentro del COCE y de algunos 
simpatizantes de ellos en la sociedad ci- 
vil, los diálogos de Quito significan una 
claudicación y un reconocimiento de su 
derrota por contrato. Esta percepción se 
ve fortalecida por el escaso avance de la 
implementación de los Acuerdos de La 
Habana, el largo, tortuoso y a veces tram- 
poso paso de estos por el Congreso y los 
asesinatos sistemáticos de algunos líderes 
sociales cercanos a la Fuerza Alternativa 
Revolucionaria del Común (FARC). 

Pero esto no es todo, la agenda de paz 
planteada por el ELN no es realista con 
su situación actual, no solo quieren hacer 
parte del juego democrático, sino tam- 
bién pretenden hacer la revolución por 
contrato. A diferencia de las FARC, quie- 
nes negociaron y pactaron su entrada a 
la vida civil en respuesta a su experien- 
cia histórica concreta —luchas agrarias y 
participación política—, el ELN, con esta 
negociación, pretende cambiar la idea de 
Estado, de modelo económico y de desa- 
rrollo. Algo que no corresponde con su 
correlación de fuerzas con el Estado. 

Los factores antes mencionados ex- 
plican por qué no se ha avanzado en 
los puntos agendados, por el contrario, 
el proceso ha redundado en un estanca- 
miento de los diálogos y acuerdos: por un 
lado, el gobierno exige que esta guerri- 
lla cese sus acciones armadas para reto- 
mar los diálogos; y por el otro, el ELN, 
evidenciando su incapacidad política de 
negociar, busca ganar terreno en la Mesa 
haciendo uso de la violencia. 
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En otras palabras, el ELN ha estado 
buscando imponerse y lograr avances 
por medio de las armas frente a su poca 
capacidad y olfato político. De ahí el des- 
pliegue de su tradicional método de lucha 
armada para lograr su cometido: el llama- 
do a realizar un paro nacional, que de na- 
cional solo tuvo el nombre, pues lo que 
ocurrió fue lo mismo de siempre: voladu- 
ras de oleoducto, saboteo a la infraestruc- 
tura vial, incineración de vehículos de 
carga y transporte; o acciones como las 
de Barranquilla y Soledad, en Atlántico, 
donde detonaron artefactos explosivos en 
tres estaciones de policía (El Espectador, 
2018); o el más reciente, un ataque a un 
convoy militar que se dirigía a custodiar 
la frontera en Norte de Santander, en el 
que murieron cinco militares (Revista Se- 
mana, 2018). 


De cara al futuro: ¿de la toma 
del poder a la resistencia? 


Es bien sabido que el ELN ha tenido 
una serie de luchas y purgas internas 
históricas por la falta de consenso y ho- 
mogeneidad dentro de sus filas en torno 
a las vías revolucionarias, la vigencia de 
la lucha armada, entre otras. De acuerdo 
con esto, se creyó que el llamado Replan- 
teamiento —años setenta— y el Primer 
Congreso —1986— habían acabado total- 
mente o por lo menos habían aminorado 
dicha tendencia; no obstante, a lo largo 
de los años noventa y hasta el presente, 
se ha hecho patente la permanencia de 
dicha realidad y condición estructural de 
esta guerrilla. 

No solo hay comandantes que se 
oponen abiertamente a la paz, también, 
desde el comienzo, algunos frentes apro- 
vecharon esta coyuntura para obtener 
protagonismo dentro del COCE, al des- 
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acatar los mandatos por la paz o al uti- 
lizar a retenidos políticos como carta de 
juego —por ejemplo, el caso de Odín 
Sánchez, exsenador de la República— y 
como forma de reposicionamiento al in- 
terior de la organización (La silla Vacía, 
2018). 

Ahora, teniendo en cuenta la condi- 
ción estructural de esta guerrilla, ¿qué 
futuro le espera si se acaba la Mesa de 
Quito?, algo que es muy probable, en tér- 
minos militares y perspectiva armada. 

Una de las tesis esgrimidas en ciertos 
sectores es que el ELN va afrontar todo 
el peso y capacidad militar del Estado, 
ya que este podrá concentrar mejor sus 
esfuerzos sobre esta organización porque 
las FARC—EP dejaron de existir como gue- 
rrilla. Ahora, para el Estado esto supon- 
dría un reajuste de sus esfuerzos contra- 
insurgentes, ya que la lucha contra una 
guerrilla como las FARC—EP, donde existe 
una diferenciación clara entre grupos ar- 
mados y población civil, es distinta a la 
lucha contra el ELN, donde sus comba- 
tientes pueden ser de medio tiempo, es 
decir, durante la noche pueden ser guerri- 
lleros y durante el día jornaleros, líderes 
sociales o incluso un trabajador estatal. 

¿Cuál es el punto al que quiero llegar? 
Que, sin duda, debido al carácter organi- 
zativo del ELN, este puede abalanzarse 
sobre sus bases sociales y las poblaciones 
que están insertas en el territorio de do- 
minio; una Ola represiva que no distinga 
claramente entre unos y otros. 

Esto no solo rompería sus lazos con 
sus bases sociales, como sucedió en el 
pasado cuando fueron ellas la carne de 
cañón, concretamente con lo sucedido en 
el sur de Bolívar con la entrada paramili- 
tar de mediados de los años noventa; sino 
que, además, llevaría a la victimización 
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de personas inocentes. Sobre todo, en lu- 
gares donde el apoyo de la población civil 
resulta vital, como en Arauca o Catatum- 
bo, ya que la historia del Chocó o Cauca 
es distinta y muestra otra dinámica: la 
imposibilidad de esta guerrilla de conec- 
tarse con los locales, lo que, a su vez, ha 
traído la consecuencia nefasta del asesi- 
nato de líderes de organizaciones sociales 
y autoridades indígenas que se oponen 
a sus políticas (El País, 2017; Agencia de 
Prensa Rural, 2018). 

Otro escenario, menos dramático, pero 
con resultados más imprevisibles es la 
supuesta adopción del carácter y postura 
de resistencia que al parecer acogió esta 
guerrilla en su V Congreso, en 2015. ¿Por 
qué? Esto revela no solo la autoimagen 
distorsionada que tienen como grupo, 
sino también la proyección de escenarios 
fantasiosos y autoreferenciados. 

¿Qué quiere decir lo anterior? Respec- 
to al primer punto, que la adopción, por 
esta guerrilla, de una estrategia de resis- 
tencia no solo está traicionando la voca- 
ción natural de una estructura armada 
—la toma del poder por vía de las armas, 
como se pueden encontrar en los clási- 
cos sobre el tema como Mao Tsé Tung y 
el mismo Ernesto “Che” Guevara—, sino 
que, a la vez, está reconociendo ya la de- 
rrota estratégica de su proyecto armado, 
pues está mostrando que ya no es posible 
avanzar hacia otro tipo de guerra —movi- 
mientos, posiciones, etc. 





La simple idea de resistir muestra una 
voluntad de persistencia sin considerar el 
contexto ni la coyuntura; al igual que evi- 
dencia un horizonte militar trunco, en el 
cual sobrevivir, sin importar los medios 
ni los costos, sería la nota que guiaría la 
nueva apuesta —nada— estratégica del 
ELN. Algo que estaría en muy en su línea 
cristiana milenarista: el valor real para 
los elenos no es la capacidad de tener 
éxito político y militar, sino los valores 
religiosos como la entrega, el sacrificio 
(Salazar, 2017). 

Y por lo que se observa, y nada lleva 
a creer que cambiará, es que consideran 
que los ataques que realizan en zonas pe- 
riféricas les permite abrirse campo en la 
política nacional. Pero olvidan que estos 
actos no solo generan más repudio, sino 
que además su relevancia es de segundo 
o tercer plano en la actualidad. De hecho, 
una pregunta que deberían plantearse es 
¿a quién le importa el ELN?. 

En efecto, esto tiene relación con la 
imagen distorsionaba que tiene de sí 
misma, pues, con relación a cómo se re- 
presentan, no hay mejor referencia que 
la expresión que utiliza Carlos Velandia 
para referirse al ELN. Según este analista 
el ELN es como el niño que va a una fe- 
ria y entra al cuarto de los espejos, ahí se 
encuentra no solo con que su imagen se 
distorsiona cuando se ve a sí mismo, sino 
que, además, siempre termina analizán- 
dose en aquel espejo que lo hace ver más 
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grande y fuerte de lo que en realidad es 
(Diálogos Cinep/PPP, 2018). 

Esto explica que (i) muchos de sus 
integrantes, incluidos sus mandos, sigan 
considerando que el tiempo no solo co- 
rre a su favor, sino que también les hace 
plantearse escenarios de crecimiento mi- 
litar y mayor vinculación civil al proyecto 
armado (Revista Simacota, 2015); y, (11) 
lo anterior incide en que sobrevaloren su 
capacidad militar. 

En efecto, la columna de opinión de 
Alejandro Reyes La encrucijada con el 
Eln (2018) es muy aguda al señalar que 
lo bueno del paro armado del ELN era 
que se iba a saber, como ocurrió con el 
Clan del Golfo, cuáles eran sus zonas 
reales de influencia y su verdadera capa- 
cidad militar. 

El resultado saltó a la vista, volvieron 
a hacer lo que saben hacer y pueden ha- 
cer: volar puentes, atentar contra oleo- 
ductos, una bomba panfletaria, quemar 
varios vehículos de carga y nada más 
(Reyes, 2018). 

Ahora, esto no niega que este grupo 
haya aumentado el número de personas 
en sus filas; en efecto, de eso no hay 
duda, y los tiempos de la paz han sido 
utilizados para ello, así como para recom- 
poner sus fuerzas en algunos escenarios 
regionales. 

En efecto, este proceso se ha llevado 
a cabo por varias rutas: en primer lugar, 
reclutando menores en sus zonas de pre- 
sencia; en segundo lugar, incorporando 
personas migrantes del país hermano — 
Venezuela—; y en tercer lugar, reciclando 
antiguos combatientes farianos, quienes 
por causa del fracaso de la implementa- 
ción del Acuerdo de Paz y algunas muer- 
tes violentas de sus excompañeros, han 
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ingresado a filas elenas buscando refu- 
glo; algo que sin duda puede ser prove- 
choso por su experiencia en el combate 
y disciplina militar en comparación con 
los combatientes de esta guerrilla. 

Con respecto a la recomposición de 
fuerzas, el ELN ha entrado a copar es- 
pacios vacíos que dejaron las FARC, 
particularmente en zonas del Pacífico 
nariñense, Chocó, Catatumbo, Sur de 
Bolívar, etc. La nota singular es que lo 
han hecho aprovechando la falta de re- 
gulación que dejó la extinta guerrilla so- 
bre la economía de la coca. 

Lo descrito anteriormente es la cara 
amable de dicho proceso, pues este 
asunto tiene otro revés: la entrada de 
nuevos hombres, exigidos por esta ex- 
pansión militar y territorial. Esto, en el 
futuro mediato, le va plantear al ELN un 
gran reto de carácter organizacional e 
institucional, ya que se si el proceso de 
reclutamiento acontece de forma desor- 
ganizada, este conllevaría problemas de 
acción colectiva y disciplina interna a di- 
cha guerrilla; sobre todo en zonas donde 
predominan las economías ilegales. 

En el mejor de los escenarios, le po- 
dría ocurrir algo similar a lo que le su- 
cedió a las FARC cuando bajó sus filtros 
de reclutamiento en los años noventa: 
el ingreso de combatientes mal califica- 
dos, con poca convicción y vínculo con 
la estructura armada, hicieron que los 
nuevos combatientes terminaran por 
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desvincularse cuando el fragor de la 
guerra se sintió en su grado máximo. De 
esta manera, muchos de los desertores 
terminaron proveyendo de información 
logística y militar de la guerrilla a los 
organismos de inteligencia del Estado; 
hecho que explica en parte el éxito de la 
estrategia de desvinculación durante el 
gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002- 
2010) (Aponte, 2017). 

Y en el peor de los casos, puede dar 
lugar a un proceso de criminalización 
interna parecido al que tuvo lugar con 
el Ejército Popular de Liberación (EPL), 
en el cual cada estructura, comandante 
o combatiente, debido a la falta de un 
comando unificado y poca capacidad in- 
fraestructural del ELN para mantener la 
disciplina de sus combatientes, terminó 
persiguiendo intereses personales o aso- 
ciados economías ilícitas. 


Los retos del Estado en 
materia de contrainsurgente 


Para cerrar este artículo, señalaré 
brevemente los retos que tiene el Es- 
tado para ejecutar de manera certera 
su estrategia contrainsurgente. En pri- 
mer lugar, el Estado y sus Fuerzas Mi- 
litares deben ser conscientes de que la 
estrategia utilizada para combatir a las 
FARC-EP no solo es obsoleta para esta 
guerrilla, sino que además puede aca- 
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...el ingreso de combatientes mal 
calificados, con poca convicción y 
vínculo con la estructura armada, hi- 
cieron que los nuevos combatientes 
terminaran por desvincularse cuan- 
do el fragor de la guerra se sintió en 


su grado máximo. 


rrearle problemas graves de legitimidad 
y victimización indiscriminada dentro 
de los civiles. 

No sobra recordar lo que se dijo so- 
bre las diferencias entre los combatien- 
tes farianos y elenos en cuanto al tiem- 
po de dedicación a las armas, ya que 
esto también tiene relación con la forma 
como se estacionan en el territorio, pues 
a diferencia de las FARC, el ELN no se 
refugia ni se abastece en zonas campa- 
mentarias alejadas de la población civil; 
todo lo contrario, están estrechamente 
involucrados en ella. Eso hace obsole- 
ta la estrategia área -bombardeos-, que 
fue tan efectiva anteriormente, y genera, 
además, víctimas no vinculadas al con- 
flicto, como ya sucedió en el Chocó (El 
Colombiano, 2018). 

Al respecto, Camilo Echandía escla- 
rece, de forma aguda, la estructura or- 
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ganizativa de esta guerrilla: *como no 
funciona como un ejército, sino como 
una serie de redes clandestinas, el ELN 
es invisible para las Fuerzas Militares” 
(La Silla Vacía, 2018). 

Pero esto no es todo, la estrategia de 
dar de baja a cabecillas, como objetivos 
de alto valor, es más que complicada, 
pues muchos de ellos se encuentran 
refugiados en Venezuela, por lo tanto 
una intervención militar al estilo del 
gobierno de Uribe Vélez -como sucedió 
en Ecuador con el bombardeo al campa- 
mento de Raúl Reyes- sería motivo para 
una declaración de guerra abierta contra 
el país vecino. 

Así las cosas, la mejor estrategia sería 
una recuperación integral del territorio 
en el que el Estado despliegue no solo 
su institucionalidad, sino también un 
examen cuidadoso y concreto que res- 
ponda a la pregunta cuáles son las ofer- 
tas regulatorias que ofrece esta guerrilla 
y que le son útiles a algunos habitantes. 
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En efecto, este diagnóstico le permitiría 
mejorar la oferta de esos servicios y de 
paso se cerraría la oferta de “bienestar” 
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suele creer. La lucha armada no solo ha 
sido abandonada en la mayor parte del 
mundo y, en particular, en esta parte del 
hemisferio, como una manera de acce- 
der al poder, sino que, además, por las 
lecturas introspectivas que tiene esta 
guerrilla de sí misma y de la situación 
nacional, pueden llevarla a un proceso 
de descomposición interna o de derrota 
estratégica en sus zonas tradicionales 
como Arauca; no en vano deberían te- 
ner -más que vivo- el recuerdo del sur 
de Bolívar. 


*Andrés Aponte: 
Coordinador de la línea Conflicto, Estado y 
Desarrollo del Cinep/PPP 
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candidatos 


Por: Federico Corredor* 
y Jorge Iván González** 


Temor a BOE CIT lo que se piensa 


== l análisis de la posición que 
- tienen los candidatos frente 
a los impuestos está relacio- 
nado con una dificultad: la 
reticencia a expresar sus ver- 
de propósitos en el tema tributario 
frente a la opinión pública. En general, 
durante la campaña tratan de minimi- 
zar el costo que tendrían las medidas 
impositivas. Al mismo tiempo, a los ciu- 
dadanos se le dice que no hay de qué 
preocuparse por la mayor tributación. 
Los candidatos reconocen que es nece- 
sario reducir la brecha fiscal, y por ello 
afirman que tratarán de reducir el défi- 
cit público. Se acepta la conveniencia de 
aceptar los principios de la regla fiscal, la 
cual busca disminuir el saldo de la deuda 
del gobierno central. 

Con el propósito de conciliar los in- 
tereses de los votantes y las angustias 
fiscales, los candidatos suelen recurrir a 
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tres comodines. El primero está basado 
en un error de diagnóstico. Se afirma, 
una y otra vez, que la tributación en Co- 
lombia es excesivamente elevada. Este 
argumento, que es falso, tiene la virtud 
de tranquilizar al votante. En el país la 
presión tributaria -la relación entre im- 
puestos y PIB- es muy baja, y a duras 
penas llega al 15 %, mientras que en los 
países de América Latina está alrede- 
dor del 20 %, y en Europa en el 45 %. 
El segundo artificio consiste en afirmar 
que no es necesario subir los impuestos 
porque las exenciones y la evasión son 
muy altas, y durante el gobierno serán 
eliminadas. Es cierto que ambas son al- 
tas, pero hasta ahora ningún gobierno 
ha logrado eliminarlas. Y, el tercer argu- 
mento, que es copiado de Donald Trump, 
parece bastante lógico: si a las empresas 
se le reducen los impuestos, el empleo, 
la inversión y la producción aumentarán. 
Y en este mundo ideal, una vez que la 


* Coyuntura electoral - 
Economía : 





as propuestas 
tributarias de los 








recuperación industrial se ha logrado, la 
situación fiscal se resolverá. Las bonda- 
des enunciadas por Trump son de corto 
plazo. Quienes ponen de ejemplo a los 
Estados Unidos olvidan que los menores 
impuestos aumentarán -aún más- el sal- 
do de la deuda pública que ha llegado al 
108 % del PIB. Un nivel sin precedentes. 

Los candidatos suelen caer en la 
tentación de recurrir a algunos de estos 
tres argumentos, o a los tres. De esta 
manera, logran un doble propósito. Por 
un lado, se presentan ante los electores 
como personas responsables en materia 
fiscal. Y, por el otro, aparecen ante el 
contribuyente como alguien bondadoso. 

Hemos elaborado un cuadro que sin- 
tetiza las principales propuestas de los 
candidatos en materia tributaria. A con- 
tinuación encontrará en color gris las 
propuestas que son repetidas por varios 
candidatos y un color diferente para cada 
candidato con el fin de identificar las que 
son exclusivas del candidato respectivo. 
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Tabla 1. Comparativo de las propuestas de los candidatos en materia tributaria 


Sergio Fajardo Humberto de la Calle 


Reducir el impuesto de renta a las Reducir los impuestos a las Reducir impuestos a las 
empresas, dejarlo en 30 % empresas que generen empleo. Disminuir la tributación a las | empresas: impuesto plano del 26 
(mejorar productividad y Que permanezcan en el 27 % o 28 empresas. % sobre las utilidades de las 
competitividad). %. empresas. 


































Ampliar la base gravable y 
aumentar el impuesto de renta a 
personas naturales con criterio 
de progresividad, el que gana 
más, que pague más. 


Aumentar la base gravable: 
que más personas tributen y 
que sea un impuesto 
progresivo. 







Exención del impuesto de renta a 
nuevos emprendimientos durante 
cinco años. 





Ampliar la base tributaria. Aumentar el impuesto predial. 














Eliminar las exenciones al 
impuesto de renta y otros tributos 
que aumentarian el recaudo en 
cinco billones de pesos. 





















10 años de exención al impuesto de 
renta a inversiones productivas en 
el campo. 


Respetar la regla fiscal para 
ganar la confianza de los 
mercados externos. 






Congelar el impuesto predial por 36 | Eliminar las exenciones no 
justificadas. 


Tasa impositiva progresiva sobre 
el patrimonio de los hogares. 























DIAN: modernización -facturas| Aumentar las tasas del impuesto 
electrónicas - contra la predial con un catastro 
corrupción y la evasión. organizado. 


Eliminar las exenciones 
tributarias. 





Regla fiscal contra cíclica. 






Gravar rentas pasivas de capital 
que no producen valor 
agregado. Rendimientos 
financieros y negociones de 
menos del 10 % de las acciones 
en bolsa de valores. 


Ampliar la base de productos 
Reformar la administración pública gravados con IVA con 
eliminando gastos innecesarios del devoluciones para los pobres. 
Gobierno. Volver al 16 % progresivamente 

con la canasta básica exenta. 


Simplificar el estatuto tributario. |  Simplificar el estatuto tributario. | Simplificar el estatuto tributaria. Simi esto tao estatuto tributario. 


Fuente: Elaboración propia. 





IVA: Eliminar el IVA durante 6 días 
al año y reducir este impuesto en un 
50 % mediante facturas y 
plataformas electrónicas para el año 
2022. 





Generalizar el IVA exceptuando 
a: canasta básica, servicios 
públicos en los estratos bajos, 
alimentos de la canasta familiar, 
medicamentos, servicios de salud 
y educación. 


Lucha contra la evasión y la 
corrupción: factura electrónica 
para atacar la evasión del IVA. 





Reducir impuestos por valor de 
20 billones de pesos. Se 
compensarían con la lucha contra 
la evasión, que se supone esta 
en los 80 billones de pesos. 


Gestión internacional contra los 
paraísos fiscales 
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Adiós al impuesto a la renta 


Los candidatos son muy tímidos en 
sus propuestas sobre el impuesto a la 
renta y a la riqueza. Vargas considera 
que el impuesto a la renta presuntiva y 
al patrimonio se debe eliminar. En cam- 
bio, de la Calle propone que la tarifa del 
impuesto al patrimonio se aumente con 
criterios de progresividad. Y siguiendo 
la línea de Oxfam, propone que haya 
una gestión internacional contra los 
paraísos fiscales. Por su parte, Petro ha 
sido explícito en la necesidad de aumen- 
tar los impuestos a los latifundios im- 
productivos. 

Ninguno de los candidatos está pro- 
poniendo, de manera explícita, aumen- 
tos en las tarifas del impuesto a la renta. 
Así que todo indica que en Colombia 
seguirán primando los impuestos indi- 
rectos sobre los directos. Nadie parece 
estar dispuesto a asumir el costo políti- 
co de anunciar incrementos en la tarifa 
del impuesto a la renta. 


En la línea de Trump 


Con excepción de Petro, los candida- 
tos consideran que se debe reducir el 
impuesto a las empresas. Vargas propo- 
ne una tarifa del 30 %, Duque del 27 
%-28 % y de la Calle del 26 %. 

Los más enfáticos en la reducción de 
impuestos son Vargas y Duque, porque 
además de la disminución de la tarifa, 
consideran que se deben hacer exencio- 
nes cuando las empresas invierten en 
maquinaria y equipo. Esta propuesta 
está en la línea del discurso que viene 
liderando Trump, y que le suena muy 
bien a los empresarios. 

No es tan evidente que la reducción 
de los impuestos sea tan conveniente 
para el desarrollo de la actividad empre- 
sarial y para el crecimiento de la eco- 
nomía. En los años setenta, cuando los 
impuestos eran considerablemente más 
altos que los actuales, la productividad 
era elevada, y la competitividad de las 
empresas de los países desarrollados 
era significativa. Gracias a los mayo- 
res impuestos, fue posible mejorar la 
infraestructura, la seguridad social, el 
capital humano, la ciencia y la tecno- 
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logía, la seguridad, la movilidad, entre 
otros. Estos bienes y servicios colectivos 
terminaron favoreciendo a las empresas 
que, gracias a la inversión del Estado, 
incrementaron su productividad y com- 
petitividad. 

Además, no hay ninguna relación di- 
recta entre cobrar menos impuestos y 
mayor inversión. Es posible que el au- 
mento de los excedentes que se deriva 
de una menor tributación termine en ya- 
tes de lujos, en apartamentos costosos 
en Miami o en paraísos fiscales. 

Petro no ha planteado una reducción 
del impuesto a las empresas, y ha sido 
enfático en la necesidad de aumentar 
el impuesto a los dividendos. Ello equi- 
valdría, entonces, a consolidar la doble 
tributación: a las empresas y a los accio- 
nistas. La posición de Vargas es comple- 
tamente diferente a la de Petro, ya que 
propone limitar el impuesto a los divi- 
dendos. Petro ha dicho, además, que se 
debe aumentar el impuesto a las reme- 
sas. La posición de los otros candidatos 
frente a los impuestos a los dividendos 
ha sido ambigua, y no han precisado lo 
que harían. 


Ampliar la base gravable 


Argumentando que la tributación está 
concentrada en pocas personas, Vargas, 
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Fajardo y de la Calle proponen ampliar 
la base tributaria de tal forma que más 
personas paguen impuestos. Fajardo y 
de la Calle consideran que se debe res- 
petar la progresividad, de tal forma que 
la tarifa vaya subiendo con el ingreso. 

La Misión de Expertos Tributarios tam- 
bién dijo que los impuestos están concen- 
trados en pocas personas. Este argumento 
no tiene mucho sentido en una sociedad 
tan desigual como Colombia, ya que si la 
concentración del ingreso y de la riqueza 
es alta, es lógico que los impuestos estén 
condensados en la parte superior de la pi- 
rámide. Desde el punto de vista político, 
es menos costoso aumentar la base que 
subir la tarifa a los más ricos. 


Impuestos a la tierra 
y al urbanismo 


Gracias a los acuerdos de La Habana, 
se comienza a reconocer la importancia 
de la modernización de los catastros y 
del impuesto predial. El catastro es la 
base para la obtención de los recursos 
fiscales municipales. De acuerdo con el 
Conpes 3870 de 2016, apenas el 12 % 
de los municipios captura valor a tra- 
vés de los instrumentos económicos de 
ordenamiento del suelo. Y el peso que 
tienen estos recursos en la estructura de 
los ingresos es relativamente pequeño. 


De acuerdo con las estimaciones que 
hace el DNP, solamente 92 municipios 
(8,35 %) han recurrido a la valorización 
y apenas 40 (3,72 %) han cobrado las 
participaciones en plusvalías. Cuando 
se toma el conjunto de municipios es 
posible inferir que en el 2015 la valoriza- 
ción equivalía al 0,13 % de los ingresos 
corrientes y la plusvalía al 0,02 %. 
Frente a los impuestos al suelo y 
al urbanismo, Vargas ha permanecido 
silencioso, y Duque ha dicho que 
congelaría el predial durante 36 meses. 
Ninguno de los dos quiere molestar a 
los terratenientes, ni tocar la pésima 
distribución de la tierra. De acuerdo con 
el censo agropecuario, la concentración 
de las unidades productivas rurales es 
altísima: el Gini es de 0,931 %. El 70,8 
% de los productores están arrinconados 
en fincas de menos de 5 ha., que ocupan 
el 3,1 % del área. Mientras tanto, el 0,2 
% de los productores están en fincas de 
más de 1.00 ha., y ocupan un 59.5 % del 
área. De la Calle y Petro han dicho que se 
deben aumentar los impuestos prediales. 


Vargas ampliaría el IVA, pero 


exceptuaría algunos bienes y servicios 
básicos. Duque ha dicho que eliminaría 
el IVA durante 6 días al año, y lo reduciría 
porque la factura electrónica evitaría la 
evasión. Fajardo también considera que 
se debe avanzar en la consolidación de 
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la factura digital. De la Calle ampliaría 
la base de los productos gravados con 
IVA, pero le haría deducciones a los 
sectores más pobres. Considera que la 
tarifa se debería volver del 19 % actual 
al 16 %, que era la que existía antes de 
la última reforma tributaria. 


Somos defensores de la vida 








LOS DERECHOS HUMANOS 


H DerechoADefender 


No blanco de guerra 


Desde el punto de vista de la ad- 
ministración tributaria, el IVA tiene la 
ventaja de que su recaudo es casi in- 
mediato. Pero tiene el inconveniente de 
su regresividad, porque los pobres ter- 
minan pagando, con respecto a su in- 
greso, relativamente más que los ricos. 


En líneas generales, aunque se reco- 


nozca que Colombia es uno de los países 
más desiguales del mundo, las campa- 
ñas no se atreven a plantear de manera 
explícita la conveniencia de mejorar la 
equidad por la vía tributaria. Además, las 
propuestas son muy temerosas y ambi- 
guas. Es claro que no se quiere perturbar 
la tranquilidad de los posibles electores. 


Autores invitados. 


Doctor en Economía, profesor de la Uni- 
versidad Externado de Colombia. [jorgei- 
vangonzalez290 gmail.com]. 


Magíster en Economía, profesor de la 
Universidad Externado de Colombia. 
[fedecorredorO gmail.com). 
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IMxtractivismo sí, extractivismo no. 
He ahi el dilema 


El medioambiente en las 








Por: Martha Cecilia García * 


inería, exploración y 
explotación de hidro- 


carburos, extractivis- 
mo, fracking, derecho 
al agua, consultas 


populares, consultas previas y calenta- 
miento global son palabras que desde 
hace casi dos décadas merecen atención 
en medios masivos y alternativos de co- 
municación. Algo más que una moda o 
una necedad ha dado lugar a debates 
intensos sobre temas medioambientales 
y ha empujado a algunas poblaciones a 
actuar en su defensa; intentan evitar el 
padecimiento de afectaciones presentes, 
evitar las futuras y apelar al principio de 
precaución. 

Por esto no resulta extraño que las 
protestas ciudadanas ocasionadas por 
temas ambientales hayan aumentado 
desde el 2000 y que más de la mitad de 
las que han sido registradas en la Base 
de Datos de Luchas Sociales del Cinep 
estén relacionadas con la exploración, 
explotación y transporte de hidrocar- 
buros y minerales, y con políticas del 


ropuestas de candidatos a 
a presidencia 2018 


“...en el fondo un discurso político electoral es una creación de len- 
guaje que no tiene realidad inmediata ante la cual verificarse. Es un 


poder ser” (Gamboa, 2018). 


sector minero-energético como distri- 
bución de regalías, determinación de 
regiones como distritos mineros, licen- 
ciamientos ambientales, consulta pre- 
via, y supremacía del orden nacional 
sobre la autonomía local. 

Debates, luchas sociales y uso de 
mecanismos constitucionales de par- 
ticipación ciudadana dan cuenta de 
que algo no funciona en el modelo ex- 
tractivista que se profundizó desde el 
inicio del presente siglo. Modelo que, 
además, durante las negociaciones de 
paz con las Farc, se hizo intocable', no 
obsante este hecho, cada vez se some- 
te más al escrutinio público y hasta en 
los encuentros públicos de candidatos 
a la presidencia ha sido puesto sobre 
la mesa. 

Por ello nos dimos a la tarea de 
explorar cuál es el “poder ser” de las 
propuestas electorales de seis candida- 
tos presidenciales -De la Calle, Duque, 
Fajardo, Londoño, Petro y Vargas Lle- 
ras- sobre medioambiente y el modelo 
extractivista. 


Todos por el desarrolllo, 
pero ¿cómo? 


Rodrigo Londoño y Gustavo Petro 
son los candidatos que han plantea- 
do la necesidad de cambiar el modelo 
de desarrollo extractivista imperante 
en el país, por razones ambientales y 
por el bienestar de la población. Una 
postura totalmente contraria sostienen 
Germán Vargas Lleras e Iván Duque, 
quienes anuncian la profundización 
del modelo extractivista basado en los 
sectores minero-energético, agroin- 
dustrial y de turismo. 

Fajardo y de la Calle se inclinan 
por un desarrollo sostenible que per- 
mita el crecimiento económico junto 
con el desarrollo social de sus ciuda- 
danos, pero que no ponga en peligro 
los recursos naturales y preserve la 
biodiversidad. Sin embargo, aunque 
reconocen los impactos negativos del 
modelo económico basado en extrac- 
tivismo, ambos están de acuerdo con 
la minería y la explotación de hidro- 
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carburos, siempre y cuando protejan 
el ambiente y cumplan con requisitos 
de responsabilidad social y de soste- 
nibilidad. 


Relaciones con la naturaleza y el 
territorio en las distintas pro- 
puestas de modelo de desarrollo 


La Fuerza Alternativa Revolucionaria 
del Común (FARC) propone una nueva 
economía política plural basada en los 
principios de prevalencia del interés co- 
mún, de justicia social, territorial y so- 
cioambiental, y de distribución del exce- 
dente producido socialmente en función 
de la materialización de los derechos 
humanos. El modelo de desarrollo que 
concibe la FARC propende por el desa- 
rrollo económico humano y no solamen- 
te por el crecimiento económico; respeta 
la propiedad privada que se articula con 
prácticas de responsabilidad social, en el 
marco del concepto de la función social 
de la propiedad que protege la Constitu- 
ción, y da cabida a formas de propiedad 
solidaria, social y comunitaria. 

La FARC plantea la construcción co- 
lectiva de relaciones armónicas con la 
naturaleza, la superación de los procesos 
de mercantilización de los bienes comu- 
nes de la naturaleza, y del desarrollismo, 
para evitar, minimizar o compensar im- 
pactos socioambientales que amenacen 
las condiciones naturales de la vida en 
todas sus formas. Y para responder a los 
propósitos del bienestar y el buen vivir 
de la población, así como al reconoci- 
miento de la identidad y de la diversidad 
cultural y regional, lo mismo que a la 
materialización efectiva del derecho al 
territorio y a las autonomías de los pue- 
blos étnicos y de las comunidades cam- 
pesinas, propone un nuevo modelo de 
ordenamiento territorial. 

Por su parte, Gustavo Petro plantea 
un modelo de desarrollo que tenga el 
agua como eje articulador -por lo que el 
cuidado de las cuencas y su reforesta- 
ción son primordiales- y se centre en los 
territorios, sus recursos, la diversidad 
cultural y los pobladores. Estos cam- 
bios profundos en el modelo económico 
permitirán enfrentar la devastación am- 
biental, la pobreza y la inequidad provo- 
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cadas por el deterioro del aparato pro- 
ductivo, industrial y agropecuario al que 
nos condujo el extractivismo, centrado 
en la explotación y exportación de petró- 
leo, oro, níquel y carbón. Entonces, pro- 
pone dinamizar la economía mediante el 
fortalecimiento de la agricultura, la rein- 
dustrialización de sectores estratégicos, 
la transición hacia energías sustentables 
y la generación de cambio tecnológico. 

Para Petro los sectores claves estra- 
tégicos de su propuesta económica son 
la agricultura y la industria en las con- 
diciones del siglo XXI: procesos produc- 
tivos descarbonizados, impulsados por 
energías limpias -solar y eólica- que mi- 
tiguen y se adapten al cambio climático 
-y democratizan el acceso a la energía-. 
Pero, para impulsar estos sectores cla- 
ves, se requiere luchar contra intereses 
económicos poderosos que son sus ma- 
yores enemigos: el latifundio improduc- 
tivo y las rentas que deja la extracción 
de recursos naturales, por lo que hay 
que reducir las rentas, incrementar la 
inversión productiva, llevar a cabo la 
reforma agraria, modernizar el campo y 
desarrollar el sector productor de bienes 
de consumo, de bienes intermedios y de 
bienes de capital. Al convertir a Colom- 
bia en una potencia agraria y ambiental, 
se contribuirá a la lucha contra el cam- 
bio climático. 

Humberto de la Calle aboga por el 
desarrollo sostenible que, con un enfo- 
que integral, otorga igual importancia a 
lo ambiental, lo económico y lo social. 
Tal empresa no se logrará solo con po- 
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líticas públicas, sino, además, requiere 
de la participación del Estado, el sector 
productivo, la sociedad civil y los con- 
sumidores. El bienestar de la población 
depende del respeto y la protección de 
los ecosistemas, de la óptima gestión de 
los recursos que brinda el territorio y 
de la capacidad para enfrentar la degra- 
dación ambiental, la pobreza y la des- 
igualdad -en lo que coincide con Petro-. 
Entonces, un requisito para vivir mejor 
en sociedad es poner en marcha la paz 
con el medioambiente y la naturaleza, lo 
que pasa por estructurar un desarrollo 
regional y territorial, que responda a las 
necesidades ecológicas y culturales de 
cada territorio. 

Según de la Calle, entre los propul- 
sores del crecimiento económico están: 
el turismo ecológico, que aproveche la 
biodiversidad? y la multiplicidad de eco- 
sistemas del país; el desarrollo rural, 
que puede convertir a Colombia en una 
potencia agrícola que se beneficie de la 
diversidad de climas y de suelos y de la 
enorme riqueza geográfica de todo el 
territorio; y las pequeñas y medianas 
empresas fortalecidas como la columna 
vertebral del aparato productivo. 

Sergio Fajardo propone un desarrollo 
sostenible y crecimiento verde. Coincide 
con Petro en la necesidad de transformar 
la actual economía rentista,? que ha de- 
pendido de la exportación de productos 
básicos sin valor agregado, en una eco- 
nomía próspera y equitativa. Así mismo, 
ambos coinciden en diversificar la ca- 
nasta de exportaciones, teniendo como 
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ejes de la modernización del aparato 
productivo la educación, la ciencia, la 
tecnología, la innovación, el emprendi- 
miento y la cultura, el fortalecimiento 
del comercio, la industrialización y el 
desarrollo agropecuario moderno. 

Para Fajardo, un agro moderno di- 
namiza la economía. Este se lograría 
con la promoción de una producción 
agrícola nacional que responda a las 
demandas de alimentos y materias 
primas, gracias al trabajo conjunto de 
campesinos y empresarios. En el mismo 
sentido, considera que la cultura y el 
turismo son motores del desarrollo. La 
primera porque contribuye a construir 
una sociedad dignificada, gracias a su 
capacidad de cohesionar a la sociedad. 
El segundo como un proyecto estratégi- 
co nacional que brinda oportunidades 
de desarrollo social y económico a los 
territorios. 

Fajardo propone estimular la econo- 
mía verde, impulsando el pago por ser- 
vicios ambientales, activando incenti- 
vos económicos para que la ciudadanía 
proteja el medioambiente y generando 
nuevas fuentes de ingreso en los hoga- 
res rurales más vulnerables. 

Para Germán Vargas Lleras resulta 
imprescindible el desarrollo sostenible 
de los recursos minero-energéticos para 
garantizar la seguridad energética, la 
inversión social, la competitividad del 
sector productivo y la calidad de vida de 
los ciudadanos. El sector minero-ener- 
gético, junto con el de turismo -“nues- 
tra nueva gran apuesta”-permite un cre- 
cimiento económico rápido que genera 
los recursos fiscales que el país necesita 
para su desarrollo económico y social.* 
Pero debe recuperarse el dinamismo de 
estos sectores, más el de infraestructu- 
ra, por lo que en su gobierno destra- 
bará la inversión en el sector minero- 
energético, asegurará la financiación y 
ejecución de las obras del Programa 4G 
y adoptará una política integral para el 
sector turismo. El crecimiento económi- 
co también requiere de la construcción 
de confianza con los empresarios e in- 
versionistas y de un ambiente amigable 
con la inversión. 

Destrabar la inversión en el sector 
minero —energético está relacionada 
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con la propuesta de reducir impuestos 
y regalías para obtener una mayor ren- 
tabilidad. Con ello se anuncia la exclu- 
sión de tales regalías a los municipios 
que prohíban la actividad extractiva lo 
que, a su vez, permitirá generar incen- 
tivos económicos para las regiones que 
disminuyan conflictos sociales y den 
vía libre a las operaciones del sector; 
con ello Vargas Lleras promete solucio- 
nar los problemas relacionados con la 
propiedad de la tierra y la titulación de 
proyectos mineros, y con la reglamenta- 
ción de la consulta previa. 

Iván Duque propende por una econo- 
mía de mercado dinámica con sentido 
social, esto es, el crecimiento sostenido 
de la economía con base en la inver- 
sión, las exportaciones y el consumo. 
Lo anterior por medio de la creación de 
garantías de estabilidad jurídica y de 
incentivos a la inversión, con énfasis 
en la infraestructura hotelera y la di- 
versificación de los socios comerciales 
y la oferta exportable, de manera que se 
aprovechen las oportunidades ofrecidas 
por los tratados de libre comercio. 

En el programa de Duque se presen- 
ta una apuesta por la agroindustria -a 
la que podrían articularse pequeños 
productores- que se potenciará con 
estímulos al mejoramiento genético, 
con asociaciones  público-privadas, 
con incentivos tributarios para gene- 
rar empleo, seguridad jurídica para la 
inversión productiva y protección a la 
propiedad. Estas propuestas referidas a 
la seguridad y la confianza inversionis- 
ta las comparte con Vargas Lleras y con 
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Algunos temas propios de 
la corrección política 


El cambio climático es uno de ellos, 
reconocido por todos los candidatos 
como una realidad incontrovertible y 
una amenaza para el planeta, en espe- 
cial para países altamente vulnerables 
como Colombia. Cuatro de los seis 
aspirantes presidenciales prometen re- 
ducir las emisiones de gases de efec- 
to invernadero en cumplimiento de 
los compromisos internacionales en 
el marco de la COP21 y lo harán por 
la vía de la reducción de la huella de 
carbono con compromisos individuales 
y la diversificación de la matriz energéti- 
ca, tendiente a incluir o a transitar hacia 
energías más limpias -todos comparten 
la idea de usar energía eólica, geotérmi- 
ca y solar. 

Petro considera que con una nueva 
gestión del agua y el abandono de la ma- 
triz energética basada en energías fósiles 
puede combatirse el calentamiento glo- 
bal. Y la FARC se declara parte del mo- 
vimiento mundial que busca enfrentar el 
cambio climático y luchar por el estable- 
cimiento y la garantía de los derechos 
a la vida, al medioambiente, al agua y 
al aire. 

Los Objetivos de Desarrollo Sosteni- 
ble (Naciones Unidas, 2015) señalan que 
detener la deforestación es de vital im- 
portancia para mitigar los impactos del 
cambio climático. Duque, Vargas Lleras 
y la FARC no mencionan este asunto. 
Para de la Calle y Petro la deforesta- 
ción pone en riesgo la supervivencia del 
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paramiento de la tierra. Según Petro la 
desigualdad social provoca la deforesta- 
ción de selvas y páramos hacia donde se 
dirigen flujos migratorios de campesinos 
sin tierra o desplazados. “Corregir la de- 
forestación es corregir la desigualdad en 
el mundo rural colombiano”, afirmó el 
exalcalde de Bogotá en el foro ambiental 
de la Universidad de los Andes. En ese 
mismo escenario, de la Calle apuntó que 
el paradigma de la colonización depre- 
dadora ha acompañado el acaparamien- 
to. Tanto Petro como de la Calle exigen 
una redistribución equitativa de la tierra 
productiva -por la vía impositiva, según 
Petro; y por medio de la reforma rural 
consignada en el Acuerdo de Paz con las 
FARC, según de la Calle- y un enorme es- 
fuerzo cultural que permita romper con 
los monumentos al hacha y lo que ellos 
simbolizan. 

Fajardo promete reducir la tasa de 
deforestación anual -y a mediano plazo 
llegar a deforestación cero- con el fin de 
disminuir la pérdida de biodiversidad y 
de conservar la capacidad de los bosques 
como sumideros de carbono y proveedo- 
res de otros servicios ecosistémicos. 

Reducir la pérdida de hábitats natu- 
rales y de la biodiversidad es, según Na- 
ciones Unidas, otra acción urgente que 
debe realizarse para mitigar los impactos 
del cambio climático y preservar el patri- 
monio común de la humanidad. 

Al respecto, Duque plantea concienti- 
zar a empresas y familias sobre la rique- 
za de la biodiversidad de Colombia, con 
campañas que fortalezcan la cultura am- 
biental, y la conminación a toda activi- 
dad productiva para comprometerse con 
la protección del agua, la conservación 
de páramos, la reducción del impacto en 
el cambio climático, la calidad del aire y 
la gestión limpia de los suelos. Promete 
que el manejo y la protección del agua 
serán aspectos centrales en la agenda 
ambiental porque de ello depende el 
desarrollo rural, la sostenibilidad de la 
producción agropecuaria y la mitigación 
de efectos de la industria y la minería. 

Una promesa similar hace Fajardo, 
pues la defensa del agua es el principio 
rector de su política ambiental y será 
ejemplo, junto con la protección de la 
biodiversidad y la conservación de los 





ecosistemas, el crecimiento verde y el 
fomento a la educación ambiental. La 
delimitación de áreas ambientales pro- 
tegidas o estratégicas como páramos, 
bosques y humedales y la protección de 
ecosistemas frágiles serán tareas funda- 
mentales para el desarrollo sostenible. 
Y estarán acompañadas por la concer- 
tación con comunidades en regiones de 
alta conflictividad social. 

En corcondancia con Duque y Fajar- 
do, de la Calle reconoce la diversidad 
como fuente de riqueza y también pro- 
pone proteger los ecosistemas estraté- 
gicos y conservar y gestionar aquellos 
territorios que no están protegidos. Ma- 
nifiesta la responsabilidad con las gene- 
raciones futuras, de preservar y proteger 
la biodiversidad; se compromete a velar 
por el derecho a la vida con dignidad, 
con el debido respeto a la diversidad de 
ecosistemas y culturas, y apostará a te- 
ner seguridad alimentaria en todos los 
territorios y a realizar una gestión eficaz 
del riesgo para tener territorios más resi- 
lientes al cambio climático. Así mismo, 
garantizará el acceso al agua -como de- 
recho fundamental y como bien nacio- 
nal- en cantidad y calidad para los seres 
humanos y no humanos. 

La FARC también plantea adelantar 
políticas de protección de ecosistemas 
frágiles y estratégicos y de restauración 
de estos donde se hayan producido da- 
ños ambientales por efectos de la activi- 
dad humana, incluidos procesos de re- 
forestación masiva. Promete proteger las 
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los bosques y, en general, la biodiversi- 
dad, la flora y la fauna. 

Para Vargas Lleras, el agua es una 
mercancía que se le entrega a la pobla- 
ción a través de acueducto. Agua y ener- 
gía son un problema de servicios públi- 
cos. Hasta el momento parece no haber 
expresado nada sobre la protección de 
este bien común ni sobre la biodiversi- 
dad ni los ecosistemas frágiles. 


Deshojando margaritas: extrac- 
tivismo sí, extractivismo no 


La FARC aboga por el establecimiento 
de límites a las economías extractivas y 
se propone contribuir a la transforma- 
ción y superación del patrón energético 
sustentado en la generación de energía 
fósil, por lo que promoverá y estimulará 
la investigación y el desarrollo de formas 
de generación alternativa de energía. Su 
programa pretende acelerar la transición 
de la minería extractiva al desarrollo de 
un modelo agrícola más sostenible. 

Gustavo Petro insiste en un modelo 
de desarrollo que abandone la depen- 
dencia del carbón y del petróleo como 
fuente de ingresos para el sostenimiento 
del Estado y pasar a una economía pro- 
ductiva agroindustrial. El extractivismo 
minero y de hidrocarburos hizo que la 
economía nacional dependiera de los 
precios extranjeros y la renta petrolera 
sigue siendo parte del hueco fiscal que 
está lejos de taparse. Actualmente, una 
parte del mundo intenta alejarse de las 
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tro contra la vida y el calentamiento glo- 
bal. La disminución de la demanda obli- 
gará a los países productores de carbón 
y petróleo a abandonar paulatinamente 
la monodependencia de la exportación 
de combustibles fósiles. 

Petro promete que en su gobierno 
prohibirá el fracking, ese sistema no 
convencional de extracción de petróleo 
que demanda 10 veces más agua que un 
proceso de extracción convencional. Y lo 
hará porque el agua es más importante 
que el petróleo y porque el agua es indis- 
pensable para el modelo agroindustrial 
que propone. 

Petro considera que la explotación pe- 
trolera, minera y la de biocombustibles 
requiere una mayor regulación social y 
ambiental y propone una revisión de la 
política de inversión extranjera minera 
para ajustarla: la inversión en combus- 
tibles dependerá de las decisiones es- 
tratégicas de Ecopetrol y su política de 
asociación, algo similar se hará con la 
explotación del carbón. Otros proyectos 
mineros, como oro, coltán y demás mi- 
nerales atenderán a las evaluaciones de 
impacto ambiental y a la concertación 
con las comunidades que habiten la re- 
gión donde se exploten. 

Para de la Calle la minería ya no pue- 
de ser la única apuesta económica en 
que se base el futuro del país. Sin em- 
bargo, considera que no se pueden des- 
echar los proyectos minero-energéticos 
que garanticen inversión y dinamicen 
la economía, pero no se otorgarán títu- 
los ni licencias a proyectos que atenten 
contra el agua, el bienestar social o los 
ecosistemas de los territorios. Solo los 
proyectos que cumplan con criterios de 
responsabilidad social y sostenibilidad 
tendrán licencia. No habrá minería -tam- 
poco ganadería ni agricultura- en los 
páramos porque el equilibrio hídrico del 
país depende de su adecuada protección. 

Fajardo apoya “la buena minería” y la 
explotación de hidrocarburos que prote- 
jan el ambiente, proporcionen empleo, 
generen encadenamientos productivos, 
transfieran tecnología y respeten a las 
comunidades locales. Con esas mismas 
condiciones apoya la inversión nacional 
y extranjera en el sector. Promete instau- 
rar una moratoria en la explotación me- 
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de hidrocarburos hizo que la 
economía nacional dependiera de 
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diante fracking, en virtud del principio de 
precaución, hasta contar con la capacidad 
institucional y la solidez regulatoria ne- 
cesarias para prevenir las consecuencias 
identificadas por la comunidad internacio- 
nal en el uso de estas tecnologías. 

Duque plantea que, durante su go- 
bierno, el desarrollo minero del país se 
adelantará con los más altos estándares 
de responsabilidad ambiental, para que 
ningún proyecto extractivo pueda afectar 
ecosistemas de páramo ni comprometer 
los acuíferos. Ratificará el convenio de 
Minamata para que Colombia sea un 
país libre de mercurio. Se planearán de 
manera efectiva y sostenible los cierres 
mineros. Y adelantará un programa de 
sostenibilidad ambiental en la pequeña 
y mediana minería, pero combatirá sin 
tregua la minería criminal. 

Por su parte, Vargas Lleras concibe el 
sector minero energético como el verda- 
dero motor de la economía, generador 
de desarrollo económico, de crecientes 
aportes fiscales, de empleos formales y 
de calidad. Por tanto, promoverá la mi- 
nería como un sector atractivo para la 
inversión y fortalecerá la lucha contra 
la minería ilegal. Propone reformar el 
sistema general de regalías para que las 
regiones productoras reciban más recur- 
sos. En este sentido, promoverá una re- 
forma constitucional para que 
el Gobierno nacional maneje, de forma 
exclusiva, los Proyectos de Interés Na- 
cional y Estratégicos (Pines), incluyendo 
los energéticos y los de explotación de 
recursos naturales no renovables, para 
garantizar seguridad jurídica y estabili- 
dad a la inversión privada. 


Y de las consultas ¿qué? 
“Los procesos de consulta previa son 


una de las principales amenazas para el 
sector minero-energético. A pesar de que 
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la población indígena de Colombia es más 
baja que en otros países de la región, los 
procesos de consulta previa son más nu- 
merosos”, sostiene Vargas Lleras en su pro- 
puesta de política pública minero-energéti- 
ca y lo sustenta así: la población indígena 
en Colombia corresponde al 3,4 % del total 
y existen 4.496 procesos, mientras que en 
Bolivia la población indígena asciende al 
62 % y hay 40 procesos. Además, “el au- 
mento de la protesta social está afectando 
cada día un mayor número de operaciones, 
que se estima dejaron un lucro cesante de 
un billón de pesos al año”. 


Las consultas previas no están benefician- 
do directamente a las comunidades y por el 
contrario se convirtieron en una talanquera 
para el sector productivo, afectando proyec- 
tos y los empleos de millones de colombia- 
nos (El Nuevo Siglo, 2018). 


Con estos argumentos, Vargas Lleras 
propone reglamentar las consultas previas 
para limitar su alcance, compatibilizar el 
uso del suelo y del subsuelo mineral y 
redefinir las competencias nacionales, re- 
gionales y municipales en la materia. Así 
mismo, se porpone convertirlas en un re- 
quisito ágil, sin intermediarios, que atien- 
da al interés general, y un mecanismo al 
cual se recurra solo en casos excepciona- 
les y no como regla, porque hoy son, se- 
gún Vargas Lleras, un abuso de la partici- 
pación ciudadana. 

De la Calle afirma que las consultas no 
solo son obligatorias sino también conve- 
nientes: deben ser válidas en todos los pun- 
tos cardinales, en especial, si son para esta- 
blecer la paz con la naturaleza. Por ello, la 
discusión razonada sobre el uso del suelo y 
sobre la propiedad estatal del subsuelo va a 
ser la gran discusión nacional en los próxi- 
mos años. Considera, por tanto, que es ne- 
cesario corregir algunos vicios de las consul- 
tas, tener un inventario de las comunidades 
étnicas y estabilizar la jurisprudencia. 

Para Fajardo las consultas son constitu- 
cionales, legítimas y, además, necesarias 
para escuchar voces e inquietudes. Es obli- 
gación del Estado entenderlo y reconocer 
las consultas como herramienta legítima de 
participación y para conocer qué ocurre en 
los territorios que no son homogéneos. No 
hay que desconocer el trabajo ambiental de 
las comunidades ni descalificarlas. La inca- 
pacidad para llegar al territorio de manera 
articulada aumenta el malestar permanen- 
te de las comunidades. La concertación es 


una fortaleza política y exige hacer segui- 
miento del cumplimiento de lo pactado. 

Según Duque, el problema de las con- 
sultas es la falta de confianza. Y para ge- 
nerarla hay que mejorar la información 
para tomar decisiones sobre minería; el 
Sistema Nacional Ambiental debe mejorar 
su institucionalidad para dedicarse a la su- 
pervisión ambiental. Si funcionara la insti- 
tucionalidad, las consultas serían acogidas, 
habría capacidad de escuchar lo que ellas 
expresan y dejarían de ser una obligación. 
También hay que ver la consulta como un 
mecanismo de protección de las comunida- 
des cuando no se ha cumplido ninguno de 
los requisitos y cuando invocan un daño 
eficiente, material e inminente. 

Petro sostiene que las consultas plan- 
tean preguntas: ¿quién es el dueño del te- 
rritorio?, ¿quién es dueño del Estado?, ¿qué 
es desarrollo? En todo caso, ¡no es extraer 
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de la naturaleza. 
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as propuestas de los can- 

didatos a la presidencia en 

términos generales no mues- 

tran una comprensión de la 

movilización social como 
forma de la participación política. Una 
lectura entre líneas de sus programas 
permite percibir que no conciben la par- 
ticipación ciudadana más allá de una 
respuesta oportuna a las convocatorias 
de subsidios o a la acción de veedu- 
rías; obviamente, no tienen en cuenta 
el aporte fundamental de los procesos 
de movilización social en la construc- 
ción del territorio, ni la conciben como 
la consolidación de una relación sólida 
con los gobiernos locales y nacionales 
en la que se asume un papel activo en la 
definición del Estado. 

Si bien buena parte de la campaña 
electoral gira en torno al ataque o la de- 
fensa del proceso de paz, llama la aten- 
ción la escasa atención que se otorga al 
conocimiento concreto del Acuerdo Ge- 
neral para la Terminación del Conflicto 
Armado, lo mismo que la falta de recono- 
cimiento del papel de los distintos pun- 
tos del Acuerdo en la consolidación de 
una forma distinta de resolución de los 
conflictos sociales y políticos en el país. 
En este sentido, podría afirmarse que el 
Acuerdo aparece en sus discursos -a fa- 
vor o en contra-, pero en sus propuestas 
poco se consideran acciones concretas 
relacionadas con los objetivos de trans- 
formación de la política agraria o de la 
participación política de las organizacio- 
nes sociales, solo por mencionar algunas. 


Por supuesto, algunos candidatos 
han sido claros en sus posiciones so- 
bre lo que significa la protesta social o 
cualquier otra forma de movilización, 
organización social y participación ciu- 
dadana: 


Martha Lucía Ramírez será recordada 
por su campaña de desinformación y 
deslegitimación de la propuesta de ley 
para garantías de la participación ciuda- 
dana, la movilización social y la protesta 
-descripción de esta ley en recuadro-. En 
una carta dirigida a los medios de comu- 
nicación, Ramírez manifestaba que se es- 
taba gestando una ley que “permitiría la 
expropiación de licencias, frecuencias y 
equipos de comunicaciones”, con lo cual 
se instauraría la censura a los medios 
como regla general (Noticias RCN, 2017). 

En realidad, lo que el proyecto sobre 
los medios de comunicación pretende 


El proyecto de ley estatutaria 
para la garantía de la participa- 
ción ciudadana, la movilización 
social y la protesta, que corres- 
ponde a los compromisos del 
punto 2.2 de los Acuerdos de La 
Habana, es resultado de la ne- 
AE EM atole lo 
concreto lo consagrado en los ar- 
tículos 2, 37, 38, 40 y 103 de la 
Constitución Política de Colom- 
bia a través del establecimiento 
de mandatos claros que “permi- 
tan hacer efectivos los derechos 


y las garantías” para la participa- 


ción ciudadana, la movilización 
y la protesta social de las organi- 
zaciones y movimientos sociales. 

¡CN NES 
para el proyecto -recogidos en 
los foros organizados por Cinep, 
Foro Nacional por Colombia y 
Viva la Ciudadanía, que contaron 
con la participación de cerca de 
2500 personas en representación 
de 1541 organizaciones sociales 
de los 32 departamentos- se en- 


cuentran disponibles aquí: 
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garantizar es que las organizaciones so- 
ciales tengan derecho a la réplica cuan- 
do la información sobre sus acciones 
colectivas -contenciosas y no conten- 
ciosas- sea falsa o no haya contado con 
su VOZ, pues muchas de las noticias so- 
bre movilización social presentan a sus 
protagonistas como vándalos o perso- 
nas cooptadas por los grupos armados 
y poco se preocupan por reconstruir el 
contexto y las demandas que originan 
las acciones de lucha social. 

Para la candidata, censura es la soli- 
citud de las organizaciones de ser con- 
sultadas cuando se va a hablar de sus 
acciones de movilización. Resulta para- 
dójico que el mecanismo de consulta es 
el que resalta en su página oficial para 
la construcción de su propuesta políti- 
ca. De este modo, quedan las preguntas 
cuándo y sobre qué aspectos conviene 
dar voz a los ciudadanos. 

Alejandro Ordóñez, además de sus ya 
conocidos ataques a los derechos sexua- 
les y reproductivos de las mujeres y a 
los derechos de la población LGBTI en 
sus propuestas responde directamente a 
una serie de luchas sociales de comu- 
nidades campesinas que han venido 
demandando durante décadas que los 
programas de erradicación de cultivos 
de uso ilícito se realicen de manera con- 
certada con las comunidades y que se 


acabe con la aspersión aérea, la cual no 
solo afecta sus cultivos de pancoger y su 
salud, sino también las tierras en algu- 
nas regiones al dejarlas improductivas. 
De este manera, en su página web el 
candidato dice lo siguiente en el punto 
sobre seguridad: “Ordenaré el reinicio 
de las aspersiones aéreas para frenar el 
descarado crecimiento de hectáreas cul- 
tivadas con coca” (Ordoñez, s.f.). Por 
el contrario, en el punto 4 del Acuerdo 
-Solución al problema de las drogas ilí- 
citas-, Ordóñez abría la posibilidad de 
que se iniciara, por fin, lo que se ha 
exigido desde las marchas cocaleras de 
los ochentas y los noventas: sustitución 
sí, erradicación forzada y sin alternati- 
vas no. Por supuesto, un candidato que 
no da cabida al proceso de paz y que 
excluye cualquier posibilidad de la di- 
ferencia, no podría reconocer las luchas 
de las organizaciones sociales y mucho 
menos las propuestas alternativas a eso 
que él denomina competitividad rural, 
pero que ni siquiera define en qué con- 
siste y mucho menos cómo se logra. 
Germán Vargas Lleras ha manifes- 
tado pública y reiteradamente que se 
abusa de las consultas populares y las 
consultas previas, y que por lo tanto hay 
que proponer una reforma constitucio- 
nal que delimite sus alcances (Noticias 
Caracol, 2017). Tanto en su propues- 
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ta política minero-energética como de 
descentralización habla de castigar a 
los municipios que prohíban la minería 
o en otras palabras, de evitar “el abu- 
so de los territorios” con los “acuerdos 
municipales antimineros” . Para Vargas 
Lleras, “los procesos de consulta previa 
son una de las principales amenazas 
para el sector [minero energético] [...] 
A esto se suma que el aumento de la 
protesta social está afectando cada día 
un mayor número de operaciones” (Var- 
gas, S.f. p. 5). 

En entrevista con el canal Caracol, el 
17 de octubre del 2017, Germán Vargas 
Lleras actuó igual que Marta Lucía Ra- 
mírez con respecto al proyecto de ley de 
garantías para la participación y la mo- 
vilización social: 


Oirán las próximas semanas de otra ini- 
ciativa muy polémica que se va a trami- 
tar por fast track” y es la despenaliza- 
ción de la protesta social. Eso hace parte 
de una estrategia política para incendiar 
este país. Ellos conciben, además, un 
tercer paso que es la profundización del 
conflicto. Y eso qué es, la ingobernabi- 
lidad de Colombia para llegar a lo que 
finalmente llaman la consolidación de la 
toma del poder. “No creo que haya que 
hacer trizas los acuerdos de paz” (Var- 
gas, 2017). 
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Habría que reconocer que Lleras 
propone “garantizar que la protesta se 
desarrolle sin violencia y sin afectar los 
derechos de terceros” (Vargas, 2017, p. 
16). Sin embargo, esta es una de las 
disputas más importantes respecto a la 
propuesta de ley de garantías a la parti- 
cipación, la movilización y la protesta: 
en el documento, y en el lenguaje públi- 
co, se habla de garantizar los derechos 
de los terceros -por ejemplo el de movi- 
lidad- y la protesta que se defiende se 
denomina pacífica. Esto significaría que 
hay protestas violentas y desconoce que 
muchas de las confrontaciones de las 
acciones de movilización resultan de la 
presencia del Escuadrón Móvil Antidis- 
turbios (Esmad). 

Ante esto, se presentaron dos res- 
puestas de representantes de las organi- 
zaciones sociales en una de las reunio- 
nes de socialización de los avances del 
documento: 

e ¿Ustedes creen que cuando nosotros 
salimos a protestar vamos preparados 
para realizar acciones violentas? 

e ¿Por qué se nos imputa como ciuda- 
danía la garantía de los derechos de 
los terceros?. ¿Dónde queda el papel 
del Estado en la garantía de los dere- 
chos de todos? 


Iván Duque sí tiene una idea clara de 
un ideal de organización social para su 
proyecto político. En el documento Pro- 
puestas para el futuro de colombia [sic] 
(Duque, s.f) manifiesta que ante una 
agenda social débil es necesario “trans- 
formar la indignación en acciones de 
cambio, para evitar que el populismo 
prospere en nuestro país” (Duque, s.f. 
p. 3), de modo que “las organizaciones 
sociales y religiosas serán aliadas en el 
diseño y la ejecución de programas so- 
ciales que impacten favorablemente en la 
comunidad” (Duque, s.f. p. 10). ¿Cómo 
se logra esto? Siguiendo el modelo de Uri- 
be: los consejos comunitarios ahora se- 
rán “Talleres Construyendo país” en los 
que se escucharán las preocupaciones y 
las ideas de las comunidades (Duque, s.f. 
p. 14). Lo que resulta preocupante de Du- 
que, es el hecho de seguir considerando 
la participación ciudadana desde el pa- 
pel del peticionario, sobre todo cuando 
las organizaciones y los movimientos so- 
ciales saben muy bien cómo manifestar 
“sus preocupaciones y sus ideas”. Pero 
además, porque detrás de todo esto lo 
que hay es una idea de un Estado ver- 
tical, en el que el vínculo del gobierno 
central con las regiones y la relación con 
los ciudadanos pasa, en algunos casos, 
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por la acción individual, y en otros, por 
la actitud de racismo que lleva a ver a 
“los otros como incapaces de integrarse 
al Estado, por ejemplo: los pueblos indí- 
genas tendrán un acompañamiento per- 
manente del Estado para, respetando su 
cosmovisión, integrarlos al acceso exito- 
so de los bienes públicos provistos por el 
Estado” (Duque, s.f. p. 14). 


Los que defienden los Acuerdos 
y tienen una idea más clara 
sobre participación 


A los que les toca 

Dado que las garantías a la participa- 
ción ciudadana, la movilización social y 
la protesta son un objetivo del punto 2 
de los Acuerdos, el candidato a la pre- 
sidencia Rodrigo Londoño tendría una 
posición favorable a la movilización 
social y estaría obligado a cumplir con 
la idea de construcción estatal en con- 
junción con las organizaciones sociales. 
Sin embargo, habría que dedicar mucho 
a entender este aspecto del Acuerdo 
en la perspectiva histórica de las Farc, 
de reconocimiento de esos espacios de 
diálogo, pero también de persecución a 
las organizaciones y sobre todo de ne- 
gación de la autonomía de las comuni- 
dades que se movilizaron y se movilizan 
contra la presencia de todos los actores 
armados en sus territorios. Por lo que 
tiene de largo y ancho esa discusión 
sobre la relación FARC-movimientos 
sociales, aquí se partirá del supuesto 
de que a la Fuerza Alternativa Revolu- 
cionaria del Común (FARC) le interesa 
respaldar cada uno de los puntos del 
Acuerdo que firmaron. Por lo tanto, se 
hablará de los otros candidatos. 

De acuerdo con lo anterior, Humber- 
to de la Calle sería también un candi- 
dato favorable al Acuerdo. Sin embargo, 
su propuesta “Primero los pobres”, que 
apuesta por un cambio estructural en 
las acciones gubernamentales, no deja 
de ser una propuesta asistencialista que 
ve en los sectores subalternos unica- 
mente la exclusión del sistema econó- 
mico. En el análisis de pobreza que da 
apertura al documento “La paz en mar- 
cha: La reducción de la pobreza, prime- 
ro los pobres” no se tiene en cuenta la 
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raza O la pertenencia étnica como factor 
de exclusión. Si bien luego en las cifras 
sí se reconoce este factor, la idea de los 
excluidos está relacionada solo con lo 
económico y la victimización por cau- 
sa del conflicto armado. Si su apuesta 
es por “un país en el que quepamos to- 
dos”, ¿en qué parte de sus apuestas po- 
líticas quedan todos esos excluidos que 
conforman el amplio abanico de las mo- 
vilizaciones sociales en el país? Lo par- 
ticipativo en de la Calle se queda corto, 
pues solo se menciona en la propuesta 
sobre Centros de Participación Ciudada- 
na, Humana y Equitativa (Parche), que 
consisten en espacios para el esparci- 
miento y la cultura de los jóvenes. Por 
último, valga aclarar que de la Calle sí 
defiende las consultas previas y popula- 
res en otros apartados de su propuesta. 


Los alcaldes 

Sergio Fajardo apela a la indignación, 
a la construcción de consensos desde la 
diferencia y a la defensa de la salud y la 
educación como derechos. La propuesta 
de la Coalición Colombia es la única que 
asigna un papel a la movilización social, 
en este sentido afirman: “Desarrollare- 
mos programas de cultura de la legalidad 
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que encaucen los hábitos ciudadanos 
hacia el respeto de la ley, desde la pe- 
dagogía y la movilización social” (Coali- 
ción Colombia, s.f., p. 6). Y en cuanto a 
la participación, su apuesta por una Ley 
General de Cultura que propende por la 
asignación participativa de recursos -en 
la línea de la lucha contra la corrupción- 
y por audiencias para priorizar recursos 
y proyectos en las regiones -¿diferencia 
con los Talleres “Construyendo País” de 
Duque?-. Las bases programáticas de 
la Coalición Colombia no son más que 
eso: bases, por lo tanto no se les puede 
pedir que hablen claramente de la es- 
trategia para garantizar la dignidad de 
las madres comunitarias, de los profe- 
sores o de los trabajadores de industrias 


ll 


Las organizaciones sociales 
y religiosas serán aliadas en el 
diseño y la ejecución de pro- 
gramas sociales que impacten 
favorablemente en la comuni- 
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dad” (Duque, s.f. p. 10) 
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emblemáticas como las confecciones, 
el cuero y calzado, las autopartes Xen 
ello se nota la influencia de Jorge En- 
rique RobledoX. Sin embargo, el fondo 
de las apuestas de Fajardo desconoce las 
condiciones estructurales, es decir, no 
es suficiente fortalecer las capacidades 
individuales para superar “el muro que 
separa a las personas de las oportuni- 
dades” (Fajardo, s.f). Por esta razón, la 
participación ciudadana con Fajardo no 
dejaría de ser una relación de consultas, 
de recolección de listas de necesidades, 
que desconoce los conflictos y las ten- 
siones sociales que manifiestan. Ade- 
más, aunque con su propuesta se daría 
un papel a las ligas de consumidores y 
usuarios en la Comisión de Regulación 
de Servicios Públicos, no hay que olvi- 
dar que Medellín es una ciudad con un 
fuerte movimiento de usuarios desco- 
nectados de las redes de agua y energía, 
que han sufrido, alcaldía tras alcaldía, 
el desconocimiento de su condición de 
exclusión y deslegitimación social al ser 
identificados como un grupo de moro- 
sos. Así, su paso por la alcaldía y su des- 
dén por las demandas de las víctimas 
del megaproyecto Hidroituango hablan 
muy mal de su relación con los procesos 
de organización y movilización social. 
Finalmente, Gustavo Petro apues- 
ta por un pacto social y político en el 
que se tendrían en cuenta todas las vo- 
ces y formas de participación política. 
Petro habla de la desigualdad y en su 
política de fortalecimiento de lo públi- 
co parece distanciarse de las formas de 
participación pasiva de la ciudadanía. 
Al respecto afirma: “Haremos de nues- 
tro país un territorio socialmente justo, 
ambientalmente sano, sustentablemen- 
te productivo, con una población que 
confía en sus instituciones y participa 
efectivamente en el fortalecimiento de 
la democracia y de lo público” (Petro, 
s.f.). Si bien su alcaldía fue objeto de 
acciones de protesta, es necesario recor- 
dar que también trató de implementar 
estrategias de seguridad no represivas a 
la movilización, por ejemplo, la presen- 
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cia de mujeres policías en las marchas 
-en lugar del Esmad- pretendía dar un 
mensaje de acompañamiento más que 
de control. Con todo, igual que Fajardo, 
Petro respalda los Acuerdos, pero sin to- 
mar una posición clara en su programa 
y pronunciamientos sobre cuál sería el 
papel de la participación ciudadana y 
la movilización social en su modelo de 
Estado. Por último, coincide con de la 
Calle en el reconocimiento de las auto- 
nomías territoriales y en efecto, con esto 
reconoce también la legitimidad de las 
consultas previas y populares. 


Es prioritario exigir que las propues- 
tas de seguridad de los candidatos ha- 
blen del asesinato de los líderes sociales: 
la perspectiva de seguridad ciudadana- 
urbana, la persecución al narcotráfico y 
la presión a las guerrillas y otros actores 
armados que quedan en los territorios. 
No pueden ocultar la violencia sistemá- 
tica contra las organizaciones sociales. 
Esta violencia tiene sus bases en la iden- 
tificación histórica por parte de ciertas 
tendencias políticas y medios de comu- 
nicación, y de los movimientos sociales 
con la oposición absoluta al Estado. Si 
algo quedó claro en los foros para la 
construcción de lineamientos para el 
proyecto de ley de garantías a la par- 
ticipación ciudadana, la movilización 
social y la protesta es, en contra de este 
señalamiento, la voluntad explícita de 
las organizaciones de ampliar su ac- 
ción en y con el Estado . 

Así mismo, debe reconocerse que 
las organizaciones sociales se han con- 
centrado en la defensa de puntos espe- 
cíficos del Acuerdo según su orden de 
prioridades. Pero se requiere una de- 
fensa integral para que la garantía de la 
movilización social de la que se habla 
en el punto 2.2 pase por el cumplimien- 
to de los derechos sobre el territorio, 
la tramitación de los conflictos con las 
comunidades locales, la defensa de 
la vida de los líderes sociales, de los 
guerrilleros y sus familias. Es decir, los 
PDET), las Circunscripciones Especiales 
de Paz, los temas de género, y la mis- 
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ma ley de participación, movilización 
y protesta están en la agenda de dis- 
tintas organizaciones, pero no hay una 
defensa en bloque del Acuerdo de Paz. 
No hay que olvidar que lo que debe- 
ría aportar este proceso es un cambio 
cultural en la gestión de los conflictos 
sociales en el posacuerdo. Este cambio 
cultural es vital, puesto que cuando los 
candidatos hablan de cultura, hablan 
del campo de lo patrimonial y lo re- 
creativo. Algunos mencionan la idea de 


cultura ciudadana de la convivencia. 
Pero al igual que sucede en muchos 
ámbitos, la cultura pareciera estar por 
fuera de lo político y esa es realmente 
la transformación que garantizaría una 
verdadera participación política más 
allá de lo institucional. 


Investigadora del equipo de Movilización, 
Territorio e Interculturalidad del Cinep/PPP 
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Como está la salud 


en las propuestas a la 





Por: Mauricio Torres-Tovar* 


Hablar hoy de crisis de salud 
en Colombia al parecer no es 
discutible, la sociedad en su 
conjunto la reconoce, razón 
por la que aspira a que los can- 
didatos a la presidencia tomen 
el tema de salud como uno de 
los prioritarios darle salida. 
Este artículo presenta cómo los 
candidatos a la presidencia in- 
terpretan esta situación de sa- 
lud en el país y cuáles son las 
salidas que proponen. 


n este tiempo electoral, las 

encuestas intervienen a la 

hora de marcar las tenden- 

cias de los electores y de 

incidir en la votación de los 
indecisos. Vale la pena recordar también 
que hay encuestas que suelen preguntar 
sobre la percepción de los principales 
problemas en Colombia; en estas, de 
manera recurrente en los últimos años, 
el tema de la salud ha estado punteando 
entre los principales problemas. 

Hablar de crisis de salud en Colombia 
hoy no es, al parecer, discutible, la socie- 
dad en su conjunto es consciente de la 
problemática, y es justamente por esta 
razón que los candidatos que aspiran a 
la presidencia abordan el tema de salud 
como uno de los prioritarios a resolver. 


Presidencia 2018-2022? 


Este artículo analiza la manera como 
los principales candidatos a la Presiden- 
cia interpretan la situación de salud en 
el país y estudia las salidas posibles que 
proponen. Para esto se recurre a las fuen- 
tes disponibles, principalmente a las pro- 
puestas publicadas en sus páginas web 
oficiales, discursos, entrevistas, notas de 
prensa y publicaciones en sus redes so- 
ciales, en donde hacen alusión al tema. 


Las propuestas de los candidatos 
en materia de salud 


La salud en la Colombia Humana 


La propuesta de gobierno que pre- 
senta Gustavo Petro gira en torno a tres 
ejes: (i) superar la segregación y la dis- 
criminación, (ii) fortalecer lo público y 
(111) enfrentar el cambio climático de tal 
manera que el territorio se ordene alre- 
dedor del agua. Como parte del forta- 
lecimiento de lo público plantea: “[...] 
garantizaremos el derecho fundamental 
a la salud de manera universal y equita- 
tiva”. (Petro, 2018). 


Petro denuncia una gran crisis de la 
salud. Afirma que el modelo actual, ba- 
sado en la intermediación financiera pri- 
vada, ha causado la muerte, desde 1998 
hasta la fecha, de un millón cuatrocien- 
tos mil colombianos, debido a que no 
recibieron el tratamiento adecuado en el 
momento requerido. Esto ocurrió porque 
las empresas promotoras de salud (EPS) 
decidieron recaudar dineros del público 
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y de las y los asalariados y no gastarlo. 
Es decir, que el modelo privatizado de 
salud en Colombia, desde el punto de su 
intermediación, ha causado la muerte de 
más gente que todas las guerras juntas 
de la historia nacional (Petro, 2018). 

De otro lado, Petro afirma, a través 
de su Movimiento Progresista, que el 
modelo de salud actual presenta graves 
contradicciones internas, siendo una de 
la más críticas el hecho de que continúa 
enfocado en la cura de la enfermedad, 
dejando en un segundo plano las accio- 
nes de prevención en el territorio. Por 
eso, plantea que las consecuencias de 
este modelo se observan especialmente 
en el incremento desmedido de las con- 
sultas médicas, un sistema con “pacien- 
tes-clientes” mal atendidos. Así mismo, 
considera que el modelo de salud se ha 
fragmentado, lo que ha dado lugar al 
predominio de las individualidades de 
los integrantes de la red, con una baja 
relación estructural y funcional entre 
los sistemas de salud preventivo y cu- 
rativo y sin lograr que funcionen como 
un sistema integrado (Movimiento Pro- 
gresista, s.f.). 

Petro expresa que el modelo de sa- 
lud de la paz no necesita EPS sino tra- 
tamientos médicos-científicos. Asegura 
que en su propuesta de gobierno, Co- 
lombia Humana, no se cerrará ningún 
hospital público en el territorio nacio- 
nal. Por el contrario, el hospital tendrá 
contratación con el Estado a partir del 
presupuesto y no con la EPS, de manera 
que este pueda alcanzar los mayores ni- 
veles tecnológicos y brindar la atención 
que se merece la gente (Petro, 2018). 

En la propuesta de gobierno Petro 
pretende reorganizar el actual sistema 
de salud con el fin de garantizar el de- 
recho fundamental a la salud y la equi- 
dad social, con énfasis en la promoción 
y la prevención, y blindarlo contra la 
corrupción y el lucro desmedido. Lo an- 
teior con las siguientes orientaciones:_ 
e Ejercicio real de la autoridad sanitaria 

por el Estado con base en una gober- 
nanza democrática e intersectorial, 
en cabeza de un consejo nacional de 
salud y de consejos territoriales de 
salud; 
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e Protección y manejo eficiente de los 
recursos públicos de salud, mediante 
la creación de un fondo único nacio- 
nal, autónomo y descentralizado; 

e Desarrollo de un modelo de salud ba- 
sado en la atención primaria renova- 
da con énfasis en la promoción y la 
prevención; 

e Eliminación de la intermediación ad- 
ministrativa financiera en el manejo 
de la salud a través de la liquidación 
progresiva de las EPS y las ARL (ad- 
ministradoras de riesgos laborales); 

e Redes integrales e integradas de sa- 
lud de naturaleza pública a cargo de 
la salud pública y de la prestación de 
servicios en todos los niveles, con 
la participación de entes privados y 
mixtos; 

e Salvamento y fortalecimiento de la 
red pública nacional en cabeza del 
hospital San Juan de Dios y del con- 
junto de hospitales universitarios re- 
glonales; 

e Dignificación de las y los trabajado- 
res de la salud, mediante un régimen 
laboral especial para el sector salud; 

e Democratización de la formación en 
salud con ampliación de la oferta pú- 
blica, desde los niveles básicos hasta 
los especializados; 

e Política de medicamentos que equili- 
bra derechos, innovación y sostenibi- 
lidad fiscal. (Petro, 2018). 


La salud en La Paz en Marcha 


La propuesta de gobierno que pre- 
senta Humberto de la Calle se enmarca 
en una visión de la paz en marcha, en- 
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Fajardo reconoce que existe 
una crisis del sistema de salud 
producida por su desgaste y 
múltiples fallas, el lucro, la co- 
rrupción, los malos hábitos de 
vida y la llegada de nuevas tec- 


nologías, la tasa de mortalidad 
materna que en algunos depar- 


tamentos es inaceptable. 


Y 
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tendida como un proyecto de todos los 

colombianos que quieren consolidar la 

paz, y crear una Colombia más inclu- 
yente, próspera y con mejores oportuni- 

dades para todos (De la Calle, s.f.). 

De la Calle considera que los colom- 
bianos están exigiendo una mejor salud, 
ya que muchos colombianos humildes 
pasan angustiosas horas en las filas 
esperando por una cita médica, la pro- 
gramación de una cirugía o una terapia, 
diligencias que a menudo demoran me- 
ses. En este sentido, considera que aún 
falta mucho en materia de calidad y de 
oportunidad del servicio de salud. Tam- 
bién considera que Colombia cuenta 
con un sistema de salud politiquero y 
corrupto que funciona con la lógica de 
la “palanca”, y donde el exceso de lucro 
es su guía y la enfermedad es un nego- 
cio (De la Calle, 2017). 

En su propuesta de gobierno en ma- 
teria de salud, de la Calle se compro- 
mete a: 

e Regularizar todo el sistema de autori- 
zaciones para que todas las personas 
tengan el mismo derecho y el mismo 
trato; 

e Sacar los hospitales y las prestadoras 
de salud públicas de las manos de los 
políticos locales, para recuperar el 
rumbo a través de gerentes y directi- 
vos escogidos técnicamente, por sus 
competencias y méritos; 

e Implementar medidas muy fuertes en 
el sector de la salud que servirán para 
equilibrar la cancha y asegurar que 
la buena medicina llegue a todos y 
primero a los pobres; 

e Impulsar la telemedicina para que 
los pacientes de zonas apartadas ac- 
cedan a los mejores especialistas del 
país de forma oportuna; 

e Implementar el médico familiar, la 
medicina preventiva, proteger la sa- 
lud desde la cuna, e impulsar el uso 
del tiempo libre, la comida sana y el 
deporte; 

e Poner en cintura a los evasores, que 
no aportan al sistema de salud, para 
generar recursos con los que se cons- 
truirán más y mejores hospitales, clí- 
nicas, centros de salud, laboratorios, 
para los más humildes de Colombia 
(de la Calle, 2017). 
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La salud: se puede 


La propuesta de gobierno que presen- 
ta Sergio Fajardo se enmarca en la lucha 
contra la corrupción, el clientelismo y la 
cultura de la ilegalidad; ubica a la edu- 
cación como la base de la transforma- 
ción social y el desarrollo de las poten- 
cialidades de las personas, y considera 
que la vida digna empieza con el dere- 
cho fundamental a la salud (Coalición 
Colombia, s.f). 

Fajardo reconoce que existe una cri- 
sis del sistema de salud producida por 
su desgaste y múltiples fallas, el lucro, 
la corrupción, los malos hábitos de vida 
y la llegada de nuevas tecnologías, la 
tasa de mortalidad materna que en algu- 
nos departamentos es inaceptable. Esta 
situación demanda una reforma integral 
participativa e incluyente, que lleve a 
garantizar el derecho fundamental a la 
salud. 

La propuesta de gobierno de Fajardo 
plantea, entonces, una reforma de salud 
en los siguientes aspectos: 

e Garantía del acceso a los servicios 
de salud en condiciones de calidad y 
oportunidad para toda la población, 
incluyendo la superación de barreras 
innecesarias en la solicitud de citas, 
el acceso a medicamentos y a médi- 
cos especialistas; 

e Recuperar el rol central del Estado 
en la salud pública, la promoción de 
hábitos saludables y la prevención de 
la enfermedad. Asegurar esquemas 





de vacunación completos, aumentar 
la cobertura y el acceso a agua po- 
table y alcantarillado en las zonas 
rurales y aisladas del país, promover 
la alimentación saludable, el deporte 
como forma de vida y la reducción 
del consumo de sustancias psicoac- 
tivas; 

Definir estrategias claras para la 
atención a la mujer embarazada con 
enfoque de derechos humanos, que 
agilicen la solicitud de consultas y la 
atención de especialistas; 

La unificación completa de los regí- 
menes contributivo y subsidiado, en 
lo referente a la unidad de pago por 
capitación y las condiciones de ope- 
ración; 

El cumplimiento estricto de indicado- 
res de calidad y la creación de incenti- 
vos que premien la buena prestación 
de los servicios de salud y sancionen 
efectivamente los abusos; 

Asegurar la sostenibilidad financiera 
a partir de incrementar los recursos 
en el sector; 

Transparencia y eficiencia en el servi- 
cio como pilares, dado que la red pú- 
blica hospitalaria debe jugar un papel 
esencial en la atención a las familias 
colombianas; 

Fortalecer la capacidad resolutiva de 
los primeros niveles de atención, con 
énfasis en los municipios intermedios 
y más pequeños; 

Aumentar las capacidades de la Su- 
perintendencia Nacional de Salud, 
con una presencia efectiva en el te- 
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rritorio blindada de la politiquería. 
Configurar un sistema público de in- 
formación de libre acceso; 

e Reconocer la heterogeneidad regio- 
nal en la prestación de los servicios 
de salud, tanto en el diseño de los 
esquemas de prestación como en la 
salud pública. En los territorios leja- 
nos y con población dispersa imple- 
mentar la administración pública del 
sistema de salud; 

e Apoyar los procesos de formación y 
asegurar condiciones laborales dig- 
nas del personal de la salud, inclui- 
dos médicos internos y residentes; 

e Fortalecer el control de precios de los 
medicamentos, fomentar la produc- 
ción de genéricos nacionales de alta 
calidad e implementar una estrategia 
de compras centralizadas a gran es- 
cala; 

e Enfrentar las barreras a la prestación 
en municipios de difícil acceso con la 
provisión de servicios de salud a dis- 
tancia a través del uso de nuevas tec- 
nologías (Coalición Colombia, s.f.). 
Para el cumplimiento de estas pro- 

puestas plantea trabajar con todos los 

actores del sector en la definición de 
roles y competencias, en la adminis- 
tración y gestión del sistema de salud 
colombiano, incluida la redefinición de 
funciones de las EPS. Así mimo, propo- 
ne la promoción de una reforma al Sis- 
tema General de Participación que ase- 

gure incremento en las transferencias a 

los territorios para la salud pública y los 

servicios públicos, entre otros. 


La salud con mano firme 
y corazón grande 


La propuesta de gobierno que presen- 
ta Iván Duque se enmarca en una visión 
de legalidad, emprendimiento y equidad 
(Duque, 2018a). 

La propuesta de Duque en cuanto al 
tema de la salud no parte del reconoci- 
miento de una crisis, por el contrario, 
sostiene que el sistema de salud ha sido 
exitoso en ampliar la cobertura cubrien- 
do a la población más vulnerable, inclu- 
so aquella con enfermedades cuyo tra- 
tamiento es de alto costo, sin embargo, 
afirma que la cobertura ha crecido más 
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rápido que la construcción de infraes- 

tructuras importantes. A eso se suma 

la falta de capacidad para formar pro- 
fesionales de la salud, que tampoco ha 
sido suficiente para avanzar en calidad 

y cobertura (Duque, 2018a). 

De manera paradójica, Duque reco- 
noce problemas en el sistema de salud 
relacionados con el abuso de los ciuda- 
dadnos por parte de las EPS. Denuncia 
cómo estas pagan pagan a las IPS de 
manera atrasada sin justificación. Así 
mismo, afirma que la salud está politiza- 
da; que al sistema le falta transparencia, 
que la administración de los hospitales 
no está en manos de profesionales se- 
rios, y que la población no tiene buenos 
hábitos en salud que permitan prevenir 
su sobrepeso y obesidad. 

1. La propuesta de gobierno de Duque 
en salud plantea diez puntos: 

2. Enfocar la salud principalmente en la 
prevención estructural de enfermeda- 
des transmisibles y no transmisibles, 
y actuar para reducir la peligrosa ex- 
pansión de las enfermedades cardio- 
vasculares y respiratorias; 

3. Formalizar el trabajo para que todos 
contribuyan al sistema de salud de 
manera más transparente. Los sub- 
sidios deben ser solo para los más 
vulnerables; 

4. Todo el sistema de salud debe estar 
en línea y ser coordinado y evaluado 
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mediante el uso de Big Data, con lo 
que se evitara abusos anticipadamen- 
te y propondrán soluciones en tiem- 
po real; 

5. Las EPS tendrán que reducir la deu- 
da de más de 90 días con prestadores 
del servicio. Los pagos atrasados no 
justificados se considerarán en mora 
y los morosos serán sancionados por 
la Supersalud; 

6. La administración hospitalaria debe 
estar en manos de profesionales se- 
rios, escogidos por méritos y evalua- 
dos con regularidad; 

7. Las historias clínicas deben ser 100% 
digitales y estar al alcance de los pro- 
fesionales de la salud en cualquier 
lugar del país; 

8. Establecer sistemas digitales de com- 
paración para evaluar el precio justo 
de los medicamentos, en tiempo real; 

9. Las EPS deben ser evaluadas y remu- 
neradas no solo por número de afilia- 
dos, sino por la calidad del servicio; 

10. No se puede seguir viendo a 
la politiquería adueñarse de los hos- 
pitales públicos, por lo que hay que 
despolitizar la salud; 

11. Se necesita una agenda de bue- 
nos hábitos en salud que prevengan 
el sobrepeso y la obesidad en la po- 
blación, principalmente en niños y 
adolescentes (Duque, 2018b). 
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La salud con HMejor Vargas Lleras 


La propuesta de gobierno que pre- 
senta Germán Vargas se enmarca en un 
conjunto amplio de pilares que soportan 
la salud, la economía, la seguridad, la 
vivienda, la justicia, la educación, entre 
otras cosas (Vargas, 2017). 

El programa de gobierno de Vargas 
reconoce que el sector de la salud lleva 
años en crisis, evidenciada en que los 
usuarios sufren demoras para ser aten- 
didos y se ven obligados a instaurar ac- 
ciones de tutela para acceder a servicios, 
medicamentos o tratamientos; los hospi- 
tales están agobiados por obligaciones 
pendientes ocasionadas por los retrasos 
en los pagos de los servicios prestados. 
Se trata de un gasto descontrolado que 
ha llevado a muchas EPS al borde de la 
insolvencia y al hecho de que el gobier- 
no tiene dificultades para asegurar una 
financiación que garantice la sostenibili- 
dad del sistema. Por estas razones Vargas 
Lleras habla de la transformación del sis- 
tema de salud (Vargas, 2017). 

Ahora, paradójicamente, al mismo 
tiempo, el programa de Vargas reconoce 
que también existen logros indudables del 
sistema de salud como el aumento de la 
cobertura en el aseguramiento, y que los 
colombianos deben destinar menos recur- 
sos de sus ingresos para pagar por medi- 
camentos o tratamientos (Vargas, 2017). 

La propuesta de gobierno de Vargas 
Lleras para mejorar el sector salud plan- 
tea seis estrategias: 

Mejorar y equiparar el sistema de sa- 
lud para todos los colombianos; 

Implantar un modelo integral de 
atención que mejore la calidad de los 
servicios; 

1. Asegurar el recurso humano en salud 
necesario y suficiente; 

2. Recuperar la salud pública y orientar- 
la a la prevención; 

3. Desarrollar una política farmacéutica 
que controle el gasto; 

4. Regulación efectiva del sistema de sa- 

lud (Vargas, 2017). 

La propuesta de gobierno de Vargas Lle- 
ras plantea un conjunto de propuestas para 
implementar cada una de las seis estrate- 
glas, entre estas se resaltan (1) que los bene- 
ficios del régimen subsidiado sean iguales a 
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los del régimen contributivo; (11) instaurar 
un modelo preventivo de medicina familiar, 
para convertirlo en la puerta de ingreso al 
sistema; (111) formar 5.000 nuevos especia- 
listas y dar alguna remuneración a los resi- 
dentes; (1v) estructurar una política de salud 
pública enfocada en la prevención y el man- 
tenimiento de la salud; (v) invertir en cien- 
cia y tecnología para estimular la industria 
nacional de medicamentos; (vi) configurar 
una política farmacéutica que asegure el 
suministro de medicamentos a precios ac- 
cesibles y permitir un mejor manejo de los 
recursos, al igual que implementar una po- 
lítica de genéricos como apoyo a la indus- 
tria nacional; (vii) diseñar mecanismos de 
gobierno para asegurar la institucionalidad 
del sistema y su correcto funcionamiento 
y recuperar el concepto de la salud pública 
para no seguir con 60 EPS, ni con 17.000 
IPS (El Diario, 2018; Vargas, 2017). 


La salud en un gobierno 
de transición 


La propuesta de gobierno de Rodrigo 
Londoño se enmarca en un gobierno de 
transición. El candidato afirma que Colom- 
bia está transitando un camino colectivo 
para construir futuro con verdadera demo- 
cracia y que esto requiere un diálogo nacio- 
nal por la paz para lograr la reconciliación 
y dejar los odios (Londoño, s.f.). 

En relación con la visión que tiene del 
tema de salud, Londoño, en su discurso de 
lanzamiento de la campaña presidencial, dijo 
que deben cesar los paseos de la muerte, que 
la salud es un derecho vital y no un negocio 
para las EPS y el capital privado. La clase 
política que gobierna a Colombia ha conver- 
tido la salud en un negocio al que acceden los 
que tienen dinero de sobra. Adicionalmente, 
considera que son enormes las necesidades 
sociales en los territorios, lo que demanda 
construir, entre muchas otras cosas, puestos 
de salud y acueductos (Londoño, s.f.). 

El programa de gobierno de transición 
consta de diez puntos, uno de los cuales se 
refiere a la solución de los problemas socia- 
les que agobian a la población, entre los que 
se encuentra la salud. En este punto, Rodrigo 
Londoño plantea que se conformará un siste- 
ma único descentralizado de seguridad social 
en salud, a manera de un sistema de seguro 
nacional de salud, de carácter universal, soli- 
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de gobierno de los candidatos 
a la presidencia en materia de 
salud permiten observar la ma- 
nera como interpretan la situa- 
ción de este tópico en lo social 
e institucional, y a partir de allí 
la manera como proponen en- 


frentarla. 


e 


dario, de financiación pública, por cotización 
y por impuestos, de administración estatal 
descentralizada y prestación mixta, público— 
privada, orientado por una visión de salud 
pública hacia el logro de metas de salud y ca- 
lidad de vida de la población y de disminución 
de inequidades en salud, con amplia participa- 
ción y control social (Londoño, s.f.). 





¿Hacia dónde puede dirigirse una 
política pública de la salud en el 
próximo periodo presidencial? 


Es claro que las propuestas de gobierno 
de los candidatos a la presidencia en mate- 
ria de salud permiten observar la manera 
como interpretan la situación de este tópico 
en lo social e institucional, y a partir de allí 
la manera como proponen enfrentarla. 

Al revisar las propuestas de los principa- 
les candidatos a la presidencia de Colombia, 
se establece una generalidad y dos tenden- 
cias marcadas. La generalidad tiene que ver 
con que todos reconocen problemas en el 
sistema de salud y algunas de las propuestas 
de los distintos candidatos son coincidentes, 
como por ejemplo la necesidad de que el sis- 
tema de salud impulse, de manera prioritaria, 
la prevención, aclarando que las estrategias 
para impulsarla son distintas. 

Con relación a las tendencias, la prime- 
ra es que un grupo de candidatos reconoce 
claramente que en el país existe una pro- 
funda crisis de la salud ——Petro, Fajardo y 
Londoño—, y otros consideran que existen 
problemas, pero que el sistema tiene logros 
importantes y, por lo tanto, en últimas, algu- 
nos candidatos no reconocen la crisis —Jde 
la Calle, Duque y Vargas Lleras. 
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La segunda tendencia se describe en 
relación con la pregunta ¿qué hacer con el 
sistema? Unos proponen acabar con la Ley 
100 y su núcleo central: la intermediación 
financiera, por lo cual proponen eliminar las 
EPS —?Petro y Londoño—; y otros plantean 
que lo que se requiere realizar cambios y 
ajustes al sistema, sin transformarlo, y por 
lo tanto, coinciden en que se deben mante- 
ner las EPS — Fajardo, de la Calle, Duque 
y Vargas Lleras. 

De acuerdo con esto, la salud en el 
próximo periodo presidencial, o puede te- 
ner una tendencia de continuismo, donde 
la salud seguirá subordinada a la lógica del 
negocio de las EPS y los problemas de ac- 
ceso a los servicios de salud, a los medica- 
mentos y a las tecnologías, seguirán siendo 
muy demorados de obtener o incluso ne- 
gados; o puede presentar otra tendencia de 
ruptura: una que busca darle una salida a 
la crisis del sector de la salud y estable- 
cer un nuevo sistema y modelo de salud, 
centrado en las necesidades de salud de la 
gente y no en las ganancias, que dignifique 
el trabajo de los profesionales de la salud, 
que intervenga territorialmente desde un 
enfoque de prevención y promoción y no 
principalmente de curación, y que conci- 
ba a la salud más desde una perspectiva de 
bienestar y buen vivir y menos como au- 
sencia de enfermedad. 

Para finalizar este artículo, vale la pena 
mencionar que recientemente un grupo de 
organizaciones gremiales, sociales y acadé- 
micas presentaron una propuesta de política 
pública para la reforma al sistema de salud 
en Colombia —Gran Junta Médica Nacio- 
nal y otras organizaciones, 2018. Ver figura 
1), dirigida a los candidatos presidenciales; 
la cual tiene como eje central la ley esta- 
tutaria en salud sancionada en el 2015 y el 
desmonte del modelo de intermediación 
financiera que instauró la Ley 100. Esta 
propuesta evidencia que algunos candida- 
tos están más cerca a la demanda en salud 
de sectores de la sociedad civil colombiana 
que otros. 


*Mauricio Torres-Tovar 
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PROPUESTA DE POLÍTICA PÚBLICA PARA LA REFORMA AL SISTEMA DE SALUD EN COLOMBIA 






PUNTO Modificar la estructura de las juntas 


directivas de los Hospitales Públicos, 
para ejercer control del clientelismo y la 


corrupción. 


PUNTO Cumplir y hacer cumplir la Ley 
Estatutaria en Salud, Desmonte del 

| modelo fallido de intermediación 
financiera que instauró la ley 100 de 
1993. 












Clara y decidida política pública para el 
recurso humano en salud, que garantice 
dignificación, estabilidad laboral, 
reconocimiento de remuneración a 
Internos y residentes. 


| 
| 
| 
” | 
| Devolver al Estado la rectoría, dirección y | 
| l la) JA coordinación de la política de salud, con | 

IM FAA una alta participación de la sociedad civil. === xa 
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INTL Garantizar la atención de la población, El da did di dól 
generando regiones saludables que AA ds inci 
: 3 Superintendencia de Salud, del 
organicen la prestación de servicios de SS 
salud y la intervención en los 


Ministerio de Salud y Protección Soclal, 





| determinantes sociales de salud. 
PUNTO Impulsar el fortalecimiento de la red | 3 “0 
| | z Una fuerte y decidida política d 
pública de servicios de salud con énfasis MR. — — da e nu Muerte y COcICIaa Pomtica de CONTO 
en los Hospitales Universitarios. de precios de medicamentos. 





ILLA Implementar un sistema integral de 
Información en salud, trasparente, que 
garantice la confidencialidad de la 


Fortalecer el Fondo único Financiero, 
como recaudador de todos los recursos 
de la salud, con subsidio a la oferta de 
red pública en regiones apartadas. Información. 


Fuente: Gran Junta Médica Nacional y otras organizaciones, 2018. 
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Coyuntura electoral 


Educación 





la educación que? 


Un tema sin debate 
entre los candidatos 
presidenciales 


Creemos que las condiciones están dadas como nunca para el 
cambio social, y que la educación será su órgano maestro. Una 
educación desde la cuna hasta la tumba, inconforme y reflexiva, 
que nos inspire un nuevo modo de pensar y nos incite a descubrir 
quiénes somos en una sociedad que se quiera más a sí misma 
(García, 1996). 


Por: Luis Guillermo Guerrero Guevara* 





“Y ”—" n el escenario de la coyun- 
y - tura electoral colombiana 
y €s repetitivo afirmar que los 
¡ temas sociales estructurales 
Lmá como la salud, el empleo, la 
vivienda o la educación no son parte de 
un debate riguroso. De otra parte, si algo 
se especula sobre ellos, no pasan de ser 
frases, titulares o clichés mediáticos que 
se usan para sorprender a la opinión pú- 
blica con una idea sin asidero o, peor 
aún, para desprestigiar a otro candidato 
por la frase que dijo o por la que dejó de 
decir. En este entorno electoral, donde 
los procesos sociales estructurales no se 
debaten con rigor y profundidad, caen, 
por lo regular, las propuestas que es- 
bozan los programas de los candidatos 
presidenciales sobre la educación. 

A partir de análisis de los programas 
y las propuestas de algunos de los can- 
didatos con mayor probabilidad de ocu- 
par la presidencia de Colombia, realiza- 
mos el siguiente balance. 

Las apuestas educativas de los can- 
didatos no salen de los lugares comu- 
nes, de las reflexiones generales y en 
sus discursos no hay señal alguna que 
muestre la prioridad estratégica de la 
educación. Todas las propuestas hablan 
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de lo mismo, con algunos matices, pero 
sin grandes diferencias. Los temas cen- 
trales son: la cobertura, la jornada úni- 
ca, la calidad y el acceso a la educación 
como oportunidad para todos sin exclu- 
siones, la relación de la educación con 
el desarrollo globalizado, el cierre de la 
brecha tanto entre educación urbana y 
rural como entre educación pública y 
privada, el mejoramiento integral de las 
condiciones laborales de los maestros, 
el uso de las nuevas tecnologías de la 
información, la generación de conoci- 
miento como base para la investigación 
e innovación científica, el bilingúismo 
como oportunidad para generar conoci- 
miento y, en definitiva, hablan del Esta- 
do como garante del derecho a la educa- 
ción con el fin de desarrollar libremente 
las capacidades cognitivas, profesiona- 
les y socioemocionales. Una educación 
para ser felices, tener una vida digna y 
aprender a convivir en paz. 

La retórica se reduce a decir que “la 
educación es el principal motor de equi- 
dad y movilidad social” y que es una 
“-estrategia esencial- para competir en 
la economía global y para alcanzar altos 
niveles de progreso con equidad social”, 
como lo afirma Germán Vargas Lleras 
(2018). Por eso el candidato invita a ha- 
cer un “Gran Pacto Nacional por la Edu- 
cación” mediante el que la comunidad 
educativa y los diversos sectores de la 
sociedad ayuden a que ella sea el motor 
de los cambios sociales. Por su parte, 
Humberto de la Calle dice que “se ne- 
cesita una educación que cierre brechas 
entre los (sic) rural y lo urbano” (Galle- 
go, 2018), a lo que agrega abrir progra- 
mas postsecundaria, según los intereses 
de los jóvenes, tener una jornada única, 
despolitizar el Instituto de Bienestar Fa- 
miliar y mejorar las condiciones de los 
créditos del Icetex. Mientras que el pro- 
fesor Sergio Fajardo Valderrama explica 
que el problema central de la educación 
en el país reside en “la falta de oportu- 
nidades, el bajo desarrollo de las capaci- 
dades, la deserción escolar y la entrada 
de los jóvenes al mundo de la violencia 
y la ilegalidad” (Martínez, 2018). 

De otra parte, el exalcalde de Bogo- 
tá, Gustavo Petro Urrego, propone una 
educación pública superior gratuita, la 
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ampliación de la nómina con cien mil 
maestros nuevos, para lo que se requie- 
re el fortalecimiento de la educación pú- 
blica y una reforma tributaria que por lo 
menos destine el 7 % del PIB en educa- 
ción. Por su parte, Vargas Lleras propone 
un punto menos, un 6 %. Finalmente, 
la coalición de derecha de Iván Duque 
Márquez, Martha Lucía Ramirez Blan- 
co y Alejandro Ordóñez Maldonado, 
orienta su discurso hacia una educación 
técnica, tecnológica y superior que se 
realizaría por medio del fortalecimiento 
del SENA en relación con el sector pro- 
ductivo y la ampliación del uso y acceso 
a las nuevas tecnologías de la informa- 
ción - celular, tablets, computadores -. 
Así mismo, se refieren a la nutrición 
para los más vulnerables como base del 
aprendizaje. El acceso a una educación 
preescolar de alta calidad que se extien- 
da hacia los demás niveles de la forma- 
ción escolar con una educación digital, 
creativa, artística y deportiva. Un aporte 
específico del candidato Ordóñez es su 
preocupación por la educación en valo- 
res tradicionales que debe estar a cargo 
del Estado, lo que permitiría fortalecer 
la familia, el matrimonio y la vida; pero 
al mismo tiempo luchar contra la ideolo- 
gía de género, que constituye una ame- 
naza para los niños y jóvenes. 

Ninguna de estas propuestas, como 
se puede ver, habla de una visión es- 
tratégica que explicite de qué tipo es la 
calidad educativa que se quiere imple- 
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mentar, cómo se llega a ella, a qué mo- 
delo de sociedad apunta y qué procesos 
de desarrollo social, económico y cul- 
tural quiere impulsar para la sociedad 
colombiana. Estas preguntas de fondo 
quedan sin respuesta. No hay debate, 
caen en el vacío. 

Se puede decir que los candidatos 
coinciden en el diagnóstico general so- 
bre la educación y apuntan a los temas 
centrales ya señalados, pero cuando se 
busca en sus programas, cuáles son las 
alternativas y cómo han pensado imple- 
mentarlas, así como con qué y cuántos 
recursos se necesitan para una política 
de educación que inicie un cambio per- 
tinente y estructural en el tema, es ahí 
donde no se encuentran apuestas claras, 
con programas y planes estratégicos que 
pongan a la educación en un lugar don- 
de aporte a las transformaciones que 
necesita el complejo contexto social, 
político y económico del país. 

Se observa un discurso repetitivo en 
el que no existen propuestas estructura- 
das, serias y con proyecciones concre- 
tas, y en las que el factor financiero no 
respalda dichas afirmaciones. Ninguno 
tiene un documento claro, profundo, 
preciso y detallado de las mismas, sino 
que las propuestas son dadas a través 
de entrevistas televisivas o en foros. 
Algunos candidatos, como Vargas Lle- 
ras e Iván Duque, presentan programas 
de gobierno a través de sus respectivas 
páginas web, en las que plasman ideas 
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generales que no tienen un respaldo de 
política fiscal claro y riguroso. 

Al respecto, el investigador Javier Ga- 
ray Vargas, en el análisis que presenta 
sobre las propuestas educativas de los 
candidatos, comenta: 


Lo primero que salta a la vista es que 
parecen no existir diferencias entre los 
candidatos. Sean de derecha o izquierda 
(ninguno es de centro), parten de la mis- 
ma aproximación estatista para abordar 
el tema. Ninguno propone un modelo 
diferente al que ha existido siempre (las 
propuestas educativas estatistas de Fran- 
cisco de Paula Santander, del año 1826). 
Pretenden pasar por alternativas inno- 
vadoras, pero están repitiendo el mode- 
lo que ha existido desde hace casi 200 
años y que no ha funcionado. Debido a 
que ninguno puede pensar por fuera del 
estatismo, la mayoría de propuestas re- 
sultan irresponsables plantearlas hoy, te- 
niendo presente la situación económica 
del país. Por ejemplo, Gustavo Petro pro- 
pone una nueva reforma tributaria para 
financiar su propuesta educativa. Por su 
parte, Claudia López (y, al parecer, esta 
posición es compartida por Marta Lucía 
Ramírez) propone financiar la educación 
universitaria de todos los jóvenes que se 
gradúan de la secundaria (Garay, 2017). 


Actualmente estas propuestas no son 
viables en Colombia. Sin una reforma 
tributaria más estructural, consistente, 
equitativa y con controles estatales que 
impidan de manera eficaz la corrupción, 
la evasión, la elusión y los privilegios 
que tiene el gran capital en el pago de 
los impuestos en el país, ninguna refor- 
ma educativa de fondo será posible. Por 
el momento, ninguno de los candidatos 
ha propuesto con seriedad una reforma 
tributaria y un ordenamiento fiscal claro. 
Pero se sabe que, tampoco depende solo 
de ellos como poder ejecutivo del Estado; 
el poder legislativo del país se hará car- 
go, como siempre, de definir hasta dónde 
los intereses de los dueños del capital y 
de las inversiones permiten hacer cam- 
bios en el orden tributario y fiscal. Con 
los candidatos al Congreso de la Repúbli- 
ca y la mayoría de candidatos a la Presi- 
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Todos hablan de incrementar los 
salarios y de darles más beneficios, 


pero ninguno nos explica cómo eso 
mejoraría la calidad del trabajo de 


esas personas. 


La 


dencia de la República, estamos lejos de 
que existan cambios en este terreno. 

Desde otro ángulo, Garay también 
pone sobre la mesa dos elementos im- 
portantes. En primer lugar, se pregunta: 
“smás impuestos no será que pueden te- 
ner un impacto negativo en la dinámica 
económica? ¿La mera propuesta no gene- 
ra incertidumbre en decisiones de inver- 
sión de mediano y largo plazo? ¿De dónde 
se sacarán los recursos para financiar la 
educación superior de todos los jóvenes 
colombianos?” (Garay, 2017). ¿Quién 
pone la plata? Decir que sí se pueden apli- 
car nuevos impuestos a los ciudadanos 
para pagar esto es retórica. Y, en segun- 
do lugar, Garay muestra otro componente 
determinante de la política pública educa- 
tiva del país: el tratamiento que los candi- 
datos dan al tema de los maestros. 





Todos hablan de incrementar los salarios y 
de darles más beneficios, pero ninguno nos 
explica cómo eso mejoraría la calidad del 
trabajo de esas personas. Asumamos que 
un mayor ingreso sea un incentivo para tra- 
bajar “más duro” y con “más dedicación”. 
Pero eso no necesariamente se traduce en 
mejor calidad: puede haber limitaciones en 
capacidades intelectuales o en conocimien- 
tos disponibles, por ejemplo. Y un mayor 
ingreso, por alto que este sea, no soluciona 
esos problemas (Garay, 2017). 

Este componente, determinante en la ca- 
lidad de la educación, tampoco es objeto 
de reflexión para los candidatos. Igual- 
mente cae en el vacío. No hay reflexión, 
no hay debate informado y riguroso. 


De otra parte, llama también la aten- 
ción que para los candidatos temas como 
la relación entre educación y desarrollo 
o entre educación y política no tengan la 
menor importancia a pesar de ser asuntos 
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de amplia influencia y de seria discusión 
en el presente y futuro del país. Preguntas 
como ¿de qué proceso de desarrollo esta- 
mos hablando? y en consecuencia ¿cuál 
es la educación que se necesita? O, ¿qué 
tipo de educación se ha implementado en 
el país para llegar a los altos niveles de in- 
equidad económica que vivimos? O, ¿Qué 
tienen que ver las costumbres políticas de 
la exclusión, la violencia, el clientelismo 
y la corrupción con la formación política 
que hemos tenido los colombianos? Nin- 
guna de estas preguntas ha sido conside- 
rada en la contienda electoral. El debate 
en el tiempo de elecciones para el Congre- 
so y para la Presidencia cae en los eslóga- 
nes artificiosos de la propaganda política 
superficial. La repetición de términos que 
las mayorías quieren escuchar y las nove- 
dosas “posverdades”, hoy de moda, son 
la prioridad. 

A propósito de esta realidad, en una 
entrevista de la periodista María Jimena 
Duzán a Julian de Zubiría Samper, direc- 
tor del Instituto Alberto Merani, sobre 
la importancia de la educación en estos 
momentos electorales, decía este último: 


En Colombia los niños que van a la escue- 
la, que hoy día son casi la totalidad, no han 
mejorado ni siquiera en un punto en calidad, 
en casi 20 años. La calidad -de la educación 
en Colombia- es de las peores. Un dato para 
ilustrar y ligar con el tema: ¿en Colombia 
cuántos jóvenes que llevan 10 años en la es- 
cuela, que han pasado por ochenta o cien 
maestros leen de manera crítica? Menos del 
1%. Un país así no se maneja con ideas sino 
con emociones. En este país como la gente 
no lee, como la gente no argumenta, como 
la educación es de tan baja calidad y como 
eso lo saben los políticos, manipulan a este 
país y le meten el cuento, por ejemplo, del 
castro-chavismo, como le metían a uno el 
cuento los papás de que ya viene “el coco”. 
En realidad, lo que está detrás del problema 
es la bajísima calidad de la educación. Ese es 
el germen del problema; mientras el país no 
se decida a invertir en educación y en cien- 
cia, no tenemos futuro como sociedad y no 
vamos a construir la paz y no vamos a salir 
adelante. Los países que salen adelante son 
los que invierten en ciencia y en educación 
(De Zubiría, 2017) 
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Es evidente que la retórica de los can- 
didatos sobre la educación se ratifica en 
la medida en que ni siquiera reconocen 
la búsqueda que el país ha realizado, 
desde diversos estamentos sociales, aca- 
démicos y públicos, para lograr propues- 
tas educativas. Cabe citar y recordar a los 
candidatos el esfuerzo que se hizo hace 
algo más de veinte años con la “Misión 
de Sabios” y que produjo una reflexión 
de fondo llamada: “Colombia: Al filo de 
la oportunidad”. Esta misión, compuesta 
por un destacado grupo de diez perso- 
nas representativas de diversas ciencias y 
disciplinas como el neurofisiólogo Rodol- 
fo Llinás, el nobel de literatura Gabriel 
García Márquez, el inmunólogo Manuel 
Elkin Patarroyo, la dra. en microbiología 
Ángela Moreno Restrepo y el dr. Carlos 
Eduardo Vasco, investigador del Cinep/ 
PPP y coordinador de la Comisión, entre 
otros, elaboró una serie de planteamien- 
tos estructurales que siguen hoy siendo 
válidos para la educación. 

Entre las recomendaciones de la mi- 
sión se formularon propuestas claras 
sobre cómo modernizar la educación, 
acelerar el avance científico y tecno- 
lógico, consolidar la capacidad para el 
crecimiento económico, como elemen- 
tos cruciales para optimizar un proceso 


de desarrollo; al tiempo que se ocupó 
sobre cómo impulsar sosteniblemente la 
ciencia, la educación y el desarrollo en 
forma tal que se aseguren el bienestar y 
el progreso democrático de todos los co- 
lombianos. Establece, además, priorida- 
des en la educación preescolar y básica 
para el 100 % de la población de 5 a 15 
años, con altísima calidad y fomento a 
las innovaciones, enfocada al cultivo de 
la vocación de cada uno, de la creativi- 
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dad y los valores de la convivencia. Para 
ello, según Vasco: “deberá volverse a la 
jornada completa de ocho horas y, ante 
todo, formar con seriedad, remunerar 
adecuadamente y dignificar socialmente 
a los docentes de la educación básica” 
(Misión de Ciencia, Educación y Desa- 
rrollo, 1997, pág. 20). 

De otra parte, para lograr el cambio 
científico y tecnológico que se requiere, 
la misión propuso que “la inversión total 
en ciencia y tecnología se eleve del 0,4% 
al 2% del PIB en un máximo de diez 
años” (1997, pág. 20), esto debió haber 
ocurrido en el año 2007, pero esta reco- 
mendación no se hizo realidad, como 
no se llevó a término más del 90 % de 
las propuestas de los sabios, y por eso 
hoy sus propuestas viven el sueño de los 
justos. El cometido de los comisionados 
era bosquejar una carta de navegación 
y trazar en ella los rumbos principales 
para impulsar una política de educación 
pertinente a las necesidades del país, en 
la búsqueda de un nuevo proyecto civi- 
lizador para nuestra patria. Pero como 
decían los comisionados en entrevistas 
realizadas en el año 2016, después de 20 
años de su trabajo, si hoy nos pusieran la 
terea que nos invitaron a realizar, diría- 
mos lo mismo. 

En consecuencia, de las propuestas 
que sobre educación hacen los candi- 
datos actuales a la Presidencia del país 
no se puede esperar mucho. Según lo 
publicado y expresado por ellos en los 
medios, parece que todo se quedará en 
la generalidad de lo prometido; prome- 
sas vacías y poca sustancia. En cambio, 
en el escenario del debate político electo- 
ral se observa una campaña polarizada, 
centrada en el conflicto colombiano y en 
seguir usando el poder para el beneficio 
de intereses particulares, especialmente 
económicos, mientras que los grandes 
sacrificados del debate público y políti- 
co, y de la búsqueda de soluciones, son 
los problemas y las necesidades sociales, 
entre ellos la educación en Colombia. 


Director general del Cinep/Programa por la 
Paz. Doctor en Educación, Filósofo, Teólogo y 
magíster en Desarrollo Rural. 
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